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Presentación de la cuarta edición del Anuario 

•	 Palabras del señor Decano de la Facultad de Dere-
cho y Ciencias Sociales de la Universidad del Este, salu-
dando a sus profesores, investigadores, graduados, alum-
nos y a toda la comunidad académica en general.

•	 Resumen de actividades de Investigación a cargo 
del Secretario de Investigación y Extensión Dr. Mauro 
Fernando Leturia y presentación del llamado a presen-
tación de proyectos para el año 2022.

•	 Publicación del Informe final del Proyecto de in-
vestigación finalizado.

•	 Publicación de los trabajos del cuarto Concurso de 
Artículos de Divulgación Científica- UDE 2022.

•	 Resumen de las actividades de Extensión a cargo 
del Dr. Martín Gagliardi.

•	 Resumen de las actividades de gestión y coordina-
ción a cargo de Dr. Pablo Federico Puente.

•	 Graduados del año 2022.
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la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad 
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Palabras del señor Decano

Estimada/os lectora/es
Una vez más me encuentro con ustedes a través de 

estas palabras de salutación y bienvenida a esta edición 
del Anuario 2022 de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de la Universidad del Este.

La publicación que hoy llega a sus manos es el cuar-
to anuario consecutivo producido por nuestra Facultad 
y refleja el trabajo desarrollado y sostenido en el tiempo 
por el Equipo de Gestión que logró la histórica acredita-
ción de la carrera de Abogacía y que se encontraba inte-
grado por el Sr. Secretario de Extensión e Investigación 
Dr. Mauro Fernando Leturia, el Sr. Coordinador de Ex-
tensión Dr. Martín Gagliardi y los Sres. Coordinadores 
Académicos de la carrera de Abogacía Dr. Pablo Federico 
Puente y de la carrera de Corredor de Comercio y Mar-
tillero Público Dr. Marcelo Azzarri. Nuestra gestión, ca-
racterizada por el trabajo en equipo y la sinergia, finalizó 
el 31 de diciembre de 2022 tras cuatro años de labor en 
la que conseguimos logros muy significativos como la ya 
mencionada acreditación de la carrera de Abogacía pre-
sencial, la evaluación positiva de la carrera de Abogacía 
a distancia, el lanzamiento y despliegue de las primeras 
cohortes de la carrera de Martillero y Corredor Público, 
la aprobación de la licenciatura en Ciencias Políticas, el 
lanzamiento de las primeras ofertas de Diplomaturas de 
nuestra Facultad y el desarrollo de las líneas de investi-
gación y extensión a cargo de los equipos responsables.

 Me siento, asimismo, en la obligación de agradecer al 
Sr. Decano Mg. Sergio Palacios, al Sr. Secretario de In-
vestigación Mg. Santiago Irisarri y al Director del Anua-
rio Dr. Mauro Fernando Leturia la deferencia que han 
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manifestado para conmigo al permitirme prologar esta 
obra. Confiamos en que el nuevo Equipo de Gestión con-
tinuará trabajando por el engrandecimiento de nuestra 
Facultad, atendiendo no sólo a los problemas coyuntura-
les propios de cada momento sino poniendo rumbo hacia 
una dimensión más grande aun para todos y todas. 

Este Anuario, que nació en 2020 con la pretensión de 
ofrecer a los y las docentes e investigadores de la Facul-
tad de Derecho y Ciencias Sociales un espacio concreto 
en el cual divulgar el resultado de sus investigaciones y 
experiencias y dar a conocer las actividades de nuestra 
Facultad, hoy se ha convertido en un producto de notable 
valor académico que resulta una expresión del esfuerzo 
de los Equipos de Investigación y Extensión de nuestra 
Facultad. La presente publicación, en particular, reco-
ge informes finales de los equipos de investigación así 
como los trabajos presentados al IV Concurso Anual de 
Artículos de Investigación y Divulgación organizado por 
nuestra Facultad. La continuidad en la organización del 
Concurso, en la publicación de este Anuario y en el apoyo 
a las actividades de extensión tales como el taller de Li-
tigación Penal, el Observatorio de Derecho Tributario y 
Financiero, el Observatorio de Derecho Administrativo, 
el Instituto de Derecho Antiguo y Comparado, los consul-
torios jurídicos gratuitos, las pasantías en el Poder Judi-
cial entre otras tantas actividades, han sido esenciales 
para acreditar ante la comunidad científica y jurídica la 
seriedad y el profesionalismo con que nuestra Facultad 
se posiciona frente a las dimensiones de creación del co-
nocimiento y transferencia a la comunidad de los produc-
tos y servicios que nuestra Facultad puede ofrecer.

También es éste el espacio propicio para agradecer el 
apoyo recibido durante estos cuatro años de parte de las 
autoridades de la Universidad en la persona de su Rec-
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tora Dra. María de las Mercedes Reitano, del vicerrec-
tor Lic. Bruno Díaz, del Presidente de la Fundación Ing. 
Carlos Orazi, de la Secretaria Académica Mg. Silvia von 
Kluges, y del Consejo de Administración que acompaña-
ron y apoyaron al Equipo de Gestión de nuestra Facultad 
durante el cuatrienio en que tuvimos el honor de condu-
cir sus rumbos. Estimamos que, modestamente, supimos 
estar a la altura del desafío y que la gestión habla a tra-
vés de sus logros.

Esperamos que nuestra comunidad reciba con beneplá-
cito este nuevo producto que se le ofrece y que docentes, 
estudiantes y graduados se sientan cada vez más estimu-
lados por ella a integrarse a los espacios de investigación 
y extensión que ofrece nuestra Facultad y a generar pro-
yectos propios que puedan ser presentados a convocato-
rias y publicaciones futuras.

Formulando votos para que esta iniciativa prospere y 
se reproduzca, me despido de ustedes reiterando mi per-
manente agradecimiento y les saludo con la más distin-
guida consideración.

Ricardo Germán Rincón
Lomas de Zamora, mayo de 2023
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Trabajos de
investigación
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Resumen de actividades de Investigación
a cargo del Secretario de Investigación
y Extensión Dr. Mauro Fernando Leturia

En el marco de las tareas de la Secretaría de Investi-
gación de la Universidad del Este, a cargo en la primera 
parte del año del Profesor Luis Sujatovich, y posterior-
mente a cargo de la Secretaria Ana Dorato, en coordina-
ción con la Secretaría de Investigación y de Extensión de 
la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales a cargo del 
Dr. Mauro Fernando Leturia, durante el año 2022 se pre-
sentaron los proyectos de investigación que se detallan a 
continuación.

1- Proyecto “Derechos Intelectuales en los contratos 
modernos Netflix y Spotify” 

Director: Dr. Mauro Fernando Leturia 
Codirector: Dr. Pablo Puente
Investigadora: Mongelos, Víctoria Antonella

2- Acceso a la tutela administrativa en clave digital
Directora: María Victoria Gisvert
Codirector: Francisco López Simpson

3- Los derechos del pasajero en el transporte aéreo y 
su relación con el derecho del consumidor

Directora: Dra. Rita Catalina Cordera
Codirector: Dr. Mauro Fernando Leturia

4- La Oratoria Forense como materia autónoma Uni-
versitaria y su inserción en los procesos judiciales (civiles 
y comerciales) de Argentina y Paraguay

Director: Dr. Prof. Claudio Oscar Giannone
Codirector: Dr. Prof. Pedro Sebastián Villa
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También para el año 2022 se aprobó el llamado a la 
presentación a nuevos proyectos de investigación, esta-
bleciéndose expresamente la posibilidad de formación de 
equipos categoría A y categoría B para jóvenes investi-
gadores, tanto para las carreras presenciales como a dis-
tancia.

Asimismo se realizó la cuarta edición del Concurso de 
Artículos Científicos, por lo cual los artículos premiados y 
los más destacados también forman parte de la presente 
obra. 
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Proyecto “Derechos intelectuales en los
contratos modernos Netflix y Spotify” 

Director: Dr. Mauro Fernando Leturia 
Codirector: Dr. Pablo Puente
Investigadora: Mongelos, Víctoria Antonella

Derechos intelectuales en los contratos moder-
nos Netflix y Spotify

Director del Proyecto: Profesor Mauro Fernando Letu-
ria

Codirector del proyecto: Pablo Puente
Equipo de investigación: Antonella Mongelos
Fecha de inicio y fin del proyecto: 05/12/2021 al 05/12/ 

2022
Período del que se informa - Anual según fecha de ini-

cio 
Disciplina: Derecho

Descripción del proyecto

El presente proyecto de investigación analiza los te-
mas fundamentales de los derechos intelectuales, entre 
ellos, los derechos de autor, las marcas y las designacio-
nes, teniendo presente el creciente avance de la tecnolo-
gía a nivel mundial. 

Los derechos intelectuales constituyen un elemento 
fundamental en el contexto actual de globalización finan-
ciera. Las principales empresas que forman parte de este 
“comercio mundial” se apoyan en la tecnología para desa-
rrollar sus principales negocios; en este sentido, la titula-
ridad de los derechos intelectuales sobre obras de acceso 
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masivo, sumado a la posesión de grandes equipos tecno-
lógicos, ha generado que las grandes empresas o grupos 
económicos determinen el rumbo de los negocios. 

Los cambios sociales, económicos, tecnológicos y cul-
turales de estos últimos tiempos, han generado variados 
y cuantiosos cambios en el Derecho, motivo por el cual 
se torna aconsejable analizar los contratos tradicionales, 
como el de obra y el de servicio, pero teniendo en consi-
deración la creciente importancia que los derechos inte-
lectuales han ido adquiriendo con el correr del tiempo. A 
partir de aquí, se advierte que existen dos ejes temáti-
cos íntimamente relacionados; por un lado, los “derechos 
intelectuales” y, por el otro, los “contratos”. La relación 
entre estos ejes temáticos puede verse claramente en pla-
taformas como “Netflix” y “Spotify”, las cuales en estos 
últimos tiempos se han caracterizado por ser de utiliza-
ción masiva. 

En base a lo expuesto, el presente proyecto intenta 
comprender si la legislación vigente y la Teoría general 
de los contratos regulan satisfactoriamente la utilización 
y desarrollo de ambas plataformas, principalmente en lo 
que hace a la relación entre empresas, autores y usua-
rios. 

Palabras claves: Derechos intelectuales- Contratos- 
Netflix - Spotify

Síntesis de la labor desarrollada 
Informe individual de desarrollo de actividades

Director
Nombre y apellido: Mauro Leturia
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En vinculación a las acciones realizadas en carácter de 
director se desarrollaron las siguientes tareas:

●Coordinación de reuniones de trabajo
●Distribución de tareas a los integrantes del equipo de 

investigación 
●Seguimiento de las acciones y de las tareas asignadas 

a los integrantes del equipo.
●Producción de documentos
●Revisión y análisis de documentos producidos por el 

equipo de investigación con la colaboración del codirector 
del proyecto.

●Realización de ponencias y trabajos preliminares.
●Asistencia a encuentros de divulgación y congresos.
●Análisis de la información
●Preparación y realización de Informe final de Inves-

tigación

Codirector
Nombre y apellido: Pablo Puente 
En vinculación a las acciones realizadas en carácter de 

codirector se desarrollaron las siguientes tareas:

●Co-coordinación de reuniones de trabajo
●Colaboración en la distribución de tareas a los inte-

grantes del equipo de investigación
●Seguimiento, en conjunción con la directora del pro-

yecto, de las acciones y de las tareas asignadas a los inte-
grantes del equipo.

●Participación de las reuniones de discusión y análisis 
de la bibliografía.

●Producción de documentos
●Revisión y análisis de documentos producidos por el 

equipo de investigación con la colaboración de la directo-
ra del proyecto
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●Realización de trámites administrativos relativos al 
proyecto

●Participación en las reuniones de análisis de la infor-
mación en colaboración con la directora del proyecto

●Participación en la redacción del informe final de in-
vestigación en colaboración con la directora del proyecto

Integrante del equipo de investigación

Nombre y apellido: Abogada Antonella Mongelos

En vinculación a las acciones realizadas en carácter de 
Integrante se desarrollaron las siguientes tareas:

●Participación en la elaboración del marco teórico
●Lectura, análisis y ajuste grupal de términos del 

cuestionario a ser implementado en los alumnos/as
●Participación de las reuniones de discusión y análisis 

de la bibliografía
●Producción preliminar de documentos
●Colaboración en la aplicación de instrumentos
●Participación en el análisis de la información y en la 

elaboración del informe final

Informe final

Sumario: I. Introducción.- a) Objetivo general. b) Ob-
jetivos específicos. c) Metodología. d) Marco teórico.- 
II. Análisis de la información. 1. Propiedad, Derechos 
de Autor. 2. Desarrollo: de los contratos en particular. 
2.a. De la cesión de derechos y de las ventas. 2.b. Del 
contrato de edición. 2.c. Del contrato de trabajo y el 
contrato de obra. 3. Acerca de los casos Netflix y Spoti-
fy. 4. Redes contractuales. 4.a) Situación jurídica entre 
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usuarios y los proveedores de servicios (Netflix o Spoti-
fy). 5. Situación jurídica de los usuarios respecto a los 
titulares de los derechos sobre las obras intelectuales. 
6. Situación jurídica de los proveedores de contenidos 
de Internet y los titulares de los derechos sobre las 
obras intelectuales. 7. Conclusiones. 8. Resultados. 9. 
Divulgación de los conocimientos adquiridos. 10. Refe-
rencias bibliográficas

I. Introducción

La evolución del Derecho, de la mano de los cambios 
sociales, económicos, tecnológicos y culturales, hace 
aconsejable analizar los contratos tradicionales como el 
de obra y el de servicios con relación a la creciente impor-
tancia que los Derechos Intelectuales vienen adquirien-
do, y en especial investigar las particularidades de nue-
vas figuras contractuales como el contrato de franquicia 
o el modelo Netflix y Spotify. 

Puede señalarse que en resumen se trata de dos 
ejes temáticos relacionados, es decir por un lado los 
derechos intelectuales y por el otro los contratos. Sin 
perjuicio del innegable desarrollo de las nuevas tec-
nologías, la realidad es que la legislación aplicable no 
ha variado en los últimos años; al respecto, el “nue-
vo” Código Civil y Comercial de la Nación parecería no 
haber contemplado una regulación idónea aplicable a 
esta nueva realidad. 

De allí que esta investigación ha pretendido determi-
nar si la teoría de los contratos y la legislación vigente, 
regulan satisfactoriamente y otorgan soluciones ante los 
eventuales problemas que puedan surgir entre empre-
sas, autores y usuarios de estas dos plataformas. 
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a) Objetivo general 

Determinar si las normas vigentes en Derecho Civil 
son pertinentes y adecuadas para regular la situación 
contractual de las plataformas Netflix y Spotify. 

 
b) Objetivos específicos 

- Analizar la normativa civil vigente. 
- Analizar la armonización con las disposiciones pro-

pias de la ley de propiedad intelectual.
- Analizar las características de los contratos genera-

dos en las plataformas Netflix y Spotify.
- Clasificar las particularidades de estos contratos.
- Comprender los problemas jurídicos que surgen como 

consecuencia del desarrollo de la tecnología. 

c) Metodología 

Investigación centrada en el paradigma cualitativo y 
evaluativa del conjunto de normas aplicables en materia 
de Derechos de Autor mediante la utilización de grillas 
que permitieron clasificar y caracterizar los alcances de 
la normativa vigente para determinar la pertinencia de 
las normas actuales a las nuevas tecnologías aplicadas a 
los casos Netflix y Spotify. 

Desde esta perspectiva, a fin de comprender el origen 
y la naturaleza de los Derechos Intelectuales, realiza-
mos primeramente un análisis histórico; luego de ello, 
analizamos la legislación vigente en la Argentina. Veri-
ficamos lo sostenido por la doctrina nacional y extranje-
ra más representativa en la temática mediante un aná-
lisis comparativo, a fin de establecer la fundamentación 
direccionada hacía el “acto de creación” y, a partir de 
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allí y mediante la utilización de un método analítico, 
sistematizamos los distintos aspectos o ramas que com-
prenden los Derechos Intelectuales y sus características 
más importantes. 

Luego analizamos las deficiencias que padece el ré-
gimen legal actualmente vigente correspondiente a los 
Derechos Intelectuales, apegándonos al cumplimien-
to de los objetivos oportunamente planteados. En este 
sentido, analizamos en forma particular las platafor-
mas Netflix y Spotify, principalmente en lo que hace a 
la relación jurídica existente entre empresas, usuarios 
y autores. Finalmente realizamos un análisis comple-
to de la información recolectada, lo cual nos permitió 
determinar que la normativa actual en materia de De-
recho Civil no es pertinente ni adecuada para regular 
la situación contractual en plafatormas como Netflix y 
Spotify. 

d) Marco teórico

No se han encontrado investigaciones previas que ha-
yan estudiado el tema desde la perspectiva propuesta. 

II. Análisis de la información

1. Propiedad, Derechos de Autor 

Las relaciones contractuales que en este ámbito nos in-
teresa son las referidas a la transmisión y/o adquisición 
derivada de derechos económicos sobre las obras intelec-
tuales. Para comprender esta premisa, resulta necesario 
un par de explicaciones.

Los Derechos de Autor como rama dentro de los De-
rechos Intelectuales desde el punto de vista subjetivo 
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se caracterizan por reconocer en la figura del autor fa-
cultades o derechos patrimoniales y también morales. 
En su aspecto patrimonial implica la exclusividad ju-
rídica de uso y goce temporario (ver artículo 5 de la 
ley 11.723) del autor sobre su obra que se traduce en 
la facultad de explotación económica (artículo 2 de ley 
11.723) mediante los medios y conforme a las limita-
ciones que establece el ordenamiento jurídico. En su 
aspecto moral se constituye como una verdadera ma-
nifestación de la personalidad del autor sobre su obra, 
tanto en su integralidad, subsistencia y paternidad 
principalmente. Esta proyección de la personalidad 
del autor, y como consecuencia de nuestra tradición 
jurídico-romana aun en ciertos aspectos pasan a sus 
sucesores universales (ver artículos 51 y 52 de la ley 
11.723 principalmente).

Resulta interesante resaltar que el Código Civil y Co-
mercial en su artículo 398 referido a la transmisibilidad 
de los derechos señala que “…todos los derechos son 
transmisibles excepto estipulación válida de las partes 
o que ello resulte de una prohibición legal o que importe 
trasgresión a la buena fe, a la moral o a las buenas cos-
tumbres…”. 

En su aspecto patrimonial son transmisibles tanto por 
actos entre vivos (art. 4 inc. d, artículos 37 a 55 de la 
ley 11.723) como mortis causa (los herederos y legata-
rios pueden ejercer estos derechos que se le transmiten 
en forma limitada) (artículos 4 b, 5, 31, 32 y 35 de ley 
11.723). Por su parte el artículo 51 de la ley 11.723 seña-
la que el autor o sus derechohabientes pueden enajenar o 
ceder total o parcialmente su obra, pero debe señalarse 
que no es posible una transferencia total del derecho de 
autor esto es, tanto en su aspecto moral con más el aspec-
to patrimonial. 
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Se señala como caracteres de los derechos morales que 
son inalienables, imprescriptibles, irrenunciables y per-
petuos, aun luego de vencidos los términos de los dere-
chos patrimoniales (conf. artículo 83 de ley 11.723) y si 
bien se trata de facultades que en sí no tienen un con-
tenido económico, su violación sí genera consecuencias 
económicas, además de las penales. 

Como puede apreciarse resulta ser una limitación pro-
pia de la naturaleza de los Derechos de Autor, reconocida 
por el ordenamiento jurídico argentino, la imposibilidad 
de transmitir o renunciar al aspecto moral de los mismos, 
que consagra los derechos a la paternidad, integralidad, 
de divulgación, y el derecho al retracto (arts. 7, 22, 39, 47, 
51 y 52, 72 de ley 11.723).

La obra intelectual y su relación con el autor, se carac-
teriza por la existencia de una conexión necesaria de tal 
manera que éste se expresa a través de ella, y ella no es 
otra cosa que una manifestación de la personalidad del 
autor. Como consecuencia de esto, no puede entenderse 
otra cosa distinta a que el autor y creador de una obra 
es siempre una persona física, y como tal protección se 
extiende desde el acto de creación mismo de la obra por 
lo que abarca no sólo a ésta cuando está finalizada sino 
también cuando esté inconclusa (art. 11 de ley 11.723). 
Por lo que puede concluirse que una persona humana no 
puede verse privado de su obra salvo cuando voluntaria 
y previamente se ha obligado a desprenderse de ella, o 
voluntariamente y a posteriori del acto de creación de la 
misma la transfiere (art. 17 CN). Ahora es el mismo or-
denamiento jurídico que regula la propiedad intelectual 
que establece como límite de toda transferencia de los 
derechos sobre ellas la reserva de las facultades morales, 
y permitiendo sólo la de los derechos o facultades patri-
moniales.
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Resulta conveniente resaltar a modo preliminar que la 
ley 11.723 establece la separación entre la noción de au-
tor de una obra intelectual de la noción de titular de de-
rechos sobre ella. Conforme al artículo 4 de la ley 11.723 
puede distinguirse el autor de la obra del titular de los 
derechos económicos sobra la misma, en donde el autor 
es únicamente la persona física que crea la obra, y como 
se señala se constituye esta situación en el fundamento 
teórico de la protección normativa en cuanto constitu-
ye un incentivo para la superación intelectual personal. 
Respecto a los titulares se puede distinguir entre titula-
res originarios y titulares derivados: el titular originario 
es el autor de la obra en cuanto se constituye como sujeto 
del derecho; titulares derivados pueden ser personas fí-
sicas o jurídicas ya sea por transmisión por acto entre 
vivos convencional o en ciertos casos por adjudicación o 
disposición legal (sólo de los derechos patrimoniales), o 
mortis causa (de los derechos patrimoniales y ciertos de-
rechos morales) 1.

A efectos de resaltar esta distinción entre autor y ti-
tular de los derechos económicos, principalmente en el 
orden de ideas de descartar a las personas jurídicas como 
“autoras” de obras, sino como titulares derivados de los 

1	  Tabieres, M. S., Leturia, M. F. (2014), Derechos de 
Propiedad Intelectual. Análisis sobre su naturaleza, aplica-
ción y efectos, La Plata, Librería Editora Platense. Emery, M. 
(2003), Propiedad Intelectual ley 11.723. Comentada, Anotada 
y Concordada con los tratados internacionales, Astrea, 2ª re-
impresión. Lipszyc, D. (2019), Régimen legal de la propiedad 
intelectual derecho de autor y derechos conexos. Ley 11.723. 
Comentada. Concordada con los tratados internacionales, con 
el Código Civil y Comercial de la Nación y anotada con juris-
prudencia, 1ª edición, Hammurabi.
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derechos económicos sobre ellas en base a relaciones con-
tractuales, debe señalarse que forman parte del ordena-
miento jurídico argentino en virtud del artículo 75 inc. 
22 (Bloque Constitucional) instrumentos internaciona-
les de derechos humanos que reconocen la protección de 
los intereses morales y materiales de los autores sobre 
sus obras. Expresamente se los reconoce en la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos en su artículo 27.2 
donde se señala que “…Toda persona tiene derecho a la 
protección de los intereses morales y materiales que le 
correspondan por razón de las producciones científicas, 
literarias o artísticas de que sea autora…”, el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les, en su aartículo 15 inc. 1.c señala que “…los Estados 
Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a … beneficiarse de la protección de los intereses 
morales y materiales que le correspondan por razón de 
las producciones científicas, literarias o artísticas de que 
sea autora…” y también el artículo 13 de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre que se-
ñala que “… Toda persona tiene el derecho de participar 
en la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes 
y disfrutar de los beneficios que resulten de los progre-
sos intelectuales y especialmente de los descubrimientos 
científicos. Tiene asimismo derecho a la protección de los 
intereses morales y materiales que le correspondan por 
razón de los inventos, obras literarias, científicas y artís-
ticas de que sea autor…”, con igual redacción se consagra 
en el Protocolo Adicional a la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos en materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) en 
su artículo 14. 1. c. consagrando el derecho a “beneficiar-
se de la protección de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de las producciones cien-
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tíficas, literarias o artísticas de que sea autora”. Resul-
ta interesante citar la Observación nº 17 2 referida a los 
derechos de toda persona a beneficiarse de la protección 
de los intereses morales y materiales que le correspon-
dan por razón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autor (apartado c) del párrafo 1 del 
artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales emitido por el Comité de Dere-
chos Económicos, sociales y culturales la cual en cuanto 
al contenido normativo, define o considera como “autor” 
sólo a las personas físicas ya sea individualmente o colec-
tivamente consideradas (Comunidades). Textualmente 
señala “…. El Comité considera que sólo el ‘autor’, lo que 
significa el creador -ya sea hombre o mujer, individuo o 
grupo- de producciones científicas, literarias o artísticas 
como, por ejemplo, escritores, artistas e inventores, entre 
otros, se puede beneficiar de la protección que ofrece el 
apartado c) del párrafo 1 del artículo 15. Ello deriva del 
empleo de las palabras ‘toda persona’, ‘le’ y ‘autora’, que 
indican que los redactores de ese artículo al parecer da-
ban por sentado que los autores de producciones científi-
cas, literarias o artísticas eran personas físicas, sin darse 
cuenta en ese momento de que también podía tratarse de 
grupos. En los regímenes de protección de los tratados 
internacionales vigentes, las personas jurídicas son tam-
bién titulares de derechos de propiedad intelectual. Sin 
embargo, como ya se ha señalado, debido a su diferente 
carácter, sus derechos no están protegidos en el plano de 
los derechos humanos…”.

2	  Según el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, 35º período de sesiones Ginebra, 7 a 25 de noviem-
bre de 2005 E/C.12/GC/17.
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A esta altura y siguiendo esta línea argumental pue-
de deducirse que el concepto histórico de “propiedad” 
resulta inadecuado para contener como genero a los De-
rechos de Autor, abarcando solamente los aspectos eco-
nómicos o patrimoniales. Así implícitamente en todos 
los contratos y sucesivas transmisiones de derechos y/o 
sus desmembramientos en cuanto forma de explotación 
de la obra se pudiese, si estuvieran permitidas, el au-
tor conserva las facultades o derechos morales sobre su 
obra intelectual (arts. 7, 22, 39, 47, 51 y 52, 72 de ley 
11.723). 

En el plano contractual, la ley 11.723 contempla tres 
(3) contratos referidos a la explotación económica de los 
derechos de autor: el de edición (arts. 37 a 44), el de re-
presentación (arts. 45 a 50) y la cesión (arts. 51 a 55), 
este ultimo denominado como venta, pero como se señala 
en la doctrina (ver la citada supra en nota) no contiene 
un régimen general que resulte aplicable a todos los con-
tratos referidos a la explotación de las obras intelectua-
les. Debe señalarse que conforme al artículo 12 de la ley 
11.723 la propiedad intelectual se regirá por las disposi-
ciones del derecho común, bajo las condiciones y limita-
ciones establecidas por la ley citada, lo que significa que 
conforme a la autonomía legislativa, científica y didácti-
ca con la que puede hoy caracterizarse al régimen de los 
Derechos de Autor y derechos conexos deberá aplicarse 
supletoriamente el Derecho común.

En lo que se refiere a las relaciones contractuales que 
tengan vinculación con la propiedad intelectual como la 
obligación de resarcir los daños y perjuicios que surja 
como consecuencia del incumplimiento de las mismas se 
regirán por el Derecho común, el Código Civil y Comer-
cial (C.C.C.), bajo las condiciones y limitaciones estable-
cidas por la ley 11.723.
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Como se indicó, si bien no se regulan en la ley 11.723 
todas las figuras contractuales que pueden utilizarse en 
la explotación de los Derechos de Autor, en virtud princi-
palmente del principio de autonomía de la voluntad y del 
sistema abierto que caracteriza su explotación, se utilizan 
diferentes contratos además de los regulados, como por 
ejemplo contratos de obra, fideicomiso, leasing, contrato 
de trabajo, entre otros.

2. Desarrollo: de los contratos en particular

2.a. De la cesión de derechos y de las venta

El punto de partida es la facultad de “enajenar” que 
detenta el autor y/o titular originario sobre su obra, que 
conforme el artículo 2 de la ley 11.683 se reconoce como 
máxima expresión de prerrogativas económicas sobre la 
obra. Por la naturaleza de las obras intelectuales lo que 
se transmiten son los derechos económicos, por lo cual la 
enajenación de las mismas se realiza mediante el contra-
to de cesión de derechos. Resulta necesario recordar que 
la venta del soporte material y la correspondiente adqui-
sición del soporte (objeto material) no implica ni supone 
la adquisición de algún derecho referido a la obra en sí 
(conf. art. 54 ley 11.723). Fuera de la cesión de los dere-
chos económicos sobre las obras intelectuales la expre-
sión “enajenación” se refiere a la venta de obras figurati-
vas, abarcando el soporte como los derechos económicos 
sobre ella 3. 

3	  Tabieres, M. S., Leturia, M. F. (2014), Derechos de Pro-
piedad Intelectual…, cit.
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Por lo cual, como se señaló, la ley 11.723 regula la ce-
sión de los derechos en sus artículos 51 a 55 bajo el rótulo 
“de la venta”, abarcando en cuanto hablamos de transfe-
rencias las cesiones de derechos en forma total o parcial 
y la venta de una obra figurativa.

Centrándonos en la cesión, con la sanción del nuevo 
Código Civil y Comercial de la Nación se conceptualiza 
hoy al contrato de cesión como aquel en el cual una de las 
partes transfiere a la otra un derecho ya sea con la contra-
prestación de un precio en dinero, de la transmisión de la 
propiedad de un bien de la otra parte, o sin contrapresta-
ción alguna (art. 1614 C. C. y C.). En virtud de lo cual en 
el esquema general que puede adoptar esta figura puede 
ser oneroso o gratuito, aunque en el caso particular de las 
cesiones de derechos económicos sobre obras intelectua-
les se presume oneroso.

Respecto al objeto de la cesión resulta necesario re-
saltar el articula 1.616 y 1.617 del C. C. y C. N. en cuan-
to señalan que todo derecho puede ser cedido, excepto 
que lo contrario resulte de la ley, de la convención que 
lo origina, o de la naturaleza del derecho o se trate de 
derechos inherentes a la persona humana. La ley 11.723 
señala que pueden enajenar o ceder total o parcialmente 
su obra (art. 52). Sin entrar en mayores especificaciones 
este contrato resulta ser consensual, no formal (resul-
tando necesario la inscripción a efecto de la publicidad 
y/u oponibilidad de la transferencia, conf. art. 53 ley 
11.723).

Ahora bien, como se señaló existen limitaciones que 
surgen del propio ordenamiento jurídico respecto a la 
intransmisibilidad de los derechos morales (arts. 51 y 
52 principalmente), respecto a la temporalidad (art. 
51), respecto a los derechos de explotación económica 
que se transmiten expresamente (arts. 54 y 55 princi-
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palmente). Además existen otras limitaciones “estatu-
tarias” para ciertas obras o respecto de ciertos autores 
que resultan ser asociados de entidades representati-
vas, por ejemplo en ARGENTORES en su estatuto en 
el capítulo referido a derechos y obligaciones de los aso-
ciados se señala que “…Ningún socio podrá ceder o ven-
der total o parcialmente el derecho de representación de 
sus obras...” y en el de SADAIC también en el apartado 
referido a los derechos y obligaciones se señala que “… 
La cesión o venta de los derechos autorales no será re-
conocida por SADAIC, en tanto los autores y composito-
res de música, por decisión registrada en este Estatuto, 
han renunciado a esa posibilidad, dejando en poder de 
la sociedad el ejercicio y defensa de sus facultades. Esa 
nulidad regirá también para aquellos actos que consti-
tuyan una desvirtuación del derecho autoral, como ser: 
la renuncia a la percepción de derechos económicos, a 
la autoría, la exigencia de participaciones autorales no 
habiendo creador ni creación artística, la imposición de 
reintegración de derechos, y demás procedimientos si-
milares”.

2.b. Del contrato de edición

Como se señaló, en la ley 11.723 el contrato de edición 
se encuentra regulado en los artículos 37 a 44. El artículo 
37 lo conceptualiza señalando que es aquel por el cual “el 
titular del derecho de propiedad sobre una obra intelec-
tual, se obliga a entregarla a un editor y éste a reprodu-
cirla, difundirla y venderla…”. Abarcando cualquier “for-
ma o sistema de reproducción o publicación”.

En la doctrina pueden distinguirse diferentes postu-
ras en torno a su autonomía como figura contractual o 
su estructuración como contrato de obra, o bien como 
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contrato de licencia o autorización 4. Dentro de la pri-
mera línea de pensamiento el contrato de edición en el 
Derecho argentino presenta un esquema propio por el 
cual el autor puede obligarse a entregar una obra exis-
tente o bien obligarse a realizar una obra (que aún no 
existe) y luego a entregarla al editor. El editor por su 
parte puede obligarse a pagar un precio cierto en dinero 
u obligarse a pagar un precio en dinero a priori incierto 
en concepto de porcentaje, regalía o participación en las 
ganancias, o bien no estar obligado a pagar precio o re-
tribución alguna. 

Este esquema se complementa con la obligación prin-
cipal a cargo del editor de imprimir, difundir (sistema 
de reproducción o publicación) y vender la obra. Pue-
de apreciarse que presenta una conexión estructural 
con el contrato de obra, en cuanto puede implicar una 
obligación de hacer en cabeza del autor cuando éste se 
obliga a crear la obra, pero fuera de esos casos, cuando 
la obra ya existe se estructura de manera diferente. Se 
descarta que implique una cesión, atento a que si bien 
implica la transferencia de ciertos derechos económicos 
sobre la obra el titular conserva su derecho de propiedad 
intelectual, salvo que lo renunciare por el contrato de 
edición. Puede traducir, transformar, refundir, etcéte-
ra, su obra y defenderla contra los defraudadores de su 
propiedad, aun contra el mismo editor (conf. art. 38 ley 
11.723). Tampoco parece que contemple o se estructure 
como una autorización o contrato de licencia en cuan-
to a los derechos del editor, por cuanto si bien implica 
una autorización a ejercer ciertos derechos económicos 

4	  Lipszyc, D. (2019), Régimen legal de la propiedad inte-
lectual..., cit.
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de explotación sobre la obra, el editor sólo tiene los dere-
chos vinculados a la impresión, difusión y venta, sin po-
der alterar el texto y sólo podrá efectuar las correcciones 
de imprenta, si el autor se negare o no pudiere hacerlo 
(conf. art. 39 de ley 11723), pero esos derechos del edi-
tor referido a la impresión, difusión y venta de la obra, 
se perfilan como prestación de la obligación principal a 
cargo del editor y no sólo como mera facultad (conf. art. 
41 de la ley 11.723). Es esta obligación principal una de 
las notas características 5 de este contrato en cuanto se 
constituye en causa fin del mismo y le da su autonomía 
conceptual.

Fuera del análisis de su autonomía conceptual, se ca-
racteriza por ser bilateral, consensual, conmutativo, pre-
sumiéndose oneroso (conf. art. 40 de la ley 11.723). 

Respecto a la trasferencia de derechos de explotación 
económica sobre la obra el autor, como dijimos el contra-
to de edición implica sólo la trasferencia de los derechos 
vinculados a la impresión, difusión y venta. Por lo cual, 
el editor es titular derivado respecto de esos derechos so-
lamente, y puede serlo sólo en determinado ámbito geo-
gráfico y/o tiempo y/o numero de ediciones. Fuera de esos 
supuestos el autor conserva todos los derechos económi-
cos que expresamente no autorizó o transmitió, además, 
claro, de sus derechos morales sobre su obra.

 
2.c. Del contrato de trabajo y el contrato de obra

La decisión de tratar conjuntamente estos contratos 
radica en que ambos supuestos no se encuentran expre-

5	  Tabieres, M. S., Leturia M. F. (2014), Derechos de Pro-
piedad Intelectual…, cit.
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samente regulados en referencia a obras intelectuales, 
salvo en lo que se refiere a software. 

En cuanto a la conceptualización de los contratos en 
análisis debe señalarse que la ley 20.744 que regula prin-
cipalmente el contrato de trabajo, señala en su artículo 
21 que: “…Habrá contrato de trabajo, cualquiera sea su 
forma o denominación, siempre que una persona física se 
obligue a realizar actos, ejecutar obras o prestar servicios 
en favor de la otra y bajo la dependencia de ésta, durante 
un período determinado o indeterminado de tiempo, me-
diante el pago de una remuneración. Sus cláusulas, en 
cuanto a la forma y condiciones de la prestación, quedan 
sometidas a las disposiciones de orden público, los esta-
tutos, las convenciones colectivas o los laudos con fuerza 
de tales y los usos y costumbres…” y en su artículo 22 
que: “…Habrá relación de trabajo cuando una persona 
realice actos, ejecute obras o preste servicio en favor de 
otra, bajo la dependencia de ésta en forma voluntaria y 
mediante el pago de una remuneración, cualquiera sea 
el acto que le dé origen…” completando esta conceptua-
lización el artículo 23 que indica que: “…El hecho de la 
prestación de servicios hace presumir la existencia de un 
contrato de trabajo, salvo que por las circunstancias, las 
relaciones o causas que lo motiven se demostrase lo con-
trario. Esa presunción operará igualmente aun cuando 
se utilicen figuras no laborales, para caracterizar al con-
trato, y en tanto que por las circunstancias no sea dado 
calificar de empresario a quien presta el servicio…”. En 
base a estos artículos la doctrina distingue entre el con-
trato de trabajo y la relación de trabajo.

Respecto al contrato de trabajo, como se indicó, se par-
te de uno los pilares del paradigma jurídico clásico del 
Derecho Civil como es el de la autonomía de la voluntad 
que supone la libertad jurídica e igualdad jurídica. Con 
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el devenir histórico este contrato constituyó la estructura 
jurídica que vino a resguardar al trabajador frente a la 
desigualdad real existente entre los sujetos del mismo, 
que se traduce en lo que al contrato se refiere, es una 
situación de hiposuficiencia negocial del trabajador. Este 
contrato, que dentro de la teoría general del acto jurídico, 
constituye un acto jurídico bilateral y patrimonial, pre-
senta características propias que responden a la relación 
social que regula, en el marco del orden público laboral 
con una finalidad protectoria, sobre una situación de sub-
ordinación y dependencia del trabajador. Así el artículo 
21 de la ley 20.744 exige que para que haya contrato de 
trabajo debe existir un vínculo entre dos sujetos nacido 
de la voluntad de ellos (trabajador y empleador) por el 
cual uno de ellos se obligue a realizar un trabajo personal 
(realizar actos, ejecutar obras o prestar servicios) a favor 
y bajo la dependencia de otro por un tiempo determinado 
o no, a cambio de una remuneración. En este caso esta 
vinculación tiene su origen en el acuerdo de voluntad 
como requisito necesario para que surja el contrato de 
trabajo. Someramente, puede señalarse que la doctrina 
en general 6 señala como característica que es un contra-
to, consensual, personal, bilateral, oneroso, conmutativo, 
de ejecución continua, no formal y autónomo. 

Respecto a la relación de trabajo, puede señalarse que 
en este caso existe una prestación efectiva de trabajo 
(realización de actos, ejecución de obras o prestación de 
servicio) en favor de otra, bajo la dependencia de ésta en 
forma voluntaria y mediante el pago de una remunera-
ción y es el ordenamiento jurídico laboral quien crea el 

6	  Ackerman, M. E. (2016), Ley de contrato de trabajo co-
mentada, Rubinzal-Culzoni.



44 45

UNIVERSIDAD DEL ESTE

vínculo jurídico 7. En ambos casos es la relación social de 
apropiación del trabajo ajeno en relación de subordina-
ción o dependencia. Pero el acto constitutivo está dado 
por la ejecución de obras o prestación de servicio en favor 
de otra, bajo la dependencia de ésta en forma voluntaria 
y mediante el pago de una remuneración. Así las cosas, el 
elemento formal constitutivo de la relación jurídica labo-
ral no es el contrato de trabajo, en este caso, sino un acto 
o hecho al cual la ley le otorga efectos constitutivos, ya 
que el hecho de la prestación de servicios hace presumir 
la existencia de un contrato de trabajo 8. 

En general la doctrina 9 señala que esta situación de 
subordinación o dependencia es económica, técnica y ju-
rídica: la dependencia jurídica implica el sometimiento 
del trabajador al poder de disciplina del empleador por la 
cual puede sancionar al trabajador ante incumplimiento 
de sus obligaciones laborales y se impone aun frente a 
la continuidad del contrato de trabajo.; la dependencia 
técnica es la sujeción a su poder de organización sobre 
la actividad productiva en la empresa dirigiendo la acti-
vidad personal de los trabajadores. Se traduce en último 

7	  A diferencia por ejemplo, del empleo público donde 
siempre se exige el acto formal de nombramiento o toma de 
posesión, sin perjuicio de la protección laboral que brinda el 
artículo 14 bis de la Constitución Nacional para quien presta 
servicio sin estar nombrado formalmente.

8	  Vale recordar la definición de relación jurídica de Mo-
linario quien señala que la misma nace de una causa genera-
dora admitida y reglamentada también por la ley..

9	  Ackerman, M. E. (2016), ob. cit. Fernández Madrid, J. 
C. (2007), Tratado práctico del derecho del trabajo, 3a edición, 
La Ley, Buenos Aires. 
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término en poder adecuar la prestación laboral al inte-
rés funcional de la empresa; la dependencia económica 
se manifiesta a través de la remuneración que percibe el 
trabajador como contraprestación a sus servicios, atento 
a que no participa de los riesgos ni beneficios o ganancias 
empresariales. 

Por su parte el Código Civil y Comercial define a los 
contratos de obra y servicio en el artículo 1251 señalando 
que: “…hay contrato de obra o de servicios cuando una 
persona, según el caso el contratista o el prestador de ser-
vicios, actuando independientemente, se obliga a favor 
de otra, llamada comitente, a realizar una obra material 
o intelectual o a proveer un servicio mediante una retri-
bución. El contrato es gratuito si las partes así lo pactan 
o cuando por las circunstancias del caso puede presumir-
se la intención de beneficiar…”, y el artículo 1252 señala 
que: “…Los servicios prestados en relación de dependen-
cia se rigen por las normas del derecho laboral…”. 

Expresamente, como puede notarse, el art. 1251 del 
C.C.C.N. contempla la posibilidad del contrato de obra 
que tenga por objeto una obra intelectual. El contrato de 
obra resulta ser consensual, puede ser bilateral o unila-
teral, oneroso o gratuito, no formal y conmutativo.

En paralelo a estos contratos civiles y comerciales, el 
ordenamiento civil estructura el contrato de suministro 
en el artículo 1176, que señala que: “…es el contrato por 
el cual el suministrante se obliga a entregar bienes, in-
cluso servicios sin relación de dependencia, en forma pe-
riódica o continuada, y el suministrado a pagar un precio 
por cada entrega o grupo de ellas...”. 

La situación de subordinación o dependencia como ele-
mento tipificante del contrato de trabajo y de la relación 
de trabajo permite distinguirlas de los otros contratos, 
como el contrato de obra y el de servicio, en donde se re-
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salta la independencia del vínculo como elemento tipifi-
cante. 

Esta distinción que en abstracto parece sencilla, en 
el plano práctico presenta una gran dificultad su aplica-
ción. Las características propias del orden público pro-
tectorio laboral que se manifiesta a través de normas 
imperativas desplazaron la aplicación de las normas 
civiles que regulan los contratos de obra y de servicio. 
Tanto en los planos teórico como práctico el contrato de 
trabajo terminó absorbiendo a la prestación de un ser-
vicio o ejecución de una obra realizada por una persona 
física. 

En el año 2018 la CSJN se pronunció sobre la sub-
sistencia del contrato de servicios cuando el prestador 
resulta ser una persona física, en el fallo “Rica, Carlos 
Martín c. Hospital Alemán y otros s/despido”, reiterando 
el criterio afirmado en “Cairone, Mirta G. c. Sociedad Ita-
liana de Beneficencia” en el año 2015.

Sobre el objeto del contrato de trabajo la LCT en su 
artículo 37 señala que “…El contrato de trabajo tendrá 
por objeto la prestación de una actividad personal e in-
fungible, indeterminada o determinada….”, pudiéndose 
sostener que en este caso la prestación a cargo de una de 
las partes (trabajador) consiste en un “hacer”, esto es, en 
una actividad humana que se caracteriza por ser perso-
nal e insustituible. Pudiéndose completar con el artículo 
4 que señala que: “constituye trabajo toda actividad lícita 
que se preste en favor de quien tiene la facultad de diri-
girla, mediante una remuneración”, y el artículo 21 que 
indica en qué consiste esa actividad: “realizar actos, eje-
cutar obras o prestar servicios en favor de la otra y bajo 
la dependencia de ésta, durante un período determinado 
o indeterminado de tiempo, mediante el pago de una re-
muneración”. 
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En lo que respecta al objeto del contrato de obra, la 
obligación a cargo de una de las partes siempre consis-
te en la prestación de “un servicio” o realización de una 
“obra”, conforme se deduce de los artículos 1252 y 1776 
del C. C. y C. En los tres supuestos el objeto de los contra-
tos lo constituye o puede constituir un hecho (art. 279 del 
C. C. y C.), debiendo en tal caso remitirse a la regulación 
de las obligaciones de hacer. El artículo 773 indica que 
“…la obligación de hacer es aquella cuyo objeto consiste 
en la prestación de un servicio o en la realización de un 
hecho, en el tiempo, lugar y modo acordados por las par-
tes…”. Y el artículo 774 que “…la prestación de un ser-
vicio puede consistir: a) en realizar cierta actividad, con 
la diligencia apropiada, independientemente de su éxito. 
Las cláusulas que comprometen a los buenos oficios, o a 
aplicar los mejores esfuerzos están comprendidas en este 
inciso; b) en procurar al acreedor cierto resultado con-
creto, con independencia de su eficacia; c) en procurar al 
acreedor el resultado eficaz prometido. La cláusula llave 
en mano o producto en mano está comprendida en este 
inciso. Si el resultado de la actividad del deudor consiste 
en una cosa, para su entrega se aplican las reglas de las 
obligaciones de dar cosas ciertas para constituir derechos 
reales…”.

Preliminarmente puede apreciarse que la diferencia 
principal entre los contratos civiles y comerciales señala-
dos y el contrato de trabajo, está dada por la independen-
cia en aquéllos y la relación de dependencia o subordina-
ción en éste conforme se estructuraron jurídicamente y 
según responden al libre cambio de mercancías o a la pro-
ducción industrial en masa respectivamente. No así en el 
objeto de los mismos, ya que en ambos casos la prestación 
consiste en actividad humana, esto es en un hacer, y en lo 
que a este trabajo interesa puede constituirlo una “obra 
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intelectual”. Cuestión que puede resultar superflua, pero 
que permite descartar que la asignación de la titularidad 
de una obra intelectual al empleador responda a la natu-
raleza de la prestación u objeto del contrato.

En relación a las obras intelectuales, su autoría y la ti-
tularidad sobre las mismas en estos supuestos, como di-
jéramos, no existe ninguna regulación específica en la ley 
11.723 salvo respecto a los softwares en el artículo 4, ni 
tampoco existe regulación en la legislación laboral. Por un 
lado la ley 25.036 modificó la ley 11.723 incluyendo en el 
artículo 1 como obra a los programas de computación fuen-
te y objeto y las compilaciones de datos o de otros materia-
les en el artículo 4, en referencia a la titularidad de los 
derechos sobre ella que señala corresponde a las personas 
físicas o jurídicas cuyos dependientes contratados para 
elaborar un programa de computación hubiesen produci-
do un programa de computación en el desempeño de sus 
funciones laborales, salvo estipulación en contrario.

Fuera de los derechos de autor la Ley de Contrato de 
Trabajo (20.744) sí regula en dos artículos (artículos 82 
y 83) sobre invenciones laborales, al igual que la ley de 
Patentes de Invención y Modelos de Utilidad (24.481) en 
su artículo 10, aunque con soluciones en parte contra-
dictorias. Por último debe señalarse que respecto a los 
modelos de utilidad existe una regulación específica en 
su decreto reglamentario 260/96. Excede el análisis de 
esos supuestos el presente trabajo, además de ser una 
temática ajena a los derechos de autor, sólo pudiéndose 
señalar que por la diferente naturaleza jurídica existente 
en el Derecho argentino no resultan aplicables por analo-
gía las soluciones allí dispuestas.

En el Derecho Comparado existen diferentes posturas 
en torno a la titularidad de los derechos y la autoría de 
las obras realizadas bajo relación de dependencia (con-
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trato de trabajo) y de las realizadas por encargo (contrato 
de obra). Por cuestiones de brevedad puede señalarse que 
podría distinguirse entre países que tienen una regula-
ción normativa específica respecto a los derechos de autor 
en las relaciones laborales y por encargo de aquellos que 
no la tienen. Dentro de los primeros puede distinguirse 
a su vez entre los sistemas donde, cuando un empleado 
realiza una obra intelectual en el marco de una relación 
laboral o por encargo, se lo regula tanto reconociendo en 
el empleador en forma automática la titularidad de los 
derechos sobre ellas salvo pacto en contrario. Mientras 
que también existen regulaciones donde de conformidad 
a las leyes de autor la transferencia no se produce de ma-
nera automática sino que resulta el empleado el titular 
de los derechos sobre su obra, salvo que voluntariamente 
lo transfiera. Por otro lado, en la mayoría de los sistemas 
regulatorios sobre esta temática los derechos morales 
quedan fuera de toda transferencia al empleador, salvo 
en EE.UU. y Canadá donde los mismos son renunciables 
10. Nuestro país no contiene ninguna norma que en gene-
ral regule sobre los derechos de autor en el marco de las 
relaciones laborales, sino sólo una regulación específica 
respecto al software, la cual se alinea con la idea de que 
la titularidad de los derechos pertenecen al empleador 
salvo pacto en contrario (conf. art. 4 de ley 11.723). 

A modo de conclusión sobre este tópico, conforme al ar-
tículo 4 de la ley 11.723 puede observarse que se contem-
pla la posibilidad de que el empleador sea titular de la 
obra intelectual aunque no sea el autor de la misma, al 

10	  “La propiedad intelectual y las empresas. Titularidad 
de la propiedad intelectual: cómo evitar controversias”, Revis-
ta de la OMPI/nov.-dic. de 2002.
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distinguirse entre el autor de la obra de el o los titulares 
de derechos sobre dicha obra. Por lo cual entendemos que 
en el Derecho argentino cuando la obra sea la consecuen-
cia de un contrato de trabajo o bien se trate de una obra 
por encargo, conforme a los principios referidos a los de-
rechos de autor antes referenciados y conforme a nuestro 
orden constitucional (art. 17 de la Constitución Nacional) 
el autor de la obra siempre será la o las personas físicas 
creadoras de la obra, ya sea el empleado o el contratista en 
su caso, y debe entenderse que la transmisión de derechos 
patrimoniales sobre la obra deberá estar estrictamente a 
los expresado en el contrato conforme a una interpretación 
restrictiva o en su caso limitada a la actividad de la em-
presa (persona física, jurídica o conjunto de ellas) contra-
tista o empleadora. Nunca operará alguna transmisión de 
los derechos morales sobre dichas obras.

Refuerza esta conclusión el hecho de que los contratos 
específicos regulados en la ley 11.723, cesión de derechos 
y el de edición en cuanto transmiten derechos, como se 
indicó, lo hacen sólo respecto a los derechos económicos y 
en forma restrictiva limitándose a los expresamente es-
tablecidos por las partes.

Fuera de los casos referidos al software, el contrato de 
trabajo o el contrato de obra deben ser por escrito ante 
la necesidad de una cesión expresa de los derechos patri-
moniales. Como consecuencia de ello no puede admitirse 
ninguna transmisión de derechos respecto a obras en los 
casos en que son realizadas por trabajadores en ocasión de 
un contrato de trabajo, por ejemplo realizadas en el lugar 
de trabajo o con instrumentos o medios de producción del 
empleador, limitándose solamente al supuesto del contra-
to de trabajo que tenga por objeto la realización de la obra.

En el caso del software el artículo 4 de la ley 11.723 
establece la atribución de la titularidad de los derechos 
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patrimoniales sobre la obra (software) en cabeza del em-
pleador (persona física o jurídica) sobre la base de una 
presunción de cesión legal, como contenido del contrato 
de trabajo o del contrato de obra, la cual puede ser dejada 
de lado por la voluntad de las partes. Esa presunción al 
admitir prueba en contrario no consiste en una asigna-
ción directa de la titularidad originaria, la cual siempre 
está en cabeza del autor y por lo cual en su cabeza los de-
rechos morales sobre la obra, sino que presume una titu-
laridad derivada de ciertos derechos económicos sobre el 
software en base a una transmisión de origen contractual 
(contrato de trabajo y/o contrato de obra). No existirá tal 
trasmisión de los derechos económicos si del contrato de 
trabajo o del contrato de obra el empleado o contratista 
en acuerdo del empleador o comitente pactaron expresa-
mente la ausencia de la misma.

Por último puede señalarse que siempre se refiere a 
obras en ejecución del contrato de trabajo cuando éste 
tenga ese objeto (dependientes contratados para ello, 
dice el art. 4 de la ley 11.723), no regulándose las obras 
realizadas en el lugar de trabajo o con instrumentos o 
medios de producción del empleador.

3. Acerca de los casos Netflix y Spotify 

Dentro del complejo sistema que constituye Internet 
como una “red de redes” pueden distinguirse principal-
mente diferentes operadores como son los proveedores de 
contenidos de Internet 11, los proveedores de servicios de 

11	  Son los que realizan, producen, cargan un contenido 
digital en Internet o disponen de él, incluyendo a usuarios.
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Internet 12, los operadores de servicios web 13 y los provee-
dores de red y/o de nube 14. Por su parte, debe aclararse 
que dentro de los contenidos digitales se encuentran mu-
chas obras intelectuales sujetas al régimen de derechos 

12	  Son en general los intermediarios que existen entre 
el que realiza, produce o dispone de un contenido digital y los 
que adquieran, descarguen o utilicen esos contenidos. Pueden 
distinguirse entre aquellos que permiten el acceso del usuario 
a Internet (proveedor de acceso a Internet); los que permiten 
el almacenamiento o la publicación directa del contenido, ya 
sea en forma temporal o bien en forma permanente (provee-
dor de alojamiento); aquellos que intermedian mediante una 
plataforma en la realización de operaciones o transacciones 
comerciales de terceros (proveedores de servicios de comercio 
electrónico), y aquellos que brindan el servicio de enlazar y 
buscar contenidos alojados en otros proveedores de alojamien-
tos (proveedores de servicios de enlace y búsqueda de conteni-
dos). 

13	  Son aquellos que proporcionan medios y espacios para 
intercambiar informaciones, mensajes y también contenidos.

14	  Son aquellos que suministra la infraestructura técnica 
tanto en forma física a través de líneas telefónicas, de cable, 
antena, satélite, como en forma virtual a través de la “nube”. 

En este último caso se los denomina proveedores de nube, 
y suministran a través de un espacio o entorno digital o sea 
en forma virtual, una infraestructura (almacenamiento, re-
des, etc.), como también plataformas y software para proveer 
servicios de Internet o web. En ambos casos la finalidad es la 
conexión entre el usuario con o a través de un proveedor de 
servicios de Internet con otros usuarios, proveedores de Inter-
net, operadores de servicio web, actuando o no como proveedo-
res de contenido. 
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de autor y derechos conexos, y ése es parte del objeto de 
análisis. 

Dentro de este esquema puede entonces identificarse 
cuatro roles: los titulares de derechos morales y/o eco-
nómicos sobre obras intelectuales, los proveedores de 
contenidos, los proveedores de servicios de Internet, y 
los usuarios de esos servicios. Ahora puede suceder que 
una sola persona ocupe dos o más roles como proveedor 
de servicio de Internet que presta la mayoría o todos los 
servicios señalados, proveedores de contenidos que sean 
a su vez titulares de los derechos sobre las obras, o usua-
rios que sean titulares de los derechos sobre las obras.

El enfoque integral que se plantea supone la descom-
posición del fenómeno estudiado para su correcta com-
prensión en su totalidad, permitiendo ver cómo diferen-
tes rama del Derecho se integran, siguiendo como hilo 
conductor en este caso las relaciones contractuales. Per-
mitiendo identificar en una actividad que puede ser dia-
ria, como el uso de Netflix o Spotify, la celebración de 
distintos contratos, y que su regulación no se encuentra 
en una sola norma o legislación. 

En lo que nos interesa, hacemos hincapié en los pro-
veedores de contenidos, quienes pueden almacenar obras 
protegidas por derechos de autor y derechos conexos en 
un proveedor de servicio de Internet de alojamiento ya 
sea físicamente en los dispositivos de éste o en cache, 
como también puede alojarlos en sus propios dispositivos 
o pagina web, siendo en este caso además de proveedor 
de contenidos, proveedor de servicios de Internet, o bien 
en lo que se denomina “nube”. Una vez alojado, almace-
nado o cargado el contenido digital, la obra protegida, se 
encuentran a disposición de los usuarios.

En el caso de Netflix, actúa como proveedor de con-
tenidos y como proveedor de servicio de Internet princi-
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palmente de alojamiento, y en caso de sus producciones 
u obras originales resulta ser titular de derechos sobre 
ellas, sin perjuicio de los derechos de terceros. En el caso 
de Spotify actúa como proveedor de servicio de Internet 
de alojamiento y como proveedor de contenidos al cargar 
o disponer con autorización de los titulares de derechos. 

Ambos casos como proveedores de servicios de Internet 
de alojamiento de contenidos se constituyen en platafor-
mas de streaming poniendo a disposición en forma real 
de los usuarios los contenidos digitales. Debe aclararse 
que mientras el sistema de alojamiento de contenidos di-
gitales clásico supone el download para su consumo o uti-
lización, o sea la previa descarga y almacenamiento del 
contenido por el usuario para consumirlo, el streaming 
permite el consumo o utilización del contenido en forma 
real y coetánea a su utilización sin descarga algún del 
contenido a los dispositivos del usuario.

En este punto puede verse en la página de Internet de 
Netflix que brinda un servicio de suscripción que permi-
te acceder a películas y programas de TV (el “contenido 
de Netflix”) en streaming a través de Internet en ciertos 
televisores, computadoras y otros dispositivos conectados 
a Internet (“dispositivos listos para Netflix”). Parte del 
contenido de Netflix está disponible para descarga tem-
poral y visualización offline en ciertos dispositivos com-
patibles (“Títulos offline”). Además se usan otras empre-
sas, agentes o contratistas (“Proveedores de servicios”) 
para que presten servicios en su nombre o para que los 
ayuden en la prestación del servicio. Por ejemplo, para 
ofrecer servicios de marketing, publicidad, comunicacio-
nes, seguridad, infraestructura y servicios de TI, para el 
servicio, y proporcionan información sobre cuentas ban-
carias o saldos, procesan las transacciones de las tarjetas 
de crédito y de otras formas de pago, brindan servicio al 
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cliente, analizan y mejoran los datos y procesan y llevan 
a cabo encuestas al consumidor 15.

En el caso de Spotify, proporciona servicios con carac-
terísticas sociales e interactivas para transmitir música y 
otros contenidos, así como otros productos y servicios que 
pudieran desarrollarse periódicamente. Al registrarse se 
puede utilizar cualquiera de estos servicios de Spotify, 
incluyendo todas las características y funcionalidades 
asociadas, sitios web e interfaces de usuario, así como 
todo el contenido y aplicaciones de software asociadas 
los servicios (colectivamente, el “Servicio de Spotify” o el 
“Servicio”), o acceder a cualquier contenido o material de 
música, videos o de otro tipo que se encuentre disponible 
a través del Servicio (el “Contenido”) 16.

4. Redes contractuales 

El fenómeno a estudiar es complejo. La aparición y 
desarrollo de Internet implicó cambios profundos de ín-
dole económica, social y cultural. La forma de produ-
cir como la forma de consumir los bienes y servicios se 
vieron sustancialmente afectadas con la aparición de 
la denominada “Internet de las cosas”, la “economía di-
gital” y el “comercio electrónico” (o e-business o e-com-
merce). La vida cotidiana, la forma de comunicarnos, 
como el trabajo tanto en forma independiente como en 
forma dependiente, también se vieron afectados ante el 
surgimiento de “plataformas digitales” como medio de 
interacción, de trabajo, de consumo, de sociabilizacion 
y hasta de realización personal, lo que dio lugar a la 

15	  www.netflix.com.

16	  https://www.spotify.com.
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denominada “sociedad de redes” o “sociedad de la infor-
mación”. Estos cambios sociales, económicos y cultura-
les imponen la revisión y adaptación de las estructuras 
formales, y dentro de ellas de las estructuras y formas 
jurídicas.

En este contexto en el Derecho de la Propiedad Inte-
lectual el software apareció como nueva “obra intelec-
tual”. El Derecho Contractual no escapa a esta modifi-
cación, los cambios no sólo se refieren a lo instrumental 
como sería lo referido a la contratación electrónica, sino 
al surgimiento de un entramado de relaciones econó-
micas que involucran diferentes ramas del Derecho, 
como el Derecho Civil patrimonial clásico, el Derecho 
del Consumidor y como se indicó los Derechos de Autor. 
Los modelos negóciales de las empresas Netflix o Spoti-
fy implican un abordaje complejo que no sólo abarca lo 
puramente contractual sino también la funcionalidad y 
regulación o no del fenómeno de Internet, la revisión de 
las estructuras contractuales clásicas y su adaptación a 
estos modelos.

El punto de partida es entender que en este momento 
histórico existe una gran variedad de productos y servi-
cios que son comercializados, distribuidos y consumidos 
directa o indirectamente a través de Internet. Algunos 
de esos productos y/o servicios constituyen “contenidos 
digitales”, que es lo que aquí nos interesa. 

Como ya dijimos, en ambos casos como proveedores 
de servicios de Internet de alojamiento de contenidos 
se constituyen en plataformas de streaming poniendo 
a disposición en forma real de los usuarios los conteni-
dos digitales. Pero en un segundo punto de análisis se 
puede hacer foco en estas plataformas desde el “comer-
cio electrónico” (o e-business o e-commerce). Dentro de 
los proveedores de servicio de Internet se encuentran los 
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proveedores de servicios de comercio electrónico, enten-
diéndose este último como toda forma de transacción u 
operación comercial a través de Internet. Existen cuatro 
modelos de comercio electrónico: entre empresas (busi-
ness to business B2B), entre empresas y consumidores 
(business to consumers B2C), entre consumidores (consu-
mers to consumers C2C), y entre empresas y Administra-
ciones Públicas (government to business G2B) 17. Ahora 
bien, dentro de este esquema podemos ubicar a Netflix o 
Spotify como un modelo entre empresas y consumidores 
(business to consumers B2C), mientras que los usuarios 
en cuanto suscriptores de estas plataformas consumen 
los contenidos digitales puestos a disposición mediante el 
servicio de streaming. 

Como puede apreciarse el entramado de relaciones ju-
rídicas en complejo y abarca diferentes actores. 

Por un lado debe considerarse la situación jurídica de 
los usuarios respecto a los titulares de los derechos sobre 
las obras intelectuales y si resultan responsables o no y 
en qué medida lo hacen, por el uso o utilización que hacen 
de esos contenidos, abarcando supuestos contractuales y 
extracontractuales. En este punto y respecto a la relación 
entre usuarios y los proveedores de servicios interesa la 
forma de contratación (electrónica), tanto respecto a los 
usuarios como consumidores como a los derechos de autor 
de los autores y/o titulares de derechos de los contenidos. 

En segundo lugar, respecto a los proveedores de con-
tenidos de Internet, en este caso Netflix y Spotify y su 

17	  “El carácter de la responsabilidad del operador de sitio 
de e-commerce”, por Rita Castiglioni y Nicolás Moffat, Bue-
nos Aires, martes 5 de junio de 2018 • ISSN 1666-8987 • Nº 
14.420 • AÑO LVI • ED 278.
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relación con los titulares de los derechos sobre las obras 
intelectuales, debiendo analizarse las formas contractua-
les por las que estos proveedores explotan los contenidos 
digitales, los derechos de éstos respecto a sus obras, y en 
caso de violación de los mismos la responsabilidad de los 
proveedores. 

Por último en cuanto proveedor de servicios de Inter-
net, de alojamiento y streaming y como contracara de au-
torizar la utilización de los contenidos digitales por parte 
de los usuarios, deberá analizarse si como intermediarios 
son o no responsables por las infracciones relacionadas 
a los derechos de propiedad intelectual por parte de los 
usuarios. Y en el marco del comercio electrónico, la regu-
lación y responsabilidad como proveedores frente a los 
usuarios como consumidores.

4.a) Situación jurídica entre usuarios y los proveedores 
de servicios (Netflix o Spotify)

Tanto Netflix como Spotify resultan ser proveedores 
de servicios de Internet, específicamente de alojamiento 
de contenidos en cuanto se constituyen en plataformas 
de streaming poniendo a disposición en forma real de los 
usuarios los contenidos digitales. 

Claramente la vinculación jurídica con los usuarios es 
de naturaleza contractual, siendo en nuestro Derecho un 
contrato de consumo, ya que los usuarios de estas plata-
formas consumen los contenidos digitales puestos a dis-
posición mediante el servicio de streaming. 

La ley 24.240 y el C. C. y C. definen la relación de con-
sumo señalando que es el vínculo jurídico entre el pro-
veedor y el consumidor o usuario (arts. 3 de ley 24.240 y 
1092 del C. C. y C.). El consumidor es la persona física o 
jurídica que adquiere o utiliza, en forma gratuita u onero-
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sa, bienes o servicios como destinatario final, en beneficio 
propio o de su grupo familiar o social equiparado al con-
sumidor quien, sin ser parte de una relación de consumo 
como consecuencia o en ocasión de ella, adquiere o utiliza 
bienes o servicios, en forma gratuita u onerosa, como des-
tinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar 
o social (arts. 1 de ley 24.240 y 1092 del C. C. y C.). El 
proveedor es la persona física o jurídica de naturaleza 
pública o privada, que desarrolla de manera profesional, 
aun ocasionalmente, actividades de producción, monta-
je, creación, construcción, transformación, importación, 
concesión de marca, distribución y comercialización de 
bienes y servicios, destinados a consumidores o usuarios 
(art. 2 de ley 24.240). 

La existencia de una relación de consumo depende de 
cualquier hecho jurídico mediante el cual se manifieste el 
acto de consumo: hechos lícitos de consumo (por ejemplo 
utilizar) en sí, hechos ilícitos como el daño al consumidor 
por consecuencia del vicio o riesgo de la cosa o de la pres-
tación del servicio, también actos jurídicos unilaterales 
(ofertas) y contratos (adquisición por eje) denominados 
de consumo propiamente hoy regulado en el art. 1093 del 
C. C. y C. 

En este orden de ideas la relación de consumo resulta 
ser un concepto más amplio que el contrato de consumo, 
pero ambos se estructuran sobre la desigualdad existente 
entre el proveedor y el consumidor, desigualdad que es 
estructural y tiene que ver con el rol que tiene el con-
sumidor en el “mercado”; y cuando se está en presencia 
de un contrato esta desigualdad estructural incide en su 
libertad contractual y de contratar.

El artículo 1093 del C. C. y C. define al contrato de 
consumo señalando que es el celebrado entre un consu-
midor o usuario final con una persona humana o jurí-
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dica que actúe profesional u ocasionalmente o con una 
empresa productora de bienes o prestadora de servicios, 
pública o privada, que tenga por objeto la adquisición, 
uso o goce de los bienes o servicios por parte de los con-
sumidores o usuarios, para su uso privado, familiar o 
social.

Con este lineamiento puede entenderse a la relación 
contractual existente tanto entre Netflix como Spotify 
y los usuarios como un contrato de consumo. En donde 
los proveedores (art. 2 de ley 24.240) son personas jurí-
dicas de naturaleza privada, que desarrollan de mane-
ra profesional actividades de producción, creación, dis-
tribución y comercialización de servicios (la creación 
y/o puesta a disposición de contenidos digitales propios 
o de terceros mediante streaming) destinados a consu-
midores o usuarios. Por su parte los suscriptores de 
estas plataformas resultan ser usuarios (arts. 1 de la 
ley 24.240 y 1092 del C. C. y C.). En cuanto a la forma 
de contratación, la misma es mediante la adhesión a 
cláusulas predispuestas (Términos y Condiciones que 
deben ser aceptados en ambos casos) y de manera elec-
trónica. 

No altera esta conclusión la onerosidad o gratuidad 
(para el caso de Spotify) del servicio contratado, ya que 
el régimen de defensa del consumo se aplica con indepen-
dencia de la existencia o no de un precio.

Como contrato de consumo interesa resaltar los temas 
referidos a los servicios en sí prestados como prestación 
principal del proveedor y del precio como prestación a 
cargo del usuario, los contenidos generados por los usua-
rios, y la utilización de los datos personales de éstos por 
el proveedor. 
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Netflix 18

Conforme surge de los términos y condiciones o conve-
nio entre la empresa y el usuario el servicio de Netflix se 
utiliza mediante la creación de una cuenta que se iden-
tifica con una contraseña u otra identificación del usua-
rio cada vez que el navegador accede al servicio. Además 
se prevé la creación de perfiles, los cuales permiten que 
cada usuario tenga su propio servicio personalizado de 
acuerdo con las series y las películas que le interesen, 
además de historiales de visualización separados.

Para usar el servicio de Netflix, se debe tener acceso a 
Internet y a un dispositivo idóneo para él, y proporcionar 
una o más formas de pago. En los términos y condiciones 
se señala que se entiende por “Forma de pago” una forma 
de pago actual, válida y aceptada, que pueda actualizar-
se. Se agrega que puede la empresa cambiar los planes de 
suscripción y el precio del servicio, pero cualquier cambio 
en los precios o en los planes de suscripción se aplicará 
no antes de los 30 días siguientes a la notificación. La 
calidad de la imagen del contenido puede variar según el 
dispositivo, la ubicación, el ancho de banda disponible o 
la velocidad de la conexión a Internet.

Se aclara que el servicio de Netflix y todo el contenido 
en él son sólo para uso personal, no comercial. 

El otorgamiento de la membresía de Netflix implica 
un derecho limitado, no exclusivo e intransferible para 
acceder al servicio de Netflix con el propósito de ver con-
tenidos de Netflix a través del servicio de streaming (pu-
diendo encuadrarse en una autorización o cesión de uso 
temporal oneroso exclusivo e intransferible, conforme vi-
mos anteriormente).

18	  www.netflix.com.
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Se establece la prohibición de archivar, reproducir, 
distribuir, modificar, mostrar, ejecutar, publicar, otorgar 
licencias, crear obras derivadas basadas en el servicio, u 
ofrecer en venta, o usar (a excepción de que se autorice 
explícitamente en los Términos de uso) contenido e infor-
mación contenida en u obtenida a través del servicio de 
Netflix. 

Respecto a la responsabilidad por el servicio se señala 
que se ofrece “tal cual” es, sin garantía ni condición. En 
particular, no se declara sin interrupciones ni sin errores. 
El usuario al aceptar los términos y condiciones renuncia 
a todos los daños especiales, indirectos y consecuentes. 
Aclarándose que estos términos no limitarán las garan-
tías no renunciables ni los derechos de protección al con-
sumidor bajo las leyes imperativas del país de residencia. 
Se establece también que en la medida que lo permitan 
las leyes aplicables el usuario renuncia a una acción co-
lectiva o representativa, o si la ley aplicable lo permite, 
el tribunal no podrá acumular las causas de más de una 
persona o de lo contrario, no podrá presidir ninguna ac-
ción representativa o colectiva.

Respecto a la ley aplicable se establece que los Térmi-
nos de uso se regirán e interpretarán de conformidad con 
las leyes del estado de Delaware, EE. UU., sin perjuicio 
de cualquier disposición de Derecho Internacional Priva-
do.

Por último respeto a la relación entre Netflix y el 
usuario como consumidor, interesa resaltar que Netflix 
en los términos y condiciones explicita que recolecta da-
tos personales de los usuarios no sólo para las presta-
ciones del servicio en sí, sino con fines de marketing, pu-
blicidad y/o transferencia a terceros asociados o no con 
otros fines diferentes al servicio. Dicha información re-
ferida al servicio (por ejemplo preferencias, búsquedas), 
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a los dispositivos (plataformas, proveedores de Internet, 
dirección de IP), o de carácter financiero (referidas al 
medio de pago), además de datos personales (nombre, 
e-mail, dirección).

Spotify 

Similares condiciones pueden leerse en los Términos 
y Condiciones de Uso de Spotify. También resulta nece-
sario registrarse y crear un usuario ya sea en la página 
web de la empresa o en cualquier aplicación de software 
asociada a Spotify.

A diferencia del caso anterior, el servicio puede ser 
prestado en forma gratuita “Con contenido limitado” o 
en forma onerosa, mediante suscripciones pagas. En este 
último caso se señala que se puede comprar una Sus-
cripción Pagada directamente de Spotify o a través de 
un tercero, ya sea (1) pagando una tarifa de suscripción 
por adelantado mensualmente o algún otro intervalo re-
currente que se te informará antes de su compra; o (2) 
realizando un prepago que le dará acceso al Servicio de 
Spotify por un período de tiempo específico (“Período 
Prepagado”). La empresa se reserva el derecho de uni-
lateralmente cambiar el precio de las Suscripciones Pa-
gadas, incluidas las cuotas de suscripción recurrentes, el 
Periodo Prepagado (por períodos aún no pagados) o los 
Códigos, periódicamente, comunicando el cambio en los 
precios por adelantado. Los cambios de precio entrarán 
en vigor al comienzo del próximo período de suscripción 
posterior a la fecha del cambio de precio. Dicha modifi-
cación será aceptada al continuar usando el Servicio de 
Spotify después de que el cambio de precio entre en vigor. 

Expresamente establece el derecho del usuario de ex-
tinguir la suscripción paga y recibir el reembolso total 
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de todos los fondos pagados dentro de los catorce (14) 
días a partir del día en que se registre para el servicio 
correspondiente, denominándose dicha cláusula como el 
“Periodo de Reflexión”. Previéndose además la posibi-
lidad de adquirir el servicio por un periodo de prueba 
o no, y en ambos casos tiene vigencia el periodo de re-
flexión.

De parte de Spotify se establece que otorga un permi-
so limitado, no exclusivo y revocable para hacer uso del 
Servicio de Spotify y un permiso limitado, no exclusivo 
y revocable para hacer un uso personal y no comercial 
del Contenido. Se aclara que las aplicaciones de software 
de Spotify y el Contenido no se venden ni se transfieren, 
y Spotify y sus licenciantes conservan la titularidad de 
todas las copias de las aplicaciones de software de Spo-
tify y el Contenido incluso después de la instalación en 
las computadoras personales, teléfonos móviles, tabletas, 
dispositivos portátiles, altavoces y/u otros dispositivos 
(“Dispositivos”).

De parte del usuario, éste otorga el derecho a permitir 
que el Servicio de Spotify use el procesador, el ancho de 
banda y el hardware de almacenamiento en el Dispositi-
vo para facilitar el funcionamiento del Servicio, permi-
tir que se le proporcione publicidad y otra información, y 
que los socios comerciales hagan lo mismo.

Interesa resaltar que se impone a favor de Spotify 
una licencia no exclusiva, transferible, sub-licenciable, 
libre de regalías, perpetua (o, en jurisdicciones en don-
de esto no esté permitido, por un plazo igual a la dura-
ción de los Convenios más veinte [20] años), irrevocable, 
mundial, totalmente pagada para usar, reproducir, po-
ner a disposición del público (por ejemplo, interpretar 
o mostrar), publicar, traducir, modificar, crear obras 
derivadas de, y distribuir cualquiera de los contenidos 
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de Usuario 19 en relación con el Servicio a través de 
cualquier medio, ya sea solo o en combinación con otro 
Contenido o materiales, de cualquier manera y por cual-
quier medio, método o tecnología, ya sea conocido ahora 
o creado en el futuro. Además de los derechos específi-
camente otorgados aquí, el usuario conserva la titula-
ridad de todos los derechos, incluidos los de propiedad 
intelectual, sobre el Contenido de Usuario. Pero se es-
tablece que cuando corresponda y esté permitido por la 
ley aplicable, el usuario acepta renunciar a, y no hacer 
valer ningún “derecho moral” o derechos equivalentes, 
tal como su derecho a ser identificado como el autor de 
cualquier Contenido de Usuario, incluidos los Comenta-
rios, y el derecho a oponerse al trato peyorativo de dicho 
Contenido de Usuario.

Al igual que Netflix, se manejan datos personales del 
usuario que son recopilados en el registro, uso y pago. 
Se prevén las mismas finalidades de utilización, ya sea 
referida al servicio, marketing o transferencia a terce-
ros.

En relación a la responsabilidad por el servicio, Spo-
tify se reserva el derecho, periódicamente y en cualquier 
momento, de modificar o descontinuar, temporal o per-
manentemente, las funciones y características del Ser-
vicio Spotify, con previo aviso siempre que sea posible, 
todo sin responsabilidad alguna excepto en donde la ley 

19	  Según los términos y condiciones los usuarios de Spoti-
fy pueden publicar, cargar o contribuir con contenido al Servi-
cio (que puede incluir, por ejemplo, imágenes, texto, mensajes, 
información, títulos de listas de reproducción, descripciones y 
compilaciones, y/u otros tipos de contenido). Incluye cualquier 
contenido publicado en la Comunidad de Soporte de Spotify, 
así como en cualquier otra parte del Servicio de Spotify.
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lo prohíba, por razones válidas tales como en el caso de 
una verdadera interrupción, modificación o descontinua-
ción del Servicio de Spotify o cualquier función o caracte-
rística del mismo, o la necesidad de reparar, mantener o 
mejorar las funciones o características existentes, o para 
agregar nuevas funciones o características al Servicio, o 
implementar avances en ciencia y tecnología o garantizar 
la operabilidad o la seguridad del Servicio, o por razones 
legales y regulatorias.

Se establece que el servicio de Spotify se proporciona 
“tal cual” y “según disponibilidad”, sin garantía expresa 
o implícita o condición de ningún tipo. Spotify renuncia 
a cualquier garantía o condición de calidad satisfactoria, 
comerciabilidad, idoneidad para un propósito en particu-
lar o no infracción. Tampoco garantiza que el servicio de 
Spotify esté libre de malware u otros componentes da-
ñinos, además no hace declaración alguna ni garantiza, 
respalda o asume responsabilidad por ninguna aplicación 
de terceros (o su contenido), el contenido del usuario, los 
dispositivos o cualquier otro producto o servicio anuncia-
do, promovido u ofrecido por un tercero en o a través del 
servicio de Spotify o de cualquier sitio web hipervíncula-
do, o destacado en cualquier banner u otra publicidad, y 
Spotify no es responsable de, ni tiene obligación alguna 
por ninguna transacción entre el usuario y terceros pro-
veedores de lo anterior.

Se establece que en ningún caso Spotify, sus funcio-
narios, accionistas, empleados, agentes, directores, sub-
sidiarias, afiliados, sucesores, causahabientes, provee-
dores o licenciatarios serán responsables de cualquier 
pérdida o daño (incluidos cualesquiera daños indirectos, 
especiales, incidentales, punitivos o ejemplares) que no 
sean previsibles, de la pérdida o daño cuando es previ-
sible o cuando al momento de hacer el contrato no era 
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conocido; por pérdidas de uso; pérdida de datos; pérdida 
de negocio; perdidas de ganancias; o daño a los dispositi-
vos, en la medida en que el usuario hubiera podido evitar 
dicho daño conforme a los lineamientos para aplicar ac-
tualizaciones a los servicios o contenido o si dicho daño 
es causado por no seguir correctamente las instrucciones 
de instalación o en su lugar por no tener los requisitos 
mínimos del sistema; en todos los casos derivados del uso 
o incapacidad de uso del servicio de Spotify, dispositivos, 
aplicaciones de terceros o contenido de aplicación de ter-
ceros, independientemente de la teoría legal, sin impor-
tar si se ha advertido a Spotify de la posibilidad de dichos 
daños, e incluso si un recurso no cumple con su propósito 
esencial. 

Se exime de responsabilidad (en verdad se limita 
cuantitativamente) completa por todas las reclamacio-
nes relacionadas con el servicio de Spotify, las aplicacio-
nes de terceros o el contenido de la aplicación de terceros 
mayores a las cantidades que se hayan pagado a Spotify 
durante los doce meses previos en cuestión; o del incum-
plimiento o desempeño inadecuado o retraso a las obliga-
ciones derivadas de los convenios provocado por causas 
de fuerza mayor o cualquier causa que no sea previsible 
razonablemente o que se encuentre más allá del control 
razonable por parte de Spotify.	Por último, se establece 
la aplicación de la ley de California de EE.UU. y la juris-
dicción exclusiva de los Tribunales Federales y Estata-
les del Condado de San Francisco, CA, o de Nueva York. 
También se fija que el usuario renuncia a toda demanda 
colectiva. 

Puede notarse que en ambos casos se establece en los 
términos y condiciones cláusulas de nula o dudosa apli-
cación conforme a nuestro régimen legal protectorio del 
consumidor. Pero resulta significativo ver que se insis-
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te en fijar renuncias de derechos del usuario a favor del 
proveedor tanto respecto a reclamos como a la propiedad 
de contenidos propios. Así mismo se establece en ambos 
casos limitación de responsabilidad de los proveedores, 
prórroga de jurisdicciones, posibilidad de variar el conte-
nido y/o precio del contrato. 

No es extraño ver en este tipo de contrataciones la re-
copilación de datos personales del usuario, resultando ya 
una práctica común en las plataformas de Internet, redes 
sociales, etc.

5. Situación jurídica de los usuarios respecto a 
los titulares de los derechos sobre las obras inte-
lectuales 

Tanto en el caso de Netflix como en el de Spotify, en 
los términos y condiciones se establece en cabeza de los 
usuarios la responsabilidad por el uso que hagan de los 
contenidos digitales propios de esas plataformas como de 
sus asociadas.

En el caso de Netflix, se manifiesta que el servicio -in-
cluidos todos los contenidos de dicho servicio- está pro-
tegido por las leyes de Derechos de Autor, marcas regis-
tradas, secreto comercial u otras leyes o Tratados de pro-
piedad intelectual. Se aclara que los Derechos de Autor 
de los programas y de las películas son propiedad de pro-
ductoras importantes, Netflix Studios, LLC entre ellas. 
Netflix y el logotipo N son marcas registradas de Netflix, 
Inc. y los servicios de streaming o de DVD de Netflix es-
tán patentados. 

Como se indico el servicio de Netflix y todo el contenido 
son sólo para uso personal y no comercial del usuario. Se 
prohíbe archivar, reproducir, distribuir, modificar, mos-
trar, ejecutar, publicar, otorgar licencias, crear obras de-
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rivadas basadas en el servicio, u ofrecer en venta, o usar 
(a excepción de que se autorice explícitamente en estos 
Términos de uso) contenido e información contenida en u 
obtenida a través del servicio de Netflix.

Respecto de Spotify se aclara en igual sentido que el 
Servicio de Spotify y el Contenido son propiedad de los 
licenciantes de Spotify o de Spotify. 

Se le prohíbe al usuario copiar, redistribuir, reprodu-
cir, “extraer”, grabar, transferir, interpretar o mostrar 
al público, transmitir o poner a disposición del público 
cualquier parte del Servicio de Spotify o del Conteni-
do, o hacer cualquier otro uso del Servicio de Spotify 
o del Contenido que no esté expresamente permitido 
según los Convenios o la ley aplicable o que de otra 
manera infrinja los derechos de propiedad intelectual 
(tales como los Derechos de Autor) sobre el Servicio de 
Spotify o el Contenido o cualquier parte de éste; usar 
el servicio de Spotify para importar o copiar cualquier 
archivo local. 

Además se prohíbe transferir copias de Contenido en 
caché de un Dispositivo autorizado a cualquier otro Dis-
positivo a través de cualquier medio; ingeniería inversa, 
descompilación, desmontaje, modificación o creación de 
obras derivadas del Servicio de Spotify, el Contenido o 
cualquier parte del mismo, excepto en la medida permiti-
da por la ley aplicable. 

Tampoco podrá vender, alquilar, sublicenciar o arren-
dar ninguna parte del Servicio de Spotify o el Contenido. 
Eliminar o alterar cualquier derecho de autor, marca re-
gistrada u otro aviso de propiedad intelectual contenido 
en el Contenido o el Servicio o proporcionado a través del 
Servicio (incluso con el fin de ocultar o cambiar cualquier 
indicación de la titularidad o la fuente de cualquier Con-
tenido).
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Puede notarse que ambas empresas protegen sus con-
tenidos, tantos propios como aquellos adquiridos a tra-
vés de licencias. Y en este sentido limitan el uso que los 
usuarios realizan de esos contenidos, tanto propios como 
de terceros. En ambos casos el uso es personal y no co-
mercial de dichos contenidos.

Las limitaciones se extienden a la creación de obras 
derivadas por parte de los usuarios, las cuales colisionan 
con la ley 11.723.

6. Situación jurídica de los proveedores de con-
tenidos de Internet y los titulares de los derechos 
sobre las obras intelectuales

La particularidad de estos vínculos no se encuentra 
explicitada en los términos y condiciones de uso del ser-
vicio. Pero en ambos casos se aclara que los derechos de 
autor de los programas y de las películas son propiedad 
de las empresas en cuestión.

Lo cierto es que en la realización de los contenidos y su 
adquisición por parte de las empresas como en la utiliza-
ción del mismo se plantea el conflicto respecto a la terri-
torialidad de las regulaciones sobre derechos de autor de 
cada país con la vocación internacional de la prestación 
de servicio. Por lo cual se debe entender que se aplica no 
sólo la normativa sobre derechos de autor del país donde 
se produce el contenido sino que no en todos los países 
se puede utilizar contenido producido en otro país, por lo 
que también esta normativa cobra importancia.

En el caso de Netflix, no sólo adquiere contenidos (por 
encargo o licencias) sino que produce el propio a través 
de Netflix Studios. Además se asocia con proveedores de 
contenido para obtener las licencias de derechos de strea-
ming para diversas series y películas. En resumen pro-
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duce contenido original o adquiere derechos exclusivos 
para hacer streaming de otro contenido.

Como hecho anecdótico respecto a este punto, en Ar-
gentina puede mencionarse que la Sociedad Argentina de 
Gestión de Actores Intérpretes (SAGAI) realizó un recla-
mo a la plataforma de streaming Netflix por el pago de 
derechos por la reproducción de contenidos audiovisuales 
locales en los cuales participan actores representados por 
dicha entidad. El fundamento normativo de esta petición 
se encuentra en el artículo 56 de la ley 11.723 que data de 
1933 y reconoce a los intérpretes una retribución econó-
mica por la comunicación pública de sus interpretaciones.

En el caso de Spotify se señala que tanto el Servicio 
como el Contenido son propiedad de los licenciantes de 
Spotify o de Spotify, otorgando solamente un permiso li-
mitado, no exclusivo y revocable para hacer uso del Ser-
vicio y un permiso limitado, no exclusivo y revocable para 
hacer un uso personal y no comercial del Contenido.

Se establece una “política de copyright” señalándose la 
posibilidad de baja o quite de contenido ante la violación 
de los mismo por parte de la empresa.

En nuestro país, entre Netflix y Spotify y los titula-
res los derechos sobre las obras intelectuales (cuando no 
sean ellos mismos como en el caso de Netflix) puede exis-
tir una cesión de derechos o licencia, un contrato de obra 
o de servicio (art. 1251 C. C. y C.), un contrato de trabajo 
(ley 20.744), o hasta un contrato de suministro (art. 1176 
C. C. y C.), pero en todos los casos los derechos morales 
siempre están en cabeza de los autores.

En cuanto al aspecto patrimonial, además de la nego-
ciación individual que el autor realice con la empresa, 
debe señalarse que la gestión de este aspecto en nuestro 
país es colectiva, por lo cual la defensa de los derechos de 
los autores debe canalizarse mediante la suscripción de 
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convenios entre los entes de gestión colectiva (entre los 
más representativos ARGENTORES, SAGAI y SADAIC) 
con las plataformas para el pago de aranceles por la obras 
o contenidos cuyos autores sean sus asociados.

Como ejemplos puede citarse el caso de ARGENTO-
RES 20 (la Sociedad General  de Autores de la Argenti-
na que abarca autores de las cuatro disciplinas de cine, 
teatro, televisión y radio), que establece un régimen de 
licencia para el uso del repertorio de ARGENTORES en 
Video On Demand-Video a la Carta. En tal sentido se 
entenderá por Repertorio de ARGENTORES todas las 
obras mencionadas en el artículo 1 de la ley 20.115 y de-
creto 461/73 y disposiciones concernientes a dicho reper-
torio, sean originales, en colaboración, arreglos, adapta-
ciones, versiones, recopilaciones, transcripciones y/o toda 
otra modificación ajustada a derecho de las mismas, que 
correspondan actualmente o en el futuro a sus asociados 
y/o representados conforme a las disposiciones de la ley 
20.115, el decreto 461/73 así como las comprendidas en 
los respectivos contratos de representación, suscriptos 
con las entidades o sociedades de autores extranjeras.

Respecto al contenido de la licencia, se autoriza al uso 
lícito de las Obras del Repertorio de ARGENTORES, ex-
clusivamente para Video On Demand- Video a la Carta y 
similares, según modalidad de poner a disposición de los 
destinatarios las obras del repertorio de ARGENTORES, 
de modo que permita al público elegir la obra audiovisual 
y el momento de recepción de la misma. 

Interesa destacar que respecto a los derechos morales 
se impone a la empresa respetar en su integridad el dere-

20	 https://argentores.org.ar/nuevas-tecnologias/arance-
les-nuevastecnologias/.
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cho moral reconocido a los autores de acuerdo a la legisla-
ción nacional y Tratados internacionales. En consecuen-
cia, en ningún caso se podrán alterar las obras del Re-
pertorio de ARGENTORES, excepto autorización previa 
y específica del autor a tal efecto y gestionada a través de 
ARGENTORES, la que deberá ser otorgada por escrito. 
Considerándose alteración de la obra suprimir o cambiar 
el nombre de los autores de las obras y/o su título y/o todo 
acto o procedimiento de cualquier índole realizado sobre 
ella que importe un cambio, una mutilación, una defor-
mación o una desnaturalización. Asimismo debe constar 
en lugar visible el nombre y apellido y/o pseudónimo de 
los autores y título de las obras de manera completa.

Otro ejemplo es el supuesto de SADAIC 21 (la Sociedad 
Argentina de Autores y Compositores de Música), que 
también establece un régimen destinado a regular la uti-
lización de obras musicales en Internet o redes análogas.

Es similar en cuanto a sus características, la necesi-
dad de suscribir un convenio con la entidad por parte de 
quien pretende utilizar el repertorio de obras que admi-
nistra. La existencia de un repertorio de obras, entendido 
como el conjunto de las obras musicales, o literarias mu-
sicalizadas, ya sean originales, en colaboración, arreglos, 
adaptaciones, versiones, recopilaciones, transcripciones 
y/o toda otra modificación.

Se señala que en el marco de la representación que 
desempeña de los titulares de las obras de su repertorio, 
conforme a las disposiciones de la ley 17.648, el decreto 
5146/69, su Estatuto Social y los respectivos contratos de 
recíproca representación que la vinculan con las Socieda-
des Autorales Extranjeras, conforme a lo establecido por 

21	  https://www.sadaic.org.ar/.
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los artículos. 2 y 36 de la Ley 11.723, autoriza en forma 
no exclusiva al responsable legal del sitio web o web site 
con domicilio legal en el territorio de la República Argen-
tina, al uso lícito de obras musicales en Internet o redes 
análogas para proceder: a) a la grabación de las obras 
musicales del repertorio de SADAIC a partir de fonogra-
mas y/o cualquier tipo de soporte audiovisual lícitamente 
producidos y distribuidos, en un archivo digital para In-
ternet o redes análogas, ya sea directamente o por un ter-
cero, para el servicio que ofrece el Licenciatario, y a los 
efectos de: b) poner las obras musicales a disposición de 
los destinatarios para que puedan acceder en línea des-
de el lugar y en el momento que cada uno elija para su 
escucha, sin posibilidad de la realización en línea de una 
descarga o downloading. c) poner las obras musicales a 
disposición de los destinatarios para que puedan acceder 
en línea desde el lugar y en el momento que cada uno 
elija, con la finalidad de permitir en línea la descarga o 
downloading de las obras musicales.

Similares condiciones que en el caso anterior respecto 
a los derechos modales tiene dicho régimen.

7. Conclusiones 
 
Como conclusión puede señalarse que existe un entra-

mado de relaciones jurídicas complejas y que abarca dife-
rentes actores. El punto de encuentro que es la existencia 
de relaciones contractuales de características nacionales 
e internacionales exige una tarea de armonización por el 
intérprete jurídico.

Por un lado, debe necesariamente contemplarse que 
las disposiciones del Código Civil y Comercial de la Na-
ción, si bien es de reciente sanción, mantuvo las dispo-
siciones del Código anterior. Mientras que por otro lado 
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la ley de Propiedad Intelectual argentina data del año 
1933, con lo cual sus disposiciones por más esfuerzo in-
terpretativo que se realice se muestran ineficaces para 
resolver los desafíos del siglo XXI.

Así entre Netflix y Spotify y los titulares los derechos 
sobre las obras intelectuales (cuando no sean ellos mis-
mos como en el caso de Netflix) pueden existir una ce-
sión de derechos, un contrato de obra o de servicio (art. 
1251 C. C. y C. N.), o un contrato de trabajo (ley 20.744), 
o hasta un contrato de suministro en caso de produccio-
nes periódicas (art. 1176 C. C. y C.). Por otro lado, entre 
Netflix y Spotify y sus suscriptores en cuanto usuarios 
cualquiera sea la forma típica contractual, ya sea con-
trato de servicios o de suministro, o puesta en disposi-
ción, dichas relaciones constituyen un contrato de con-
sumo en los términos de los artículos 1092 y 1093 del C. 
C. y C., y demás reglas propias del régimen de defensa 
de consumidor.

Con lo cual la mejor forma de dotar a las problemá-
ticas actuales de respuestas satisfactorias, acorde a lo 
señalando en nuestra hipótesis es realizando en cada 
caso un esfuerzo de armonización interpretativa, que 
asegure el adecuado resguardo de, por un lado los in-
tereses propios de las empresas Netflix y Spotify y los 
autores o creadores de contenidos, y por el otro, entre 
dichas empresas como proveedoras de servicios digita-
les con relación a sus usuarios en el marco del Derecho 
del Consumidor.

8. Resultados

En orden a las labores realizadas hemos podido deter-
minar que la normativa civil tradicional no es pertinen-
te ni adecuada para resolver los diversos conflictos que 
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plantean los contratos modernos. En orden a ello, queda 
en evidencia que la legislación vigente propia de los De-
rechos Intelectuales y la Teoría General de los contratos 
deben armonizarse para lograr regular satisfactoriamen-
te la utilización y desarrollo de las plataformas Netflix y 
Spotify, principalmente en lo que hace a la relación entre 
empresas, autores y usuarios. 

9. Divulgación de los conocimientos adquiridos

En concreto, el grupo de investigación ha producido 
una serie de trabajos y presentaciones preliminares en 
reuniones científicas y congresos, generándose también 
la publicación de varios trabajos que a continuación se 
detallan.

Ponencia en el V Congreso Internacional de Enseñanza 
del Derecho, “Uso de tegnologías de la información y de 
la comunicación en la enseñanza virtual del pensamiento 
cientifico” Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la 
UNLP. La Plata, Argentina. Realizado los días 15,16 y 17 
de noviembre de 2021. 

Ponencia en el “XXI Congreso Nacional y XI Latinoa-
mericano de Sociología Jurídica”, tema “Breve referencia 
del marco teórico y del régimen jurídico del sistema de 
‘blockchains’ y de obras mediante ‘tokens no fungibles’. 
La necesidad de su comprensión para una correcta vi-
sualización de una nueva realidad”. Organizado por la 
Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Ro-
sario y SASJu, Argentina, los días 27, 28, 29 y 30 octubre 
de 2021.

Exposición en la Jornada sobre: “Presentación Anuario 
de la Universidad del Este” realizada en la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad del Este. 
La Plata, Argentina, el 28 de septiembre del año 2021.
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Publicaciones: 
“Nuevas perspectivas respecto a la naturaleza jurídi-

ca de los Derechos de Autor”, publicado en el Anuario 
de Propiedad Intelectual ASEDA. En Madrid-España, 
Reus, año 2021. ISSN: 1889-724X-2020.

“Netflix y Spotify, nuevos desafíos para la enseñanza 
del Derecho Privado desde una visión integral”, publica-
do en el libro Enseñar Derecho en tiempos de Pandemia- 
Debates y reflexiones docentes de la virtualidad emer-
gente, de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de 
la UNLP. Año 2021. ISBN 978-950-34-2001-0.“Crónica 
anual sobre los acontecimientos jurídicos más relevantes 
del año 2020 en Argentina”, artículo del Anuario de Pro-
piedad Intelectual ASEDA. Publicado en Madrid- Espa-
ña, Reus, año 2021. ISSN: 1889-724X.
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•Publicación de los trabajos del cuarto 
Concurso de Artículos de Divulgación Cien-
tífica- UDE 2022

Durante el año 2022, gracias al fuerte apoyo institucio-
nal de la Universidad del Este se realizó la convocatoria 
al cuarto Concurso de Artículos de Divulgación Científica 
UDE 2022, a la cual acudió numerosa cantidad de profe-
sores y miembros de la comunidad académica en general 
presentando trabajos inéditos que fueron evaluados por 
el Jurado mediante un sistema de “doble ciego”, por el 
que los autores presentaron sus trabajos bajo seudónimo 
y una vez concluida la evaluación recién pudieron cono-
cerse los autores de cada trabajo y el seudónimo utilizado 
para su realización. 

Los trabajos presentados al concurso de Artículos de 
Divulgación Científica-UDE 2022 son los que se publican 
a continuaciòn.
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Acceso a la tutela administrativa
en clave digital

Autores: María Victoria Gisvert y
               Juan Manuel Gallo

Sumario: 1. El derecho a la tutela judicial efectiva.- 2. 
Acceso a la tutela administrativa.- 3. Gobierno Abierto.- 
4. ¿Cómo se organiza e impulsa el Gobierno Abierto en 
el mundo?- 5. Gobierno Abierto en Argentina.- 6. Triada 
tutela efectiva administrativa-gobierno abierto-gobierno 
digital/electrónico.- 7. Avances y pendientes de un proce-
dimiento administrativo en clave digital.- 8. El adminis-
trado 2.0.- Fuentes consultadas

1. El derecho a la tutela judicial efectiva

El derecho de toda persona de acceder a tribunales in-
dependientes en busca de justicia proclamado en el art. 
10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
1948, también fue ampliamente reconocido tanto en el 
Derecho Comparado como en Tratados internacionales.

En lo que concierne a nuestro país, en el Preámbulo de 
la Constitución Nacional se establece, entre los fines del 
gobierno, el de “afianzar la justicia”, y en consonancia con 
ello en su artículo 18 se garantiza la inviolabilidad de la 
defensa en juicio de las personas. 

En esa línea, el derecho de acceso a la Justicia en jui-
cios contra el Estado, se apoya también en lo dispuesto 
en los artículos 116 y 117 de la Carta Magna, los cuales 
estatuyen la regla de que el Poder Judicial federal debe 
intervenir en todo tipo de causas o conflictos de derechos 
o intereses en los que la Nación sea parte. 



Anuario. Principales actividades de la Facultad
de Derecho y Ciencias Sociales - Año 2022

88 89

Es así que el derecho a la protección judicial consa-
grado en nuestro ordenamiento despliega sus efectos, en 
primer lugar, en el momento del acceso a la Jurisdicción, 
al asegurar al justiciable la defensa de sus derechos en 
sede jurisdiccional en forma real y efectiva. 

Pero, asimismo, comprende el reconocimiento de los 
siguientes derechos:

1) a ocurrir ante los tribunales de Justicia y a obtener 
de ellos una sentencia útil.

2) a acceder a una instancia judicial ordinaria y a lo-
grar un control judicial suficiente sobre lo actuado en 
sede administrativa;

3) a un juez natural e imparcial;
4) a contar con asistencia letrada; 
5) a la interpretación de las normas reguladoras de los 

requisitos de acceso a la Jurisdicción en forma favorable 
a la admisión de la pretensión evitándose incurrir en ex-
ceso ritual manifiesto;

6) a peticionar y obtener tutela cautelar para que no 
pierda virtualidad el derecho que se pretende;

7) al cumplimiento de todas las etapas del procedi-
miento legalmente previsto, el cual deberá asegurar 
la posibilidad del justiciable a ser oído, y a ofrecer y 
producir la prueba pertinente antes de dictarse la sen-
tencia;

8) al desarrollo del proceso en un plazo razonable: 
9) a una decisión debidamente fundada; 
10) a impugnar la sentencia definitiva;
11) a tener la posibilidad de ejecutar en tiempo y for-

ma la sentencia y, por ende, a su cumplimiento por parte 
de la autoridad condenada;

En esa línea, Cappeletti y Garth reconocen dos dimen-
siones del concepto de acceso a la Justicia. En primer lu-
gar, una dimensión normativa referida al derecho iguali-
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tario de todos los ciudadanos a hacer valer sus derechos 
legalmente reconocidos.

En segundo lugar, una dimensión fáctica que se refiere 
a los aspectos vinculados con los procedimientos tendien-
tes a asegurar el ejercicio del acceso a la Justicia. 

Desde este punto de vista, el acceso a la Justicia com-
prende el derecho a reclamar por medio de los meca-
nismos institucionales existentes en una comunidad la 
protección de un derecho legalmente reconocido. Esto 
implica el acceso a las instituciones administrativas y ju-
diciales competentes para resolver las cuestiones que se 
presentan en la vida cotidiana de las personas. 

Acceder a la Justicia, por lo tanto, implica la posibi-
lidad de convertir una circunstancia que puede o no ser 
percibida inicialmente como un problema, en un cuestio-
namiento jurídico.

En lo que a este trabajo atañe, en el fallo de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación de 2004 “Astorga Bra-
cht” se realiza una interpretación que concretiza dicho 
acceso en la debida tutela judicial (la cual se hallaba con-
sagrada) y tomando los Tratados internacionales con ca-
rácter constitucional, extiende dicha garantía a la debida 
tutela administrativa.

2. Acceso a la tutela administrativa
 
Para que las personas gocen de una tutela adminis-

trativa efectiva es necesario, en primer lugar, que éstas
puedan acceder al procedimiento administrativo. 

Ahora bien, no cualquier acceso a la Administración 
cumple con el derecho fundamental a una buena admi-
nistración, sino aquel que, como bien señala la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos, “asegura la deter-
minación de los derechos de las personas en un tiempo 
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razonable”, ya que una demora prolongada o “la falta de 
razonabilidad en el plazo constituye, en principio, por sí 
misma, una violación de las garantías judiciales y admi-
nistrativas” 22. 

En esta línea, y a modo de ejemplo, es evidente que 
una tutela administrativa efectiva implica a su vez la 
protección del derecho a una resolución administrativa 
en un plazo razonable. 

Este derecho permite que las personas, luego de acce-
der al procedimiento administrativo, puedan ejercer un 
control sobre las funciones públicas administrativas, ya 
que esto obliga a la Administración a garantizar la máxi-
ma efectividad de los derechos fundamentales dentro de 
un plazo razonable y sin dilaciones innecesarias. 

Ello sin perjuicio de los institutos propios que posee el 
procedimiento administrativo. En ese sentido, la confi-
guración del silencio como medio para obtener (mediante 
una ficción legal, creada al efecto por el legislador) una 
denegatoria tácita por parte de la Administración o uti-
lizando el proceso judicial contencioso del amparo por 
mora, a los fines de obtener una orden de pronto despa-
cho judicial que dé impulso a las actuaciones adminis-
trativas a los fines de obtener una decisión fundada por 
parte del Organismo.

En segundo lugar, el derecho a una tutela adminis-
trativa efectiva requiere que las personas sean escu-
chadas y reciban una respuesta oportuna por parte de 
los órganos y entes públicos. Esta prerrogativa abarca 
el derecho a ser oído antes de que se adopten medidas 
que puedan afectar desfavorablemente los derechos e 

22	  Caso Benjamín y otros vs. Trinidad y Tobago – Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
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intereses de las personas y el derecho a una respuesta 
oportuna y eficaz por parte de las autoridades adminis-
trativas. 

De esta forma resulta evidente que la Administración 
está obligada, por un lado, a otorgar a las personas la 
oportunidad de exponer las razones fácticas y jurídicas 
que hacen a su planteo, y, por otro lado, a otorgar una 
respuesta oportuna y eficaz a los administrados, la cual 
se concretiza: 1) en el derecho de las personas de recibir 
una pronta respuesta por parte de los órganos y entes 
públicos y, 2) en la obligación de la Administración de 
remover de oficio las barreras y obstáculos puramente 
formales que impidan el acceso al procedimiento admi-
nistrativo. 

Dichos conceptos deben asegurarse en el marco de las 
garantías propias de los particulares y prerrogativas pro-
pias del Estado, velando en todo momento por el interés 
público en juego.

Asimismo, una tutela administrativa efectiva exige 
la motivación de las actuaciones administrativas. Esta 
garantía se desprende del principio de legalidad, el cual 
obliga a los órganos y entes públicos a motivar adecua-
damente sus decisiones administrativas, a fin de evitar 
resoluciones que, si bien están sustentadas en disposicio-
nes legales, contengan contradicciones internas o errores 
lógicos que hagan de estas decisiones manifiestamente 
arbitrarias. 

Por otro lado, es evidente que para que una actuación 
administrativa sea válida y se garantice el derecho a una 
tutela administrativa efectiva, es necesario que la Ad-
ministración valore objetivamente todos los intereses en 
juego y, en consecuencia, emita una decisión que sea con-
gruente con las pruebas, las circunstancias fácticas, los 
antecedentes y los precedentes administrativos. De esta 
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forma el deber de motivación opera como una garantía de 
la tutela administrativa efectiva ya que limita la discre-
cionalidad que poseen los poderes públicos en el ejercicio 
de sus potestades. 

Finalmente, los administrados poseen las garantías 
de, por un lado, recurrir y cuestionar la actuación de los 
órganos y entes públicos a través de los recursos admi-
nistrativos o por ante la jurisdicción contenciosa admi-
nistrativa y, por otro lado, de ejecutar los actos y normas 
administrativas, pues gozan de una presunción de vali-
dez y sus efectos son ejecutivos y ejecutorios. 

3. Gobierno Abierto

Es un enfoque que busca fortalecer y democratizar las 
instituciones, involucrar a la ciudadanía en las políticas 
públicas y aumentar la confianza y la colaboración entre 
los distintos niveles de gobiernos y la sociedad.

Este enfoque promueve la participación ciudadana, 
la transparencia y la rendición de cuentas como medios 
para innovar en la gestión pública y construir un Estado 
abierto. 

Es decir, que se centra en cuatro principios que se in-
terrelacionan: transparencia, rendición de cuentas, par-
ticipación ciudadana e innovación.

Transparencia
Refiere al proceso a través del cual el Estado garanti-

za el libre acceso a la información (y datos) que tiene en 
su poder y la torna disponible de forma completa, clara, 
oportuna y en formatos abiertos, lo que facilita el control 
e involucramiento de la ciudadanía, así como el conoci-
miento para la toma de decisiones.
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Rendición de cuentas
Alude a la receptividad y responsabilidad que deben 

tener las y los agentes públicos en dos dimensiones: por 
un lado, la obligación de informar acerca de sus decisio-
nes y justificarlas públicamente; y por el otro, la capa-
cidad de imponer sanciones a las y los funcionarios pú-
blicos que hayan violado sus deberes o incumplido sus 
obligaciones.

Participación ciudadana
Hace referencia al involucramiento de la ciudadanía 

y las organizaciones de la sociedad civil en las políticas 
públicas, lo que permite trabajar de manera horizontal 
y coordinada, cocrear iniciativas y sumar nuevas voces 
y miradas en los procesos de toma de decisiones. Ade-
más de ser una acción democratizadora, la participación 
ciudadana otorga legitimidad y mayor estabilidad a las 
políticas y permite reconocer por parte de los actores las 
limitaciones y posibilidades de acción efectivas.

Innovación
Refiere a la convergencia de conocimientos, herra-

mientas y saberes provenientes de distintos sectores para 
promover respuestas novedosas a problemas complejos, 
incorporando en ese proceso a los actores afectados o in-
volucrados. Así, la innovación implica la participación 
y la colaboración como principios de las intervenciones 
públicas y el desarrollo de respuestas construidas colec-
tivamente.

Estos cuatro principios se materializan en prácticas y 
experiencias que los ponen en valor. Así, el enfoque se 
manifiesta en distintas herramientas y mecanismos que 
permiten desplegarlo en el territorio y generar un ecosis-
tema para la apertura gubernamental. 
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Respecto a la aparición histórica del concepto de go-
bierno abierto, podemos situarlo en dos momentos: el 
primero, a partir del 2009, cuando el expresidente de Es-
tados Unidos Barack Obama emitió el Memorándum de 
Transparencia y Gobierno Abierto para promover un sis-
tema de gobierno más transparente, colaborativo y par-
ticipativo. 

El segundo momento en 2011, cuando un conjunto de 
ocho países (Brasil, Indonesia, México, Noruega, Filipi-
nas, Sudáfrica, Reino Unido y Estados Unidos) impulsó 
la creación de la Alianza para el Gobierno Abierto (OGP, 
por sus siglas en inglés) con el objetivo de asegurar com-
promisos concretos de los gobiernos para promover la 
transparencia y la participación ciudadana, luchar con-
tra la corrupción, mejorar los servicios públicos y fortale-
cer la democracia. Actualmente OGP reúne a más de 75 
países, 76 gobiernos subnacionales y 3000 miembros de 
organizaciones de la sociedad civil. La Argentina forma 
parte de la Alianza desde el año 2012. 

Asimismo, cabe destacar que durante años el concep-
to de gobierno abierto fue asimilado al de gobierno elec-
trónico. Hoy está claro que son diferentes. El gobierno 
electrónico o digital hace referencia a los procesos de di-
gitalización (trámites online, expedientes electrónicos, 
entre otros) e incorporación de las tecnologías digitales 
en las Administraciones Públicas para brindar bienes y 
servicios por múltiples canales. En cambio, el gobierno 
abierto incluye una reflexión sobre el rol que juegan los 
diferentes actores e instituciones -gobiernos, ciudadanía, 
academia, sector privado, organizaciones de la sociedad 
civil, sindicatos, entre otros- en los procesos de diseño e 
implementación de las políticas públicas. Sin dudas, am-
bos conceptos coexisten y se retroalimentan, pero resulta 
indispensable resaltar sus diferencias.



94 95

UNIVERSIDAD DEL ESTE

4. ¿Cómo se organiza e impulsa el Gobierno 
Abierto en el mundo?

	Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)

En la Cumbre de la ONU para el Desarrollo Sostenible, 
celebrada en septiembre de 2015, los Estados Miembros 
aprobaron la Agenda 2030 y sus 17 Objetivos de Desarro-
llo Sostenible para poner fin a la pobreza, luchar contra 
la desigualdad y la injusticia, y hacer frente al cambio 
climático.

Para su consecución, el Gobierno de España aprobó 
el Plan de Acción para la implementación de la Agenda 
2030. En dicho Plan, los Planes de Gobierno Abierto se 
consideran política palanca para alcanzar los ODS, por 
su contribución al cumplimiento del ODS 16 (paz, justi-
cia e instituciones sólidas) y porque constituyen un ace-
lerador para el resto de los ODS.

	Alianza para el Gobierno Abierto (OGP)
La Alianza para el Gobierno Abierto (Open Govern-

ment Partnership, OGP), fundada en septiembre de 2011, 
es una organización multilateral integrada por reforma-
dores de las Administraciones Públicas y de la sociedad 
civil, cuyo objetivo es lograr que las Administraciones 
Públicas actúen con transparencia, fomenten la colabo-
ración y la participación ciudadana, rindan cuentas y 
sean inclusivas. Para conseguir este objetivo, la OGP ha 
establecido un sistema de planes de acción a través de los 
cuales cada uno de sus miembros adquiere compromisos 
concretos para avanzar en el Gobierno Abierto. La eva-
luación del cumplimento de estos compromisos la reali-
za el Mecanismo de Revisión Independiente (MRI) de la 
Alianza.
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España se unió a la OGP en el mismo año de su funda-
ción y, desde entonces, ha desarrollado varios planes de 
acción, cuya implementación ha supuesto grandes avan-
ces en Gobierno Abierto.

	Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económicos (OCDE)

La OCDE trabaja con el funcionariado y representan-
tes de la sociedad civil en la identificación de políticas 
innovadoras que avancen en el Gobierno Abierto. Su en-
foque integral de apertura de las Administraciones Pú-
blicas abarca áreas muy diversas: coordinación guber-
namental, compromiso cívico y acceso a la información, 
transparencia presupuestaria, integridad y lucha contra 
la corrupción, uso de las TIC, redes sociales y datos abier-
tos, y desarrollo local.

La Recomendación del Consejo sobre Gobierno Abier-
to incluye las medidas generales para desarrollar, adop-
tar e implementar estrategias e iniciativas de Gobierno 
Abierto que promuevan los principios de transparencia, 
integridad, rendición de cuentas y participación de las 
partes interesadas en el diseño y desarrollo de políticas 
públicas y en la prestación de servicios públicos de forma 
abierta e inclusiva.

En el seno de Comité de Gobernanza Pública de la 
OCDE, se ha creado un grupo de trabajo para avanzar 
en las áreas de Gobierno y Estado Abiertos, espacio 
cívico, participación ciudadana innovadora, transpa-
rencia y rendición de cuentas, y comunicación pública. 
España forma parte del buró de este grupo de traba-
jo que colabora con la OCDE en materia de Gobierno 
Abierto.
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5. Gobierno Abierto en Argentina

La Educación en Gobierno Abierto es un compromiso 
que se inició en el III Plan de Gobierno Abierto 2017-
2019.

El objetivo es desarrollar competencias cívicas y socia-
les en estudiantes y docentes, para el futuro ejercicio de 
una ciudadanía más democrática. Esta futura ciudada-
nía será más comprometida y por ende exigirá Adminis-
traciones Públicas más transparentes e íntegras y ejer-
cerá una actitud cívica más responsable, colaborativa y 
participativa en los asuntos públicos.

El proyecto está dirigido a docentes y estudiantes de 
todas las etapas educativas y consiste en:

1) Guías de Educación en Gobierno Abierto
2) Formación de docentes
3) Proyectos educativos en centros de Primaria, Secun-

daria y Bachillerato
Por su parte, el Plan Estratégico de Gobierno Abierto 

2020-2023 de la Secretaría de Innovación Tecnológica del 
Sector Público de Jefatura de Gabinete de Ministros de 
la Nación Argentina, busca incorporar este enfoque en el 
ciclo de las políticas públicas de todos los niveles de go-
bierno y en los diferentes poderes del Estado.

El documento se encuentra organizado en cuatro capí-
tulos y contiene un anexo donde se publica la matriz con 
la planificación a 2023 de las acciones a desarrollar por la 
Dirección Nacional de Gobierno Abierto y las propuestas 
enviadas por organismos de la Administración Pública 
Nacional.

El primero, sobre definiciones estratégicas, está dedica-
do a revisar y establecer las definiciones que se utilizan a 
lo largo del Plan. Asimismo, se delinea la misión de la Di-
rección Nacional de Gobierno Abierto y la visión del Plan.
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El segundo capítulo resume los antecedentes norma-
tivos y la historia institucional del Gobierno Abierto en 
la Argentina y describe los fundamentos de por qué es 
necesario desarrollar un Plan Estratégico de Gobierno 
Abierto para el sector público, los desafíos que conlleva y 
qué se aspira a lograr.

El tercero se centra en el proceso de diseño colabo-
rativo en sus distintas etapas e incluye referencias a la 
sistematización de la información de diagnóstico para la 
propuesta de los objetivos estratégicos.

Finalmente, el cuarto capítulo aborda los cinco ejes 
estratégicos en los que se estructura el Plan. Sintetiza 
cada eje y el diagnóstico sobre la principal problemática 
identificada para cada uno, las causas y efectos. Presenta 
los objetivos estratégicos y lineamientos que se aspiran a 
alcanzar mediante acciones y productos concretos.

En cuanto a la Provincia de Buenos Aires, se encuen-
tra la Dirección Provincial de Planificación Estratégica 
y Gobierno Abierto, dependiente de la Subsecretaría de 
Planificación y Evaluación de Jefatura de Gabinete de 
Ministros.

En dicho marco, se encuentra disponible un catálogo 
de datos correlacionado con cada una de las áreas de go-
bierno 23.

En cuanto al gobierno digital/electrónico es necesario 
destacar la ley 14.828, la cual tiene por finalidad llevar 
adelante un plan de modernización del Estado provin-
cial 24.

23	  https://catalogo.datos.gba.gob.ar/.

24	  Específicamente en su Anexo I indica como objeto “Al-
canzar una gestión pública de calidad que posibilite la provi-
sión eficaz y eficiente de bienes y servicios públicos a los ciuda-
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En consonancia con ello, el decreto 1018/2016 (regla-
mentario de la ley 14.828) aprobó la implementación del 
Sistema de Gestión Documental Electrónica Buenos Ai-
res “GDEBA”. Asimismo, estableció que los documentos y 
actos administrativos realizados por GDEBA, y cuenten 
con firma electrónica o firma digital, tendrán idéntica efi-
cacia jurídica y valor probatorio que sus equivalentes en 
soporte papel o cualquier otro soporte que se utilice.

Finalmente, establece la obligatoriedad de dicho siste-
ma en el artículo 2 de la ley N° 14.828.

6. Triada tutela efectiva administrativa-gobier-
no abierto-gobierno digital/electrónico

Nos parece interesante, a esta altura del trabajo, lle-
var a cabo una interrelación entre los conceptos indica-
dos precedentemente, reformulando los conceptos clá-
sicos en clave actual y a la luz de la modernización del 
Estado. En ese sentido, se pretende lograr disparadores 
que concienticen la vigencia de los principios y concep-
tos clásicos, sin perjudicar el avance de las nuevas tec-
nologías.

Así las cosas, resulta trascendental entender los prin-
cipios de tutela administrativa efectiva a la luz de los 
conceptos de gobierno abierto y gobierno electrónico/di-
gital.

danos de la Provincia de Buenos Aires de manera equitativa, 
transparente y efectiva, para una mayor integración y desa-
rrollo de la sociedad, impulsando la ejecución de sistemas de 
conducción sistemáticos y coordinados y el uso intensivo de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TICs) 
por parte del Estado Provincial”.
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En ese orden de ideas, un mayor acceso a la tutela ad-
ministrativa se ve garantizado con creces al poder con-
cretar un gobierno abierto y digital. Las implicancias de 
un gobierno abierto favorecen aquellas garantías esta-
blecidas en la tutela administrativa efectiva al contar los 
particulares con una accesibilidad mayor al control y pu-
blicidad de los actos estatales.

En el mismo andarivel, dado el poder de inmediatez y 
accesibilidad que otorgan las nuevas tecnologías resulta 
trascendental el proceso de digitalización. Así, se logra 
una mayor publicidad e intervención por parte de los par-
ticulares. 

En la actualidad, se observan diversos esfuerzos diri-
gidos a alcanzar un gobierno abierto (catálogo de datos, 
participación ciudadana en anteproyectos de ley/decreto, 
publicidad de presupuesto) y electrónico (equiparación 
de firma digital/ológrafa, implementación de gestión do-
cumental electrónica/expediente electrónico/comunica-
ción oficial); sin perjuicio de ello, y los objetivos alcanza-
dos, resulta trascendental un Estado que no sólo recabe 
o brinde acceso a los datos, sino que elabore políticas pú-
blicas activas con dicha información.

La implementación de sistemas de documentación di-
gital permite obtener datos sistematizados, en formatos 
accesibles y esquematizados. Tal situación resulta tras-
cendente debido a que implica un menor trabajo en cuan-
to a la “limpieza de datos”. Del mismo modo, otorga inte-
roperabilidad/equiparación de plataformas y producción 
de datos entre las distintas entidades públicas.

Asimismo, con la obtención de dichos datos, homoge-
nizados y “limpios”, se abren innumerables posibilidades 
(sin descartar los problemas de sesgos) en cuanto a la 
aplicación de distintas IA que faciliten la labor diaria de 
los agentes administrativos, permitiendo la dedicación a 
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aquellas tareas que no sean repetitivas e impliquen ma-
yor elaboración.

A pesar de dichas mejoras y posibilidades, deben es-
tablecerse procedimientos y protocolos en lo atinente a 
los datos que sean ingresados/publicados, resultando 
trascendental una ética de datos y rectificación/ratifi-
cación de los mismos por los particulares. Asimismo, 
debe preverse la problemática de la transición de un 
gobierno analógico/papelizado a uno digital (como men-
cionamos anteriormente la cuestión del acceso irres-
tricto de las actuaciones por los particulares) mediante 
el dictado de la normativa respectiva y actualizada sin 
demoras.

En relación a esto último, adquiere particular relevan-
cia la ley de protección de datos personales y su actual 
anteproyecto de reforma.

Respecto a la implementación de programas y auto-
matización por IA es menester tener en claro que, por lo 
general, las IA resultan facilitadoras de tareas, siempre 
bajo supervisión de personas humanas.

En síntesis, se han llevado a cabo programas y políti-
cas públicas que tienden a lograr los objetivos propuestos 
en cuanto a concretar un gobierno abierto y digital. Sin 
embargo, entendemos que para dichos objetivos no alcan-
za con la mera publicación de datos o implementación de 
formas de gestión documental digital.

7. Avances y pendientes de un procedimiento ad-
ministrativo en clave digital 

En primer lugar, podríamos indicar que la llamada 
actividad administrativa de constatación en un sistema 
de gobierno abierto y electrónico devendría -en algunos 
casos- innecesaria.
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Ello en razón de que dichas certificaciones/constatacio-
nes surgen de bases de datos propias de la Administra-
ción Pública, las cuales (dentro de un gobierno abierto) 
podrían ser asequibles al particular. 

Un clásico ejemplo es el sistema de certificaciones de 
servicios de los empleados. La mencionada actividad de 
constatación del Estado implica en los hechos recabar los 
legajos de servicios del agente en cuestión para luego ser 
volcada en una planilla/formulario que posteriormente 
es rubricado por el funcionario responsable.

Dicha actividad podría ser indudablemente llevada a 
cabo por un sistema de Inteligencia Artificial, en el cual 
el solicitante ingrese una serie de datos propios y no sen-
sibles (DNI, nombre, apellido, CUIT/CUIL, número de 
legajo) en la página web del organismo certificante, que 
mediante el ingreso de la solicitud y los datos requeridos 
genere un número de trámite y la IA de modo automati-
zado recabe en las bases de datos propias -digitalizadas- 
(en caso de encontrarse totalmente digitalizado en GDE-
BA la base de datos -al tratarse de datos homogeneizados 
y categorizados-, hace más sencilla la tarea).

Por si ello fuera poco, podría también automatizarse el 
formulario/planilla a expedirse. De tal modo, el funciona-
rio podría tener dicha planilla a su firma, quedando úni-
camente a su cargo el “clickeo” de los documentos a su fir-
ma, expidiéndose de forma automatizada la certificación 
de servicios (recordemos que la ley N° 14.828 establece 
la equiparación de formas entre firma ológrafa y digital).

En el mismo sentido resulta trascendental la tarea de 
seguimiento de sistemas de registros de información que 
ingresen los particulares a los fines de la creación de pro-
gramas.

Asimismo, se ha intentado en distintos estamentos de 
gobierno el direccionamiento de diversos planes guber-
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namentales de la actividad de fomento o promoción de 
industria/comercio. A modo de ejemplo, podemos citar el 
caso del Ministerio de Producción de la Nación que, me-
diante los datos del Registro Pyme direccionan la posibi-
lidad de obtener créditos a los sectores en crisis. 

En igual dirección, resulta dable destacar lo realiza-
do por la Secretaria de Simplificación Productiva de-
pendiente del Ministerio de Producción de la Nación en 
el año 2018 25, respecto a la simplificación de procedi-
mientos administrativos. El mismo realizó un examen 
exhaustivo de los trámites administrativos existentes, 
acotando los mismos a los pasos estrictamente necesa-
rios, tales como: Datos de solicitud de Inicio, Vista Fis-
cal, Dictamen Jurídico Previo, Previsión Presupuesta-
ria, entre otros.

Por otro lado, un clásico ejemplo de lo expuesto pre-
cedentemente en cuanto a la digitalización y expediente 
electrónico es la posibilidad, en un mismo procedimiento 
administrativo, de generar un pase simultáneo a diversas 
áreas para dar la intervención correspondiente (podría 
ser a modo de ejemplo a Asesoría General de Gobierno, 
Fiscalía de Estado y Contaduría General de la Provin-
cia; otro podría ser el estudio de la viabilidad del proyec-

25	  Entre sus objetivos se encontraba establecido en el de-
creto N° 62/2018: “11. Coordinar con las áreas competentes 
del Poder Ejecutivo Nacional, el desarrollo de herramientas 
informáticas para facilitar el acceso a la información concer-
niente a todo trámite dentro del sector público de los distintos 
niveles de gobierno que afecten al sector productivo. 12. In-
tervenir en la elaboración de actos administrativos tendientes 
a la simplificación, reestructuración y unificación de criterios 
relativos a las tramitaciones que afecten a las distintas cade-
nas productivas”.
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to económico propuesto por una cooperativa al área de 
proyecto y generar el pase al mismo tiempo al área de 
asuntos legales a los fines de que dicha dirección emita 
su opinión respecto a los recaudos legales, maximizando 
el tiempo de trabajo).

Abundando en lo expuesto, la interrelación gobierno 
abierto/digital/tutela administrativa efectiva encuentra 
otra arista que resulta relevante. En la actualidad la ley 
de presupuesto se encuentra publicitada en la página web 
del Ministerio de Economía 26. Asimismo, se encuentra en 
funcionamiento el sistema de SIGAF (Sistema Integral 
de Gestión y Administración Financiera) tendiente a in-
formatizar la gestión a nivel presupuestario, contable y 
de tesorería para los distintos organismos que conforman 
la Administración Pública de la Provincia de Buenos Ai-
res. En ese sentido, al contar con dichas herramientas, 
los administrados pueden observar la ejecución del pre-
supuesto en los distintos periodos del año presupuesta-
rio.

Esta información deviene trascendental para los 
ciudadanos, a los fines de tener la posibilidad de ejer-
cer un control sobre la ejecución presupuestaria de la 
Administración y sobre las políticas públicas imple-
mentadas. 

En ese sentido, cabe detenernos en el caso “Q” 27 con 
sentencia de fecha 24/04/2012 dictada por la CSJN en la 
cual se condenó al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 

26	  https://www.gba.gob.ar/hacienda_y_finanzas/direc-
cion_provincial_de_presupuesto_publico/presupuesto_2022.

27	  C.S.J.N., 24/04/2012, “Q. c., s. Y. e/Gobierno de la Ciu-
dad de Buenos Aires s/amparo”, Fallos, 335:452, voto de la 
mayoría.
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a cumplimentar con la manda constitucional de otorgar 
una vivienda digna conforme las pautas de dicha manda 
judicial. En dicha causa (o expediente administrativo de 
manera primigenia) se podría haber alegado en defensa 
del Estado el grado de ejecución presupuestaria en vi-
viendas sociales (independientemente de que se expuso 
como defensa las políticas habitacionales llevadas a cabo 
por dicho estamento gubernamental).

Siguiendo esta línea, el Estado mediante la publici-
dad del presupuesto, ejecución en tiempo pseudo-real 
(mediante el sistema SIGAF), se encontraría en condi-
ciones de alegar la falta de partidas presupuestarias 
para el otorgamiento de la vivienda o, inclusive, podría 
programar con anticipación (mediante la interoperabi-
lidad de diversos sistemas -Poder Judicial, Ejecutivo y 
presupuestario-) un esquema de cumplimiento de sen-
tencias.

Otra situación destacable en los últimos años es la po-
sibilidad de intervenir en los distintos procedimientos de 
elaboración reglamentos o leyes por parte de los admi-
nistrados. Un claro ejemplo es la reforma de la Ley de 
Protección de Datos Personales (ley N° 25.326) en la cual 
se abrió consulta pública sobre la propuesta de antepro-
yecto de ley a ser presentados por la sociedad en su con-
junto. En este sentido se dictó la RESOL-2022-119-APN-
AAIP en la cual se aplicó el decreto 1172/03. Asimismo, 
se permitió la presentación tanto de forma digital como 
física. Como se observa, esta circunstancia amerita ser 
destacada como característica de un proceso propio de un 
gobierno abierto, participativo y digital.

Hasta aquí lo que se viene haciendo, pero también que-
remos poner de relieve algunas inquietudes que nos sur-
gen en torno a distintos temas que aún no se han aborda-
do acabadamente. 



Anuario. Principales actividades de la Facultad
de Derecho y Ciencias Sociales - Año 2022

106 107

Respecto a la necesidad de relacionar los conceptos de 
bases de datos públicos, despapelización/digitalización 
de expedientes y simplificación de trámites, entendemos 
necesario que los particulares puedan verse eximidos de 
presentar cierta documentación que siempre se encuen-
tra en primer lugar como dato proveniente de la Admi-
nistración Pública. Clásico ejemplo es el pedido de DNI 
o copia del mismo. Dicha información (originaria de la 
Administración) debería ser otorgada e internalizada por 
las distintas Administraciones en sus respectivos esta-
mentos.

En esa línea, radica la importancia de la interoperabi-
lidad de los distintos sistemas que poseen las organizacio-
nes públicas administrativas (ya sea por ser una entidad 
nacional/provincial/municipal o entidades centralizadas/
descentralizadas/empresa pública) a los fines de requerir 
dicha información de un modo sistematizado.

Finalmente, creemos que para concretar acabada-
mente la triada propuesta, resulta menester avanzar 
hacia la interoperabilidad de sistemas, recabado/limpie-
za de datos, sistematización/arquitectura de datos, apli-
cación de IA y diseño de verdaderas políticas públicas 
que cumplan con los estándares internacionales de un 
gobierno digital y abierto, en el marco de los principios 
clásicos y siempre vigentes de la tutela administrativa 
efectiva, garantizando los derechos a los particulares y 
respetando las prerrogativas estatales, al servicio del 
interés público.

8. El administrado 2.0

En la actualidad la comunicación electrónica del ciu-
dadano con la Administración se transformó en un de-
recho y, por lo tanto, y más aun luego de la pandemia 
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causada por el virus SARS-CoV-2, se pretendió dar el 
paso definitivo que transformara esta comunicación 
electrónica en algo menos teórico e impulsar la misma, 
para que deje de ser algo que “estaría bien que la Ad-
ministración ofreciera”, y pase a ser la forma deseable, 
normal y hasta “obligatoria” por parte de la Administra-
ción, para lo cual, se debieron dar los pasos necesarios 
para que todas las Administraciones realizaran las mo-
dificaciones técnicas conducentes a lograr dicha evolu-
ción tecnológica.

Cierto es que la realidad indica que no todas las Ad-
ministraciones se han adaptado o, si han comenzado el 
proceso, no lo han hecho completamente y para todos 
sus procedimientos, entendiendo esta digitalización 
como la posibilidad de que el ciudadano pueda reali-
zar todos los pasos de un procedimiento administrativo 
de forma electrónica. De hecho, en muchos casos esta 
adaptación aún se limita a colgar en su web formularios 
de inicio que el particular deberá imprimir y cumpli-
mentar antes de poder presentarlo en algún organismo 
administrativo. 

Evidentemente, esto no sucede en todas las Adminis-
traciones, y es de sobra conocido que hay algunas que 
llevan trabajando todos estos años en mejorar su sede 
electrónica para digitalizarse y lograr ese objetivo de con-
vertirse en una auténtica Administración Electrónica. 

Tal es el caso del gobierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, que, a través del Portal de Gobierno Abier-
to, compartiendo datos abiertos de la ciudad y utilizando 
herramientas de geolocalización, permite a los ciudada-
nos utilizar el Mapa de Oportunidades Comerciales, que 
brinda información para tomar mejores decisiones a la 
hora de abrir o mejorar un negocio en la Ciudad de Bue-
nos Aires.
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El ejemplo de esta y otras Administraciones que han 
hecho sus deberes, nos lleva a plantear algunas conside-
raciones que creemos son importantes: 

1) La implantación de una nueva tecnología siempre 
supone el descubrimiento de fallas que, hasta que no 
entra en funcionamiento realmente, no se descubren, 
ya sea porque el volumen de procedimientos excede lo 
que el sistema puede soportar, ya sea porque las prue-
bas no se hacen con usuarios ajenos al sistema y, por lo 
tanto, no se puede prever muchas veces los problemas 
que, a la hora de usarlos, va a tener un usuario medio 
o novato.

2) Antes de poner en marcha un nuevo procedimien-
to administrativo electrónico y que éste sea definitivo, 
es necesario que exista una adaptación y que no se tra-
te de imponer de forma precipitada, sin las necesarias 
pruebas previas que garanticen su correcto funciona-
miento.

3) Resulta fundamental que la implantación sea de 
forma progresiva, ya sea mediante una previa puesta a 
disposición del medio electrónico para que el ciudadano 
pueda usarlo de forma voluntaria, o mediante una obli-
gatoriedad por tramos, en virtud de circunstancias con-
cretas, como puede ser un sector de la población específi-
co que deba hacer uso de dichos procedimientos.

4) El periodo de adaptación tiene sus inconvenientes, 
ya que supone que durante un tiempo convivan ambos 
procedimientos y tengan igual validez, lo que multiplica 
el trabajo de la Administración. 

Por último, y a modo de reflexión abierta, entendemos 
que la digitalización de la Administración es fundamen-
tal, pero también nos parece que es necesario destacar 
que este proceso debe realizarse teniendo en cuenta los 
destinatarios, ya que un cambio a esta escala no está li-
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bre de fallas, y más aun con tantos posibles receptores 
con diferentes conocimientos informáticos. 

Es por ello que deviene necesario garantizar una correc-
ta usabilidad a fin de que la digitalización de los proce-
dimientos no suponga un obstáculo para los ciudadanos 
cuando éstos traten de conectarse y comunicarse con la 
Administración a través de las distintas herramientas tec-
nológicas, y de forma tal de garantizar que las personas go-
cen de una tutela administrativa efectiva, accediendo sin 
ningún tipo de barrera al procedimiento administrativo.
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Eutanasia: la deuda pendiente

Autores: Julián Emanuel Mankowski, Jeremías Gar-
cía, Serena Cortés y Víctoria Antonella Mongelos

Resumen

Resulta cierto posiblemente afirmar que la vida se 
encuentra tutelada y resguardada por la mayoría de 
las legislaciones de la gran mayoría de países a través 
de regulaciones internas y participaciones en regula-
ciones de carácter internacional. En efecto, el derecho 
a la vida pondera por sobre muchos otros derechos que 
tienen las personas y una de las características que 
más lo destacan es que es inherente a la persona por 
ser tal. Probablemente si mencionamos que todos te-
nemos derecho a tener una vida digna, libre, donde la 
autodeterminación del ser humano para proyectar su 
vida a lo largo de los años es algo que se concibe natu-
ral que debe garantizarse, no resulta de igual forma en 
lo referido a la muerte.

La muerte es uno de los temas tabú en nuestra so-
ciedad. Sucede pues, que aún no se concibe al proceso 
de morir de igual forma que a la vida, pero debe com-
prenderse que tanto el proceso de la vida como el de 
la muerte merecen igual resguardo y garantías. Tal es 
así que, a pesar de tantos avances sociales y culturales, 
como tecnológicos, aún no se ha brindado una respuesta 
a aquellas personas que se ven afectadas por cuestiones 
relativas a enfermedades graves que generan un sufri-
miento, dolor y una agonía tal que ya no son capaces 
de soportarlo, y solicitan que ese sufrimiento y padeci-
mientos terminen, ya que su dignidad se ve vulnerada. 
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La eutanasia es una práctica que busca dar respuesta a 
ello, brindando al paciente en su proceso de morir, que 
éste sea lo más humano y digno posible, sin sufrimien-
tos, cumpliendo su voluntad. A pesar de ello, la eutana-
sia no se encuentra permitida en nuestro país y en tan-
tos otros países, debido a que no conciben que la muerte, 
el proceso de morir, merezca un igual tratamiento que 
la vida, y ésta es la deuda pendiente que tenemos: com-
prender que la eutanasia es una forma de garantizar, 
a las personas que se encuentran en una situación de 
extrema vulneración a su dignidad, un trato humano 
y no degradante en sus últimos momentos de vida, en 
su proceso hacia la muerte. Es nuestro deber dar una 
respuesta jurídica a las cuestiones que aquejan a las 
personas de nuestra sociedad.

Palabras claves: Eutanasia - Dignidad - Derecho a la 
Vida - Autonomía de la Voluntad – Libertad

Sumario: 1. Introducción.- 2. Concepciones generales: 
eutanasia vs suicidio asistido.- 3. Vivir y morir con digni-
dad: perspectivas de la eutanasia desde la ética y la dig-
nidad.- 4. Derechos personalísimos: la autonomía de la 
voluntad como eslabón esencial del derecho a la eutana-
sia.- 5. Derecho Comparado.- 6. Conclusiones.- Bibliogra-
fía.- Legislación

1. Introducción

A lo largo de los años, ha existido un dilema profundo y 
que muy pocos son los que se atreven a tratar, y en este 
dilema confluyen distintos factores o visiones que hacen 
que tratar esta temática sea un tabú; ya sea por cuestio-
nes religiosas, éticas, filosóficas, legales, etc. q u e  hacen 
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que, al día de hoy, no se haya podido resolver el dilema 
de la eutanasia. La eutanasia ha sido un tema que en la 
agenda legislativa se ha relegado durante mucho tiempo, 
pero es momento de ponerlo en primer lugar entendiendo 
la gran importancia que posee y la trascendencia en la 
vida de cada persona y su entorno.

El gran conflicto que se desarrolla en torno a la euta-
nasia parte desde su concepción, que divide a los pensa-
dores, juristas, científicos, médicos, a la sociedad en su 
totalidad. Existe una gran parte que entiende a la euta-
nasia como una práctica contraria a uno de los derechos 
fundamentales existentes en la historia de la Humani-
dad, como es la vida; tanto en el conocido Derecho Natural 
como en el Derecho Positivo su protección es una de las 
principales tareas. En contrapunto, encontramos a aque-
llos que conciben a la eutanasia como una práctica que 
garantiza hasta el último momento del transcurso de la 
vida de una persona, su dignidad y libertad, derechos 
universales que toda persona posee por el simple he-
cho de ser tal, entendiendo que en esta cuestión exis-
te una ponderación de derechos que se deben garantizar 
pero que la dignidad es una cuestión fundamental para 
garantizar y proteger la vida.

En el presente trabajo se intenta abordar desde una 
faz interdisciplinaria una de las problemáticas con ma-
yor controversia y determinante para el ser humano: la 
decisión de ponerle fin a la vida de uno mismo.

El principal objetivo es demostrar que la eutanasia es 
un derecho humano que debe ser garantizado a toda per-
sona por el simple hecho de serlo, entendiendo que poder 
decidir respecto a ello tiene una íntima relación con la 
libertad e integridad de cada persona como así también 
en la proyección que ha realizado respecto al desarrollo 
de su vida.
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Resulta cierto posiblemente encontrar en nuestra le-
gislación regulaciones sobre cuestiones de autonomía de 
la voluntad y consentimiento informado, quizás sean un 
leve acercamiento para comprender paralelamente la eu-
tanasia.

2. Concepciones generales: eutanasia vs suicidio 
asistido

A lo largo de la historia de la Humanidad, la vida y la 
muerte se rodearon de enigmas que las personas intenta-
ron responder, pero sobre todo la muerte ha sido uno de 
los temas con mayores enigmas que aún no han podido 
ser resueltos; un claro ejemplo de ello es si existe algo 
más allá de la muerte, una de las tantas dudas que ha-
cen que el ser humano se haya aferrado tanto a la vida. 
Podemos observar cómo tanto el Derecho Natural en sus 
principios como el Derecho Positivo se han esmerado en 
proteger y prolongar la vida, incluso interfiriendo en las 
libertades individuales de las personas. Sin embargo, ac-
tualmente podemos encontrar que muchos han compren-
dido que la muerte también es parte de la vida, quizás 
suene contradictorio, pero debemos aceptar que la muerte 
es parte de nuestro proceso de desarrollo, como así tam-
bién la vida merece ser protegida y garantizada con dig-
nidad, libertad, honor, la muerte también. Es imposible 
concebir que sólo el proceso de hacer el desarrollo de vida 
sea protegido y garantizado basándose en la dignidad, y 
la muerte no. La muerte es parte del desarrollo de todo 
ser humano y merece ser protegida y garantizada de que 
será con dignidad, a cada persona. En este sentido, se 
han suscitado varios casos donde personas con enferme-
dades terminales, se encontraron en una situación donde 
su muerte no se desarrollaría de una forma digna al igual 
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que su vida y es en este punto donde la eutanasia juega 
un rol sumamente importante.

Permítasenos en este punto, y dadas las circunstan-
cias, ahondar y aclarar ciertas concepciones en torno a 
la eutanasia y las diferentes prácticas que se asimilan 
a ésta. Es importante comprender que existen prácticas 
que se asimilan a la eutanasia como por ejemplo suicidio 
asistido, la llamada muerte digna u homicidio piadoso, 
pero no son lo mismo.

La eutanasia es entendida como toda práctica médica 
que, de forma intencional y directa, adelanta la muerte 
de un paciente que se encuentra en una situación críti-
ca donde su diagnóstico pronostica que no tiene mucho 
tiempo de vida, siendo esta práctica solicitada por el 
mismo paciente con el fin de ponerle fin al sufrimien-
to, dolencias, afecciones, agonía que esta enfermedad 
provoca en él. Todo ello debe realizarse a través de un 
procedimiento mediante la aplicación de drogas espe-
cíficamente determinadas sus dosis por el médico, que 
asegure que el deceso será rápido y sin sufrimiento al-
guno en el paciente.

Es importante destacar que, en la eutanasia, el pacien-
te es el sujeto principal de esta práctica ya que es quien 
manifiesta y solicita que se practique, pero ello conlleva 
que por otro lado el médico sea quien le brinde la infor-
mación necesaria y certera para que éste tome una deci-
sión de forma consciente de sus consecuencias, viéndose 
manifestada de esta forma la libertad y autodetermina-
ción que es inherente a todas las personas, y más para 
decidir sobre su propia vida.

Es conveniente en este orden de ideas, esclarecer la 
concepción referida en relación con el llamado suicidio 
asistido, ya que muchos son aquellos que lo asimilan a la 
eutanasia. Cabe realizar una aclaración en cuanto a esta 



Anuario. Principales actividades de la Facultad
de Derecho y Ciencias Sociales - Año 2022

116 117

práctica: en nuestro ordenamiento jurídico se encuentra 
totalmente prohibida, siendo penalizada de 1 a 4 años de 
prisión 28. Ahora bien, el suicidio asistido, a diferencia de 
la eutanasia, es aquella práctica en la cual a una perso-
na, ya sea enferma o no, se le proporcionan los medios 
necesarios para producir su muerte, y en el caso donde el 
interviniente es un médico, este último le brinda al pa-
ciente los medios ya sea procedimientos o directamente 
drogas para que la persona que los solicitó los emplee por 
sí mismo y provoque su propia muerte.

Cabe considerar por otra parte que, en el desarrollo 
de la muerte digna regulada en nuestra legislación, a 
través de la ley de Derechos del Paciente en su Relación 
con los Profesionales e Instituciones de la Salud 29 y su 
modificatoria 30, en muchos casos se presenta a través 
del consentimiento informado consecutivamente a las 
directivas anticipadas, en tanto esta práctica compren-
de no prolongar la vida del paciente que médicamente 
se conoce que no mejorará su cuadro de salud, es decir 
que prolonga el estadio irreversible y terminal del pa-
ciente.

La eutanasia no busca la muerte, sino que busca huma-
nizar el proceso de la muerte y no retardarla inútilmente, 
lo cual generaría de forma indirecta o más bien directa 
que el proceso de la muerte sea inhumano y degradante.

28	  Art. 83 Código Penal Argentino: “Será reprimido con 
prisión de uno a cuatro años, el que instigare a otro al suicidio 
o le ayudare a cometerlo, si el suicidio se hubiese tentado o 
consumado”.

29	  Ley 26.529/2009.

30	  Ley 26.742/2012.
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3. Vivir y morir con dignidad. Perspectivas de la 
eutanasia desde la ética y la dignidad

A la hora de analizar la eutanasia desde su contenido 
ético, debemos partir de la base de plantear a la ética 
como la doctrina sobre la moral, que a la vez funciona 
como el sistema de normas y conductas que se relacio-
nan con la sociedad entre sí. Debe señalarse entonces, 
que existen diferentes ramas de la ética que la comple-
mentan, y que ayudan a la resolución de conflictos que 
son susceptibles de cuestionamientos tanto para la ética 
como para la moral. Es aquí donde toma protagonismo la 
Bioética, en tanto heredera de estos conceptos ilustrados, 
no sólo en pos de discutir las cuestiones morales en el 
ámbito de la biomedicina, sino que además incluye cues-
tiones epistemológicas y ontológicas, tales como es una 
disciplina que aplica tácticas clínicas para definir el rol 
de la ética en situaciones determinadas en donde estos 
aspectos morales son puestos en juego, tal el caso de la 
eutanasia.

La eutanasia es definida como un suicidio asistido, o 
provocar la muerte para beneficio de la persona. Etimo-
lógicamente significa buena muerte eu: bueno y thanatos: 
muerte, describiéndose así como una muerte sin sufri-
miento. El debate se manifiesta cuando la búsqueda de la 
buena muerte se produce con la intervención de un médi-
co, la problemática moral surge con la reflexión sobre si 
es aceptable que una de las formas de actuar para aliviar 
sea causar la muerte.

Desde una perspectiva más bien consecuencialista, en-
tendemos que no en todos los casos existe concordancia 
manifiesta entre lo correcto y lo ético. Analizando los es-
critos kantianos, entendemos la ética como un compro-
miso inquebrantable con la libertad humana, por lo que 
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es el individuo el responsable de decidir si va a realizarse 
o no la eutanasia, en caso, claro, de que se encuentre en 
condiciones para manifestar su voluntad. Epicuro soste-
nía que el hombre aspira naturalmente al placer, y que 
en ello no hay nada que reprochar; ahora bien, su pensa-
miento filosófico demostraba que los llamados “placeres 
espirituales” se encontraban en un plano superior res-
pecto de los “placeres corporales”. Esto se relaciona con 
el debate que gira en torno a la práctica de la eutanasia, 
ya que cuando la voluntad final del individuo es su propia 
muerte, éste realiza su último intento de búsqueda de 
placer, en pos justamente de terminar con su sufrimien-
to. El rol del consecuencialismo como forma de tener en 
cuenta las consecuencias de sus decisiones, es fundamen-
tal a la hora de profundizar en el debate entre lo correcto 
y lo incorrecto en torno a la decisión de terminar con la 
vida de una persona en pos de terminar con su sufrimien-
to. Si bien no es sencillo definir las circunstancias bajo 
las cuales una vida se encuentra irremediablemente con 
carácter de valor.

Ahora bien, la cuestión de la dignidad de la persona 
toma protagonismo en el presente debate, profundizado 
con el pasar de los años debido al poder de la tecnolo-
gía que muchas veces prolonga innecesariamente vidas 
y que muchas veces permite que la muerte se adueñe de 
casi toda la persona que, por si fuera poco, debido a su 
condición corresponde plantearse si efectivamente es un 
debate pertinente. No debe este bien supremo que es la 
vida sobreponerse a otro de igual relevancia que es el de 
la dignidad y el de la libertad. Se debe vivir en tanto y 
en cuanto una persona considera que puede vivirla con 
dignidad.

Una de las grandes obligaciones en torno a la muer-
te es pensarla aun cuando pueda parecer una situación 
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lejana, no como una derrota del ser humano, sino como 
un proceso al cual vamos a llegar y el cual debemos ir 
absorbiendo y trabajar en el transcurso de nuestra vida 
con el fin de intentar que sea lo menos traumático posi-
ble.

En el pensamiento contemporáneo se habla poco de la 
calidad de muerte, no es un tema que genere interés, fun-
damentalmente porque éste no es un tema que reditúe 
en lo absoluto en términos económicos. El tema del bien 
morir, de la relación médico paciente o de la lealtad del 
médico hacia el enfermo ha perdido importancia en sin-
tonía con la pérdida de debates éticos en todos los planos 
de nuestra sociedad.

El vocablo dignidad ha adquirido una especial fuerza 
retórica en los debates sobre eutanasia o ayuda médica al 
suicidio 31, y, lógicamente, sufre una constante manipula-
ción en virtud de persuadir tanto por quienes promueven 
dichas prácticas como por quienes las rechazan. Poner 
en la centralidad, en tanto punto de partida epistemo-
lógico, a la dignidad del morir, ésta se ha convertido en 
la cuestión principal que enfrenta las históricas visiones 
de la vida y la muerte. Desde nuestro posicionamiento, y 
entendiendo la combinación de múltiples problematiza-
ciones a que nos tiene acostumbrado el microcosmos del 
Derecho y del complejo estudio de las ciencias jurídicas y 
su implicancia en la sociedad, entendemos que existe un 
aspecto tan fundamental como categórico; y esto es que 
la profesión médica no puede eludir su responsabilidad 
frente a tamaña discusión sobre la muerte y el morir en 
sus relaciones con la dignidad humana.

31	  Juan Pablo II, Carta Encíclica Evangelium vitae, Li-
brería Editrice Vaticana, Ciudad del Vaticano, 1995.
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Comprendiendo la dignidad humana como un aspecto 
central de todo estudio de carácter bioético, trascienden 
dos posiciones polares: la primera se rige por simplificar 
lo esencial de las interpretaciones que se hacen en la so-
ciedad plural de hoy de la dignidad del morir, y la otra es 
ensayar una interpretación personal de lo peculiar que la 
dignidad humana adquiere en el transcurso de la enfer-
medad terminal y en el proceso del morir.

Esta suerte de dualismo filosófico en torno a la cues-
tión de la dignidad humana se ve representado en las 
siguientes dos posturas:

La primera insiste en afirmar una proclama de la dig-
nidad intangible de toda vida humana, incluso cuando se 
trata en el camino hacia la muerte, ya que entiende que 
todas las vidas humanas y en toda su duración, desde 
la concepción a la muerte natural, están dotadas de una 
dignidad intrínseca, objetiva, poseída por igual por todos: 
esa dignidad es la que sacraliza en definitiva cada uno 
de los momentos por lo que pasa una persona a lo largo 
de su vida. Por otro lado, la segunda afirma que la vida 
humana es un bien precioso, nutrido de dignidad, que 
se ve repartido en forma desigual entre los seres huma-
nos, y que, en cada individuo, sufre fluctuaciones con el 
transcurso del tiempo, hasta el punto de que puede ex-
tinguirse y desaparecer: la dignidad consiste en calidad 
de vida, en fundada aspiración a la excelencia. Cuando la 
calidad decae por debajo de un nivel crítico, la vida pier-
de su dignidad y deja de ser un bien altamente estimable. 
Sin dignidad, la vida del hombre deja de ser verdadera-
mente humana y se hace lamentablemente dispensable, 
en resumen: esa vida ya no es vida. Entonces, mal que 
nos pese en estas situaciones, la forzada anticipación de 
la muerte es la solución apetecible y necesaria cuando la 
vida pierde su dignidad.
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Visto desde una perspectiva religiosa, específicamente 
cristiana, se mantiene la proclama del respeto a la vida, 
que se afianza en el hecho de que la dignidad humana es 
compartida por igual por todas las personas y asegura 
que esa dignidad no se deteriora con el paso de los años 
ni se degrada por la enfermedad y el proceso de morir 32.

En esta tradición, cada persona representa un ser de 
valor y dignidad intrínsecos, un agente moral, responsa-
ble y libre, que, por ser hecho a la semejanza de Dios (Gé-
nesis 1:26), es absolutamente resistente a la degradación 
ontológica. En consecuencia, el respeto de la dignidad 
intangible de toda vida humana será coextensivo con el 
tiempo de su muerte: todas las vidas humanas en toda su 
duración, desde la concepción a la muerte natural, están 
dotadas de una dignidad intrínseca, objetiva, poseída por 
igual por todos: esa dignidad sacraliza cada uno de los 
momentos en la vida de una persona.

Esta comprensión del hombre como imagen de Dios, 
aun a pesar de sus vicios y deficiencias nutrió su con-
ceptualización de un gigantesco rigor moral y de una 
humanidad incomparable a la ley mosaica 33, cuando se 
la compara con otras legislaciones de la antigüedad. Lo 
distintivo de ella es que ya no es aceptable marcar como 
indigna a ninguna persona ni por su clase social, ni por 
su color, ni por su aspecto.

Desde esta perspectiva, tanto los enfermos, los des-
ahuciados como los moribundos se presentan como un 
acertijo para sus seres queridos, así como también para 

32	  Juan Pablo II, Carta apostólica Salvifici doloris, Li-
brería Editrice Vaticana, Ciudad del Vaticano, 1984.

33	  Ley mosaica se refiere a las leyes religiosas del Pueblo 
de Israel (Am Israel), escritas en la Santa Biblia
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médicos y enfermeras. Son muchas veces un enigma, 
porque nos imponen la difícil tarea de descubrir y reco-
nocer en su apariencia, cuál es efectivamente su volun-
tad y cómo traducir a través de ella la voluntad del ser 
humano.

Basándose únicamente en la trivialidad que nos ofre-
cen las apariencias, la enfermedad terminal, tan acom-
pañada en ocasiones de dolor, angustia y ansiedad, en 
cierto modo deja de lado la dignidad del enfermo, ocul-
tándose, incluso hasta hacer parecer que ésta no existe. 
Porque si, en cierto modo, la salud nos da la capacidad de 
alcanzar una cierta medida de plenitud humana, estar 
gravemente enfermo -y más aun en una situación termi-
nal- limita, de modos y en grados diferentes, esa impor-
tante dimensión de la dignidad, en cuanto a su carácter 
intrínseco, que es la capacidad de desarrollar el proyecto 
de persona al cual cada uno de nosotros aspira y que nos 
es reconocido por las diferentes Convenciones internacio-
nales de jerarquía constitucional.

La relevancia en las prácticas médicas que estos con-
ceptos mencionados pueden tener es de gran interés para 
todos, en especial para aquellos que directamente partici-
pan dentro del sistema de salud, así como para los legisla-
dores y juristas a quienes les podría ampliar su horizonte 
de comprensión sobre la muerte a la hora de debatir sobre 
los derechos fundamentales y regular este tópico tan labe-
ríntico. Los conceptos de dignidad humana y cuidado de la 
muerte nos ayudan a poder entender los límites y necesi-
dades que se suscitan en casos de eutanasia.

En rigor de esto, debemos considerar por un momento 
que esta práctica resulta revolucionaria, y en tanto su 
carácter disruptivo, supuso para el mundo -al momento 
de su surgimiento y en la actualidad- el ejercicio de una 
práctica ajena, cuando no contraria a la moral y a la éti-
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ca. Sin embargo, la práctica de la medicina en la antigüe-
dad y sus implicancias éticas no fueron ciegas a la idea de 
la dignidad del morir.

El punto era que la fragilidad extrema e irreversible, 
el hecho de ya que no existiera vuelta atrás, no parecía 
entonces digna de atención. La circunstancia en la que el 
médico debía decidir sobre el destino de aquella persona 
a la cual ya no era posible mantener con vida en una 
situación tolerable, concluían en una declaración con ca-
rácter de sentencia en aquel entonces -que aun con sus 
diferencias es la misma que se plantea en la actualidad- 
y se seguía en la antigüedad al pie de la letra. El médico, 
de algún modo, abandonaba al incurable.

Recordemos entonces que, en la tradición hipocrá-
tica, el médico se abstiene de proporcionar un veneno 
a su paciente para que éste pusiera fin a su vida. Eso 
era todo: el médico no tenía medicinas, ni heroicas ni 
eutanásicas, con que ayudarle. Lo que suele conocer-
se como “inutilidad terapéutica” obligaba a respetar el 
curso natural de un desenlace inevitable. En su famo-
so libro La República, Platón resume la actitud de la 
medicina griega, incluida la escuela de Hipócrates, con 
estas palabras: “Esculapio enseñó que la medicina era 
para los de naturaleza saludable que estaban sufriendo 
una enfermedad específica. Él les libraba de su mal y les 
ordenaba vivir con normalidad. Pero a aquellos cuyos 
cuerpos están siempre en un estado interno enfermizo, 
nunca les prescribió un régimen que pudiera hacer de 
su vida una miseria más prolongada. La medicina no 
era para ellos: aunque fuesen más ricos que Midas, no 
deberían ser tratados” 34.

34	  Platón, La República, Gredos, Madrid, 2003.
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A los elementos éticos anteriormente mencionados y 
al concepto de dignidad, debemos agregar la voluntad y 
la libertad del individuo. En este aspecto entendemos 
que no se puede de ninguna manera obligar a alguien a 
vivir en contra de su voluntad; esto se debe -entre otras 
razones- a que el daño que se ocasiona al hacerlo puede 
tener lugar tanto en su sufrimiento físico y moral como 
en su dignidad; ya que para muchas personas el daño 
no es el término de la vida, sino continuar una vida su-
friendo, o quedar en estado vegetativo, como ser inocuo, 
sin sustancia vital y cerrado al mundo que conoce por 
completo.

El respeto a la vida tiene unos límites subjetivos que 
no deben ser quebrantados. Nadie debería tener la potes-
tad de obligar a nadie a seguir viviendo en un estado que 
para la otra persona es indignante o humillante.

Debe señalarse también que siempre que la persona 
esté plenamente consciente, lúcida y en uso de su razón, 
se le debe respetar su capacidad de autodeterminación, 
de elegir su propio horizonte de vida. En caso de que la 
persona termine inconsciente antes de expresar su volun-
tad, deben tenerse en cuenta tanto los testimonios cerca-
nos que atestigüen su voluntad, como la prueba escrita 
de sus pensamientos. En caso de no haber dejado nada 
por escrito, alguna persona cercana podría reconstruir 
su discurso en forma de consentimiento hipotético, o a la 
manera en que lo entiende Dworkin: una reconstrucción 
de su integridad histórica que le otorgue coherencia a su 
vida o, más bien, a su muerte 35.

35	  Dworkin, Ronald, El dominio de la vida. Una discusión 
acerca del aborto, la eutanasia y la libertad individual, Barce-
lona, 1994.
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Una perspectiva con un rigor filosófico fundamental-
mente basado en nociones éticas y de valor de la dignidad 
humana, que se encuentre además cargada por este tipo 
de subjetividades, dignifica los procedimientos médicos y 
legales de la eutanasia, las relaciones entre los agentes 
sociales que participan de ella y, en general, la vida de 
cada uno de nosotros.

4. Derechos personalísimos: la autonomía de la 
voluntad como eslabón esencial del derecho a la 
eutanasia

El siguiente análisis sobre la eutanasia será aborda-
do con completo énfasis en la autonomía de la voluntad, 
el fundamento de mayor peso en el camino a su regula-
ción.

En un mundo donde la posibilidad de elegir se ve com-
pletamente limitada, donde la libertad termina siendo 
interferida, donde inclusive creemos tener la potestad 
para determinar libremente las elecciones que tomamos, 
siendo objetivos terminamos siendo presos de un sistema 
que sólo busca mantenernos al margen de la toma de de-
cisiones personales y de ejercer la soberanía de nuestra 
vida. Aun así, sería incompleta la visión de la toma de 
decisión si la describiéramos desde el lugar utópico de 
poder elegir libremente, tanto las decisiones cotidianas 
como aquellas que requieren mayor interés. Abarca tam-
bién la lucha por la no exclusión/marginación de aquellos 
que optan por ejercer este derecho.

Partiendo entonces de la base de que la autonomía 
debe servirnos de guía ante cada decisión y en todo mo-
mento, no se la puede dejar excluida cuando se trate de 
elegir, siempre que se pueda, la forma en la que quere-
mos finalizar nuestra vida.
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El derecho humano a la vida y su protección tanto por 
normativa nacional como internacional será siempre la 
prioridad dentro de una escala jerárquica de derechos 
que podamos visualizar, pero cuando esta vida de que 
se trata pasa a encontrarse en una situación donde pri-
ma el sufrimiento, la agonía, con presencia de enferme-
dades terminales, de padecimientos que impiden vivir 
en tranquilidad y dignamente, es donde se produce un 
quiebre en uno de los ejes estructurales de la autonomía. 
Puntualmente un quiebre en la trayectoria del derecho 
a elegir, porque pudiendo una persona escoger la forma 
en la que desea transitar su día a día desde que tiene 
uso de razón, se encuentra en la situación paradójica de 
estar transitando un estado de salud indigno -fundado 
en diferentes supuestos sobre los cuales profundizare-
mos más adelante- es que consideramos fundamental 
darle al sujeto la posibilidad de escoger qué desea para 
su vida.

Por supuesto y no está de más aclarar que velamos 
por la vida humana digna. Que entendemos que parte de 
vivir dignamente es morir dignamente, y que debe tener 
mayor peso la elección propia del paciente que el respeto 
por un protocolo tradicional.

El derecho a morir dignamente está relacionado con el 
reconocimiento jurídico de la dignidad y la autonomía de 
la persona humana. Dignidad y libertad amparadas tan-
to en nuestra Constitución Nacional como en los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos. A saber: Sobre la 
posibilidad de ejercer la plena autonomía, nuestra Cons-
titución Nacional en su artículo 19 dice “Las acciones 
privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al 
orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, 
están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad 
de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será 
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obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo 
que ella no prohíbe”.

Plasmado también de manera implícita en el Preám-
bulo y en su artículo 33, y explícitamente en el artículo 
42 indicando en su párrafo 1 (…) “Los consumidores y 
usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la rela-
ción de consumo, a la protección de su salud, seguridad 
e intereses económicos; a una información adecuada y 
veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato 
equitativo y digno(…)”.

Como también así en el artículo 75, inciso 22 que incor-
pora a partir de la reforma de 1994 con rango constitucio-
nal los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
Entre ellos, podemos destacar los siguientes:

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
en su artículo 5 inc. 1: “Toda persona tiene derecho a que 
se respete su integridad física, psíquica y moral”.

La Declaración Universal de Derechos Humanos afir-
ma en el artículo 25 que “toda persona tiene derecho a 
un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y en especial la alimentación, el vestido, 
la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios”.

El Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, en su artículo 12: “1. Los Esta-
dos Partes en el presente Pacto reconocen el derecho 
de toda persona al disfrute del más alto nivel posible 
de salud física y mental. 2. Entre las medidas que de-
berán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de 
asegurar la plena efectividad de este derecho, figura-
rán las necesarias para: a) La reducción de la mortina-
talidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo 
de los niños; b) El mejoramiento en todos sus aspectos 
de la higiene del trabajo y del medio ambiente; c) La 
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prevención y el tratamiento de las enfermedades epi-
démicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y 
la lucha contra ellas; d) La creación de condiciones que 
aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos 
en caso de enfermedad”.

Como también el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos en su artículo 7: “Nadie será some-
tido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. En particular, nadie será sometido sin 
su libre consentimiento a experimentos médicos o cien-
tíficos”.

Es menester destacar la sanción de la ley 26.742, “Ley 
de Muerte Digna”, donde los temas abordados se encuen-
tran a la altura de la evolución social que atravesamos. 
Se evidencia que para haber llegado al punto de regulari-
zar una temática tan trascendental en nuestro país como 
lo es la muerte digna, los hechos corrían al Derecho exi-
giéndole que ampare determinadas situaciones. No debe-
mos quitar el foco de que estamos en presencia de un país 
sumamente arraigado a la religión, con puntualmente la 
religión católica como oficial del Estado. Principal funda-
mento de aquellos que se oponían a la sanción de ley de 
muerte digna, siendo los mismos que en su momento se 
opusieron a la legalización de interrupción del embarazo. 
Su arraigo al mantener esta postura está en un princi-
pio fundamental como lo es la protección a la vida, pero, 
dejando de lado luchas colectivas que vienen a demos-
trar que para avanzar es necesario abrir el abanico de 
opciones más allá de lo conocido y así poder crecer tanto 
a nivel social como jurídico.

La ley citada como aspecto novedoso hace alusión al 
“consentimiento informado y directivas anticipadas”.

De su simple lectura puede deducirse que para todo 
tratamiento médico se requiere el consentimiento del 
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paciente, entendiendo a éste como la elección tomada 
con intención, discernimiento y libertad. Lo novedoso se 
encuentra en la posibilidad de elección que tendrá el pa-
ciente (que transita una enfermedad terminal, irrever-
sible, con una escasa esperanza de mejoría, o mismo en 
un estado agonizante), de rechazar cirugías, tratamien-
tos médicos, de reanimación o inclusive procedimientos 
de hidratación o alimentación, como también así cuida-
dos paliativos, cuando éstos no puedan garantizar una 
mejoría en el cuadro clínico y que sólo prolonguen su 
agonía.

Por ello, abarca tanto el consentimiento libre e infor-
mado del paciente, como la imposibilidad del médico de 
imponer un tratamiento que el enfermo no quiera, basán-
dose en los códigos de ética medicinales, donde lo prin-
cipal siempre es velar por la vida del paciente, encon-
trándose ahora en un pie de igualdad su dignidad y au-
tonomía. Inclusive y referido a esto, la normativa legisla 
la prohibición de aplicar sanciones civiles, penales y/o 
administrativas al personal de salud que haga lugar a la 
decisión del paciente. En su artículo 11 bis la ley 26.529 
refiere que: “Ningún profesional interviniente que haya 
obrado de acuerdo con las disposiciones de la presente ley 
está sujeto a responsabilidad civil, penal, ni administra-
tiva, derivadas del cumplimiento de ésta”.

La elección pertenece en su totalidad al paciente. Claro 
que la misma deberá ser ejercida con plena capacidad, y 
habiendo sido previamente informado del tratamiento y sus 
posibles consecuencias. Para el supuesto de que el enfermo 
se encuentre en un estadio de capacidad restringida o in-
capacidad, la ley establece un orden prelativo de personas 
que podrán decidir por él, donde el ámbito de la autonomía 
se ve ciertamente limitado, pero se intentará que personas 
allegadas puedan generarle el menor sufrimiento posible. 
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Amparado por el Derecho de fondo, artículo 59 36 del 

36	  Articulo 59 CCYC. Consentimiento informado para 
actos médicos e investigaciones en salud. El consentimiento 
informado para actos médicos e investigaciones en salud es 
la declaración de voluntad expresada por el paciente, emitida 
luego de recibir información clara, precisa y adecuada, respec-
to a:

a) su estado de salud;
b) el procedimiento propuesto, con especificación de los ob-

jetivos perseguidos;
c) los beneficios esperados del procedimiento;
d) los riesgos, molestias y efectos adversos previsibles;
e) la especificación de los procedimientos alternativos y sus 

riesgos, beneficios y perjuicios en relación con el procedimien-
to propuesto;

f) las consecuencias previsibles de la no realización del pro-
cedimiento propuesto o de los alternativos especificados;

g) en caso de padecer una enfermedad irreversible, incurable, 
o cuando se encuentre en estado terminal, o haya sufrido lesio-
nes que lo coloquen en igual situación, el derecho a rechazar 
procedimientos quirúrgicos, de hidratación, alimentación, de 
reanimación artificial o al retiro de medidas de soporte vital, 
cuando sean extraordinarios o desproporcionados en relación 
a las perspectivas de mejoría, o produzcan sufrimiento desme-
surado, o tengan por único efecto la prolongación en el tiempo 
de ese estadio terminal irreversible e incurable;

h) el derecho a recibir cuidados paliativos integrales en el 
proceso de atención de su enfermedad o padecimiento.

Ninguna persona con discapacidad puede ser sometida a 
investigaciones en salud sin su consentimiento libre e infor-
mado, para lo cual se le debe garantizar el acceso a los apoyos 
que necesite.

Nadie puede ser sometido a exámenes o tratamientos clí-
nicos o quirúrgicos sin su consentimiento libre e informado, 
excepto disposición legal en contrario.
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CCYC de la Nación; como también así por los arts. 5 37

Si la persona se encuentra absolutamente imposibilitada 
para expresar su voluntad al tiempo de la atención médica y 
no la ha expresado anticipadamente, el consentimiento puede 
ser otorgado por el representante legal, el apoyo, el cónyuge, 
el conviviente, el pariente o el allegado que acompañe al pa-
ciente, siempre que medie situación de emergencia con riesgo 
cierto e inminente de un mal grave para su vida o su salud. En 
ausencia de todos ellos, el médico puede prescindir del consen-
timiento si su actuación es urgente y tiene por objeto evitar un 
mal grave al paciente.

37	  Definición. Entiéndase por consentimiento informado 
la declaración de voluntad suficiente efectuada por el pacien-
te, o por sus representantes legales, en su caso, emitida luego 
de recibir, por parte del profesional interviniente, información 
clara, precisa y adecuada con respecto a:

a) Su estado de salud;
b) El procedimiento propuesto, con especificación de los ob-

jetivos perseguidos;
c) Los beneficios esperados del procedimiento;
d) Los riesgos, molestias y efectos adversos previsibles;
e) La especificación de los procedimientos alternativos y sus 

riesgos, beneficios y perjuicios en relación con el procedimien-
to propuesto;

f) Las consecuencias previsibles de la no realización del pro-
cedimiento propuesto o de los alternativos especificados;

g) El derecho que le asiste en caso de padecer una enferme-
dad irreversible, incurable, o cuando se encuentre en estadio 
terminal, o haya sufrido lesiones que lo coloquen en igual si-
tuación, en cuanto al rechazo de procedimientos quirúrgicos, 
de hidratación, alimentación, de reanimación artificial o al 
retiro de medidas de soporte vital, cuando sean extraordina-
rios o desproporcionados en relación con las perspectivas de 
mejoría, o que produzcan sufrimiento desmesurado, también 
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y 6 38 de la ley 26.529.
Avocándonos en el segundo punto que llamó nuestra 

atención, las D.A. (directivas anticipadas), la ley 26.742 
limitó la forma de ejercer el mencionado consentimiento 
por medio de una redacción escrita sin excepción ante es-
cribano público o juzgados de primera instancia de la loca-
lidad, con presencia de 2 testigos 39.

del derecho de rechazar procedimientos de hidratación y ali-
mentación cuando los mismos produzcan como único efecto la 
prolongación en el tiempo de ese estadio terminal irreversible 
e incurable;

h) El derecho a recibir cuidados paliativos integrales en el 
proceso de atención de su enfermedad o padecimiento. 

38	  Obligatoriedad. Toda actuación profesional en el ám-
bito médico-sanitario, sea público o privado, requiere, con 
carácter general y dentro de los límites que se fijen por vía 
reglamentaria, el previo consentimiento informado del paci-
ente.

En el supuesto de incapacidad del paciente, o imposibilidad 
de brindar el consentimiento informado a causa de su estado 
físico o psíquico, el mismo podrá ser dado por las personas 
mencionadas en el artículo 21 de la Ley 24.193, con los requi-
sitos y con el orden de prelación allí establecido.

Sin perjuicio de la aplicación del párrafo anterior, deberá 
garantizarse que el paciente en la medida de sus posibili-
dades, participe en la toma de decisiones a lo largo del proceso 
sanitario.

39	  Art. 11 Ley. 26.742 Artículo 11. — Directivas anticipa-
das. Toda persona capaz mayor de edad puede disponer

directivas anticipadas sobre su salud, pudiendo consentir 
o rechazar determinados tratamientos médicos, preventivos 
o paliativos, y decisiones relativas a su salud. Las directivas 
deberán ser aceptadas por el médico a cargo, salvo las que 
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Entendemos se trata de una cuestión de mera formali-
dad producto de la delicadeza del tema. Frente a escriba-
no público para que haga fe del hecho y asegure la identi-
dad del declarante, donde también deberá estar presente 
el cuerpo médico e indicarle al paciente el tratamiento 
de posible aplicación, lo cual quedará constatado en su 
totalidad en la historia clínica del sujeto.

Puntualmente cuando mencionábamos que los hechos 
ocurridos son los que obligan a nuestros legisladores a 
sancionar leyes como la presente, nos topamos con su-
cesos que sientan jurisprudencia y marcan firmemente 
el camino como lo es el caso “Bahamóndez” de1989. Si 
bien no constituye un ejemplo de eutanasia, pero contie-
ne reflexiones vinculadas al tema. El caso consta de un 
testigo de Jehová que se rehúsa a recibir una transfusión 
de sangre, fundado en su religión, encontrándose en un 
delicado estado de salud. El cuerpo médico entendiendo 
que se trataba de un suicidio por medios no violentos, so-
licita autorización judicial para realizar la debida trans-
fusión. El caso llega a la Corte Suprema cuatro años des-
pués cuando el paciente ya había sido dado de alta, pero 
la misma se expresa al respecto reconociendo el derecho 
a rehusar tratamientos médicos, sobre la base de que el 
titular nato del derecho a la salud es el propio paciente.

Los jueces fundan su decisión en el ya citado artículo 
19 de nuestra Constitución Nacional, y es valiosamente 

impliquen desarrollar prácticas eutanásicas, las que se ten-
drán como inexistentes. La declaración de voluntad deberá 
formalizarse por escrito ante escribano público o juzgados de 
primera instancia, para lo cual se requerirá de la presencia de 
dos (2) testigos. Dicha declaración podrá ser revocada en todo 
momento por quien la manifestó.
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casi 20 años después de este fallo que se convierte en ley, 
la 26.742.

5. Derecho Comparado

El que aquí nos atañe, por diversas cuestiones ha sido 
uno de los temas considerados tabú en la mayoría de la 
sociedad occidental. Si bien existen varios países que hoy 
en día encuentran una regulación a la temática, muy po-
cos son los que lo han regulado y nos encontramos con la 
necesidad de descifrar cuál es la mejor manera de llevar 
este sistema a la práctica. Por consiguiente, resulta ne-
cesario dirigir nuestros ojos al Derecho Comparado con 
el objetivo de descubrir cuál es la regulación más óptima 
en esta materia.

Al día de la fecha nos encontramos con sólo siete países 
que consagran la eutanasia en sus ordenamientos jurídi-
cos. Ellos son Países Bajos (2002), Bélgica (2002), Luxem-
burgo (2009), Colombia (2014), Canadá (2016), España 
(2021), y Nueva Zelanda (2021).

El caso colombiano es, quizás, el más atípico de los 
nombrados, dado que en el país sudamericano resulta de 
una creación pretoriana de la Corte Constitucional del 
mismo. Esto presenta ciertas complicaciones dado que, 
si bien cuando el máximo tribunal lo consagró, exhortó 
al Estado a realizar una ley que lo regule, debido a que 
actualmente no se encuentra regulada como debería ser. 
Esto termina generando que en el país sudamericano sólo 
existan ciertos principios rectores, pero falte un procedi-
miento completo para realizarse.

Uno de los componentes más importantes a analizar en 
esta cuestión, son los presupuestos necesarios para que se 
pueda efectuar la eutanasia; es así como encontramos dos 
aspectos de suma importancia que toman en cuenta los 
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países donde hoy en día se encuentra regulada: el con-
sentimiento y las características de la enfermedad.

El consentimiento resulta un eje central de esta temá-
tica, y no es casual que así lo sea, como hemos mencionado 
anteriormente, el consentimiento informado forma parte 
de uno de los derechos más importantes que poseen los 
pacientes, y es en donde la autonomía de la voluntad se 
ve reflejada. Sin embargo, a la hora de establecer las ba-
ses necesarias para el mismo, los países difieren sobre el 
límite de edad y la forma de manifestar la voluntad que 
tiene la persona.

En primera medida, podemos observar que en lo que 
refiere a la de edad, la gran parte de los países requieren 
la mayoría de edad, del cual se alejan Bélgica y Holan-
da. Los primeros, permitiendo la eutanasia en mayores 
de edad, menores emancipados y menores con discerni-
miento. Por su parte, el sistema holandés se lo permite a 
pacientes de hasta 12 años, pero solicitando autorización 
del mayor a cargo de 12 a 16, y de 16 a 18 se requiere que 
los adultos a cargo participen en la decisión.

Por otro lado, la forma de prestar la voluntad presenta 
un desafío para los legisladores. Al estar decidiendo algo 
tan significativo como lo es darle fin a una vida, algunas 
leyes pusieron sus esfuerzos en que ésta quede verificada. 
Es por ello por lo que todos los países requieren que la 
misma se haya realizado sin presiones externas. En base 
a eso Holanda dispone que, para practicarla, el médico 
haya “…llegado al convencimiento de que la petición del 
paciente es voluntaria y bien meditada”. Buscando tam-
bién lo mismo, España pone como requisito la existencia 
de dos solicitudes del paciente: que sea por escrito y en 
un lapso mínimo de 15 días.

Con relación al otro punto de análisis en materia de 
requisitos para la eutanasia, las características de la en-
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fermedad tienen un tratamiento bastante similar, y es 
que todas las leyes salen del mismo punto de partida, la 
existencia de una enfermedad que sea grave e incurable. 
El problema radica en lograr establecer qué se entiende 
por una enfermedad “grave e incurable”, cuestión que si-
gue generando puntos grises cuando lo llevamos al caso 
concreto. Por estos motivos y en búsqueda de dotar de pre-
cisión al concepto, Nueva Zelanda exige un pronóstico de 
vida inferior a los 6 meses para el paciente, mientras que 
países como Bélgica y Holanda agregan la necesidad de 
que el paciente tenga un padecimiento (ya sea físico o 
psíquico) que no pueda ser aliviado.

Se ha verificado que algunos países intentan limitar 
este derecho, agregando nuevos requisitos. Así son los 
casos de Nueva Zelanda y España donde exigen que el 
paciente sea residente del país, o de Canadá que solicita 
que el mismo tenga el tiempo suficiente para acceder a su 
sistema de salud.

La posibilidad de solicitar una eutanasia previamen-
te a la existencia de una enfermedad genera controver-
sias en el Derecho Comparado. Y no es menor el conflic-
to, dado que si admitimos las declaraciones anticipadas 
estaríamos facultando a una persona a decidir terminar 
con su vida en un futuro, poniendo en tela de juicio si 
persiste o no su voluntad. Los países que permiten esta 
posibilidad son Bélgica, Holanda, Colombia y España. En 
esta materia los legisladores belgas, en el artículo 4 40 de 
la ley relativa a la eutanasia establecieron lo siguiente:

“Toda persona mayor de edad o menor emancipado y 
capaz puede, para el caso en que se encontrase en situa-
ción de no poder manifestar su voluntad, consignar por 

40	  Ley n 2002009590, expte. 2002-05-28/37.
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escrito, en una declaración, su voluntad de que un médico 
le practique la eutanasia si este médico constata:

● que padece una afección accidental o patológica gra-
ve e incurable;

● que está inconsciente;
● y que esta situación es irreversible en el estado ac-

tual de la ciencia”.
Esta declaración, en cualquiera de los casos, puede ser 

realizada o revocada en todo momento y debe hacerse por 
escrito, en presencia de dos testigos mayores de edad, uno 
de los cuales no tenga ningún interés material en el falle-
cimiento del paciente.

La declaración anticipada tiene un rol clave en este 
sistema, dado que sin ésta se le privaría a una enorme 
cantidad de pacientes, a los cuales su propia enfermedad 
les prohíbe manifestar su consentimiento, acceder a su 
derecho. Es por eso que entendemos que la declaración 
anticipada debe estar en todos los países que pretenden 
regular la eutanasia de una manera efectiva.

En búsqueda de controlar el accionar médico a la hora 
de realizar una eutanasia, tanto Bélgica como Holanda 
presentaron un sistema de organismos de control. Éstos 
se encuentran formados por un grupo de especialistas 
(en especial médicos y abogados), los cuales realizarán 
periódicamente dictámenes sobre las eutanasias practi-
cadas. Ellos definirán si el caso reúne todos los requisi-
tos para que se considere una eutanasia válida, así como 
también si el médico cumplió con todos los procedimien-
tos necesarios para la misma. Esta comisión, además se 
encargará de llevar un registro de los casos de termi-
nación de la vida a petición propia o de auxilio al suici-
dio que se le hayan notificado y hayan sido sometidos a 
su juicio. Luego de este breve resumen de la legislación 
existente sobre esta temática, podemos ver ciertas cosas:
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La primera de ellas es el rol de la eutanasia a nivel glo-
bal. Y es que, si bien existen países en los que está lega-
lizada, al día de la fecha sólo seis cuentan con una ley de 
eutanasia, lo cual resulta cuanto menos bajo. Personal-
mente pensamos que lo mismo se debe a lo complejo que 
puede ser conseguir legitimidad popular para consagrar 
un derecho de esta índole. Por otro lado, entendemos que 
resulta menester remarcar la importancia que tiene la 
declaración anticipada en esta materia: si pretendemos 
que el derecho a la eutanasia sea real y efectivo no pode-
mos omitir esta herramienta.

En cuanto a los organismos de control vemos que los 
mismos cumplen una función crucial en la faz práctica 
de este derecho, resultando imprescindible para los le-
gisladores argentinos que deseen sancionar una ley de 
eutanasia.

La eutanasia no sólo es un fenómeno actual, sino que 
también presenta cada vez más conflictos a futuro. Es así 
como podemos ver que año tras año encontramos en esos 
países a más gente que desea acceder a este derecho, por 
lo que entendemos que es necesario dotar a los argenti-
nos de esta posibilidad, con una ley precisa y efectiva.

6. Conclusiones

Sin duda alguna, podemos afirmar que, a pesar de 
tantos avances como sociedad, no pudimos avanzar en 
la concepción que se tiene sobre la muerte, continúa 
siendo un tema tabú al que nadie quiere dar respuesta 
en cuanto a su resignificación. Morir es parte de nues-
tro proceso, es un estadio más de nuestro paso por este 
mundo, todos nacemos y morimos, por diferentes cau-
sas, pero ese final llega a cada uno de nosotros. Aceptar 
la muerte como una etapa más del desarrollo del ser 
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humano es de suma importancia, para poder tratarla 
con el debido respeto que merece, y brindar la protec-
ción jurídica necesaria a aquellos que se encuentran en 
el proceso de morir. Todos merecemos una vida digna 
pero también merecemos una muerte digna, la dignidad 
no se acaba en el momento en que nos encontramos en 
el proceso de morir, sino que en este estadio es en donde 
más debe reflejarse la dignidad del ser humano que le es 
inherente y debe ser respetada.

La eutanasia busca humanizar y dignificar ese proceso 
hacia la muerte, respetando la decisión libre de la perso-
na sobre su propia vida, respetar la decisión de cuando la 
persona siente que su vida ha llegado a su fin, evitando 
tratamientos que prolongan por poco tiempo la vida, don-
de la agonía y sufrimiento se hacen presentes. La euta-
nasia no busca la muerte, sino que busca que ésta sea lo 
menos traumatizante posible, brindando al paciente la 
tranquilidad y respeto que se merece.

Debemos abordar la cuestión desde una visión ética 
y de valor de la dignidad humana, logrando de esta for-
ma dignificar los procedimientos médicos y legales de la 
eutanasia, las relaciones entre los agentes sociales que 
participan de ella y, en general, la vida de cada uno de 
nosotros. De esta forma, podemos garantizar el respeto 
a la autodeterminación de cada persona en las decisio-
nes que refieren a su proyecto de vida y cuando este 
acaba.

La eutanasia es una deuda pendiente y debemos sal-
darla.

“No hay más que un problema filosófico verdadera-
mente serio: el suicidio. Juzgar si la vida vale o no vale la 
pena de vivirla es responder a la pregunta fundamental 
de la filosofía” (Albert Camus, El mito de Sísifo).
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1. Introducción

El espacio integra junto con el tiempo una de las dos 
dimensiones que atraviesa nuestra existencia concreta. 
En este sentido, la ciencia nos enseña que la territoria-
lidad es una de las características más distintivas de las 
especies que se incluyen dentro del reino animal.

La especie humana participa de esta característica con 
la salvedad de que su dimensión territorial se encuen-
tra mediada por las construcciones culturales propias 
de cada tiempo y civilización, dejando de lado cualquier 
comportamiento instintivo. 

La lucha por el espacio ha sido una constante de la 
historia de la Humanidad, resultando una de las causas 
más importantes de la guerra. Por otro lado, la regula-
ción del uso y de la apropiación del espacio ha sido una 
de las principales preocupaciones de la autoridad pública 
desde los albores de su existencia.

El propósito de este trabajo es presentar una breve re-
seña de la evolución de la regulación del espacio público 
en general y concluir si esta materia ofrece un punto de 
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intersección entre el Derecho Público y el Derecho Priva-
do.

2. Antecedentes históricos

2.a. Roma

Asumiendo que nuestra base jurídica es de raíz roma-
nista, podemos acudir a la fuente del Derecho Romano 
para encontrar algunos antecedentes históricos y cultu-
rales relativos a la regulación del espacio.

En Roma, el Derecho Romano dividía la tierra en dos 
ámbitos básicos: el público y el privado. El ager privatus 
correspondía a las tierras ubicadas dentro de la jurisdic-
ción cercana a la misma Roma 41 cuyo dominio 42 era ejer-
cido por colectivos humanos agrupados bajo la autoridad 
de un sujeto que ostentaba el título de pater familias 43 y 
que asignaba lotes, animales de trabajo, esclavos, semi-
llas, etc. a los integrantes de su colectivo. Entre las po-

41	  La noción se fue luego ampliando a medida que Roma 
se iba expandiendo, dando lugar a la idea de “solo itálico”. 

42	  El dominio en su concepción romana se extiende “desde 
el Cielo hasta el Infierno” a partir de la superficie de terreno 
de que se resulta dueño. Es el derecho más fuerte y perfecto 
que una persona puede ejercer sobre una cosa.

43	  La idea de pater no guardaba relación con una cuestión 
biológica. El pater era la cabeza de ese colectivo social al cual 
no sólo mandaba (hacia adentro) sino que también represen-
taba (hacia afuera) frente a los otros colectivos con los que 
compartía el espacio y tenía relaciones de vecindad; frente a 
otros sujetos y frente a los dioses y demás potencias divinas 
que la cultura romana reconocía.
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testades del pater figuraba entonces el dominium, cuya 
transmisión fue regulada por institutos propios del Dere-
cho Privado con una importante incidencia del Derecho 
Público 44.

El espacio ocupado por las distintas familias consti-
tuía el principal patrimonio de las mismas y los roma-
nos rodearon su transmisión de una serie de requisitos 
y rituales 45 tendientes a proteger a cada familia ante la 
posibilidad de malas administraciones de los bienes de 
cada familia por parte de sus paters.

En cuanto a la tierra que quedaba “por fuera de la tie-
rra repartida entre las familias”, ésta conformaba el ager 
publicus, el cual podía ser puesto en producción 46 pero 
nunca aprehendido. Cuando Roma se transformó en im-
perio y la tierra pública creció, se conservó la distinción 
entre tierras itálicas y tierras imperiales 47 atravesada 
por la idea de tierra privada y tierra pública.

44	  Téngase presente que los romanos conocieron el llama-
do testamento in calatis comitia como una de las formas más 
antiguas de testar que implicaba la proclamación/institución 
del heredero frente a la comunidad reunida en comicio. Este 
comicio era una reunión de carácter política que representaba 
a la asamblea de los guerreros de los pueblos indoeuropeos, lo 
cual le otorgaba un fuerte carácter público.

45	  Ténganse presentes los actos realizados a través del 
cobre y la balanza (actos per aes et libram).

46	  Los romanos inventaron para esto una institución que 
denominaron ius in agro vectigalis.

47	  Será Justiniano quien abuela la distinción entre los 
tipos de tierra.
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En relación a la clasificación que los romanos hicieron 
de las cosas 48, éstos distinguían las cosas in comercium 
de las cosas extra comercium. Esta distinción implica-
ba considerar que algunas cosas eran susceptibles de 
ser apropiadas por los sujetos y transmitidas, en tanto 
sobre otras era imposible constituir una relación de de-
recho real. Entre las cosas que no podían apropiarse se 
distinguía entre las que no eran susceptibles de apro-
piación por decisión de los dioses (res extra comerci ex 
divini iuris) o por decisiones de los hombres (ex humani 
iuris). Dentro de este último grupo aparecían las cosas 
comunes, las cosas públicas y las cosas de universida-
des. 

Las cosas comunes eran aquellas que eran suscepti-
bles de ser gozadas por todas los hombres y mujeres sin 
ninguna distinción y en igual medida por lo que carecían 
de valor económico. Se trataba de la luz del sol, las estre-
llas, el agua del mar, la lluvia que cae, etc.

Las cosas públicas eran aquellas que podrían haberse 
apropiado por parte de alguna familia o particular, pero 
que se decidía dedicarlo al uso común de todos los habi-
tantes. Aquí entraban los ríos perennes, sus orillas, los 
caminos públicos, los puentes y los puertos.

Las cosas de universidades eran aquellas que se des-
tinaban al uso público de una comunidad en particular. 
Dentro de este grupo corresponde citar los teatros, pla-
zas, estatuas y fuentes, acueductos y alcantarillas, edi-
ficios públicos, calles. En algunos casos podían incluirse 
los muelles, acequias, lagares y molinos.

48	  Res-rei, en latín. Téngase presente que cosa era todo 
ente material tangible que caía en el ámbito de los sentidos y 
que era susceptible de regulación jurídica.
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Dentro de las cosas fuera de circulación económica por 
derecho divino aparecían las cosas sacras, las santas y 
religiosas.

Las cosas sacras o sagradas estaban consagradas al 
culto de los dioses y podían ser los templos, los jardines o 
bosques dedicados al culto. Las cosas santas tenían que 
ver con los ritos iniciáticos propios de la fundación de la 
ciudad de Roma 49 y comprendían los muros y puertas de 
la ciudad. Las cosas religiosas, por su parte, incluían los 
sepulcros y elementos dedicados a los cultos familiares o 
domésticos.

Como puede apreciarse, el Derecho determinaba qué 
espacios quedaban reservados a la apropiación de los 
particulares y cuáles quedaban reservados al disfrute 
por parte de todos los habitantes, independientemente 
de la condición jurídica de cada sujeto 50. En este sentido, 
debe considerarse que dentro de la cultura grecorroma-
na la delimitación del espacio público era realizada en 
base a criterios culturales o funcionales. La regulación 
del espacio público quedaba en manos de las autoridades 
civiles, religiosas o militares; las cuales podían disponer 
la clausura, el desalojo, la demolición, la prohibición de 
circulación etc. conforme a las necesidades de cada mo-
mento en particular.

49	  La leyenda de la fundación de Roma ofrecía una ex-
plicación muy didáctica del carácter santo de los elementos 
integrantes de esta categoría.

50	  Existía una compleja clasificación de las personas en 
base a la posición que ocupaban respecto de las tres categorías 
en las que los romanos dividían a la población.
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2.b. Edad Media

La Edad Media, etapa que continúa a la Edad Antigua, 
nos ofrece algunas características diferentes en relación 
con la utilización del espacio público.

En primer lugar debe tenerse presente que la ola de 
conversiones al cristianismo no eliminó los criterios de 
regulación del uso y ocupación del espacio público de 
raíz religiosa. Sólo simplificó este aspecto el hecho de 
que se atribuyese a la Iglesia la máxima potestad regu-
latoria 51.

La Edad Media implicó un retroceso de la vida urbana 
y del poder estatal. La coherencia que ofrecía el Derecho 
Romano cedió frente a la barbarización impuesta por la 
victoria de los vándalos, godos, francos, burgundios y de-
más pueblos. 

Recién a partir de los siglos XII-XIII comenzó a experi-
mentarse una lenta recuperación de la vida en las ciuda-
des. La feudalización de la vida implicó que se perdiera 
la coherencia que el Derecho Romano le había otorgado 
a la regulación del espacio 52 y así surgieron tantas par-
ticularidades como villas, aldeas y ciudades se fueron de-
sarrollando. 

51	  Téngase presente que la Iglesia va a regular principal-
mente el tiempo público, estableciendo el calendario de culto, 
los horarios de oración, los momentos de silencio y de ayuno, 
etc.

52	  Piénsese que toda el área cultural del imperio romano 
estaba atravesada por las mismas reglas en materia jurídica. 
Esta unidad se rompió a consecuencia de la desaparición del 
imperio y de la instalación de los llamados “reinos romanoger-
mánicos”.
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En dicho sentido y durante la Edad Media española, 
la riqueza de la vida comunal se verá nutrida por los re-
sultados del ejercicio del autogobierno. A lo largo de los 
siete siglos del llamado proceso de “Reconquista” 53 los 
príncipes cristianos estimularon la recolonización de las 
tierras ocupadas por los musulmanes ofreciendo el lla-
mado “fuero de repoblamiento”. El fuero permitió que las 
comunidades que se asentaban obtuviesen la capacidad 
de gobernarse en sus asuntos propios locales a través de 
los ayuntamientos locales.

No obstante la riqueza y variedad de las distintas dis-
posiciones, en términos generales las normas regularon 
el uso de calles, plazas, puentes y caminos, los espectá-
culos, juegos y representaciones que podían ofrecerse al 
público, los días y horarios de mercado, de apertura y cie-
rre de posadas, tabernas, puertas de acceso a la ciudad, 
ubicación de cementerios, corrales y mataderos.

2.c. Los tiempos de la Modernidad

La Modernidad implica una modificación sustantiva 
de la vida social en el Occidente europeo. La sucesión 
de consecuencias que se desprenden de las Cruzadas, la 
Reforma, el desarrollo de la imprenta, la generalización 
del uso de la pólvora en la guerra, el “descubrimiento y 
conquista” de América, la consolidación de la monarquía 
frente al poder tradicional de la nobleza y del clero, la 
renovación de la vida urbana, el proceso de acumulación 

53	  Entiéndese por tal al proceso que media entre la batal-
la de Covadonga librada aparentemente en el 722, atribuida 
al mitológico conde Don Pelayo y la caída de Granada en 1492 
ante el ejército combinado de los Reyes Católicos.
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pre capitalista y la revolución industrial, la revolución 
científica, la revolución de los transportes, el surgimiento 
de la burguesía y de la clase obrera, el liberalismo, el so-
cialismo, etc. tuvieron (y tienen aún) un enorme impacto 
sobre las formas de socialización, de organización del po-
der y de las actividades económicas.

El espacio público aparece como una extensión de la 
soberanía. No se trata de una extensión físico-territorial 
sustraída a la regulación. Todo lo contrario. En la lla-
mada “era de la propiedad privada”, se pierde de vista 
el hecho de que las extensiones territoriales sujetas al 
dominio de los particulares son mínimas en comparación 
con las tierras realengas/públicas.

2.c.1 Etapa constitutiva
Denominaremos etapa constitutiva a los tiempos que 

median entre los hechos que de acuerdo con los historia-
dores se señala el fin de la Edad Media y las revoluciones 
burguesas 54. En estos tiempos, las antiguas monarquías 
feudales se transformaron en reinos consolidados que se 
consideran el origen de los “Estados nacionales”. El pro-
ceso estuvo caracterizado por la concentración de poder 

54	  Para el fin de la Edad Media se han propuesto 1453 por 
la caída de Constantinopla en poder de los turcos otomanos o 
1492 a consecuencia del llamado “Descubrimiento de América” 
por parte de una expedición comandada por Cristobal Colón 
bajo el estandarte de Castilla. En cuanto a las revoluciones 
burguesas, Hobsbawn estudia el proceso desarrollado a par-
tir de 1789 pero nosotros tomamos como antecedente de este 
movimiento a la Revolución Gloriosa que en 1688 depone a los 
Estuardo en Inglaterra y da origen al cogobierno con el Par-
lamento, iniciando el primer ensayo duradero de limitación al 
poder de los reyes.
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en manos de los reyes, en desmedro de los otros agentes 
políticos del medioevo: los nobles, la Iglesia y las corpora-
ciones urbanas.

En este período los reyes se convirtieron en uno de los 
ejes simbólicos en torno a los cuales se construyeron los 
Estados modernos 55 y sus personas mismas se confun-
dían con la del propio Estado 56.

En esta etapa, el poder de regulación ha sido íntegra-
mente transferido al monarca y éste es no sólo el here-
dero de los antiguos privilegios, sino el dueño de todos 
los bienes que no se encuentran en manos de particula-
res. Las tierras sin ocupar se transforman entonces en 
“tierras realengas” y sólo podrán ser explotadas con ex-
presa autorización del rey, el cual puede acordar con de-
terminados particulares que éstos las exploten a cambio 
de una participación del rey en las ganancias que dicha 
explotación produzca (regalías) 57.

55	  El historiador español Comellas ha destacado que este 
proceso de construcción de las monarquías modernas se real-
izó en base a una triple unidad de los antiguos reinos mediev-
ales: unidad dinástica, unidad religiosa y unidad lingüística. 
Estos tres componentes se unieron entre sí creando una sin-
ergia tal en la que cada componente reforzaba a los otros dos 
y daba como resultado la aparición de los llamados “Estados 
nacionales”

56	  Renouvin nos recuerda que Luis XIV fue uno de los 
principales exponentes de este momento y desarrolla en su 
Historia de las Relaciones Internacionales cómo el objetivo del 
rey era que “su” Francia alcanzase los “límites naturales”.

57	  Bosques, minas, canteras, pesquerías eran considera-
das propiedad del rey, de allí el término de bienes “realengos”. 
Su explotación se hacía contra el pago de un canon o “regalía”. 
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Los tiempos de la Modernidad Próxima 58 han sido divi-
didos en etapas asociadas a fenómenos relacionados con 
los derechos incorporados a los cuerpos legales constitu-
cionales y, así, consideramos sucesivamente a las etapas 
liberal, social, ambiental y de la sociedad de la informa-
ción y de la comunicación 59.

2.c.2 Etapa liberal
Un aspecto a considerar en esta evolución es el tema 

de la consideración en relación a la seguridad, entendi-
da como protección contra los efectos de la delincuencia. 
Aquí señalamos el tema de que es la Modernidad la que 

En este sentido, portugueses y españoles realizaron su expan-
sión ultramarina asociándose la corona con el capital privado. 
En el caso de la conquista española el acuerdo con la corona se 
formalizaba mediante un contrato denominado “capitulación” 
y se especificaba en ella que debía separarse el “quinto real” 
de todo lo que se obtuviese en materia de metales y piedras 
preciosas

58	  En lugar de aceptar la existencia de una Edad Con-
temporánea, elegimos rechazar ese postulado y sostener que 
los tiempos modernos pueden dividirse teóricamente en dos 
grandes momentos: el de la Modernidad Inicial o Remota que 
abarca la consolidación de los Estados nacionales bajo los 
regímenes monárquicos autoritarios con economías monetiza-
das y pre-industriales; y la Modernidad Próxima caracteriza-
da por las revoluciones política, económica y científica desa-
tadas desde fines del siglo XVIII hasta la fecha. La llamada 
“post-modernidad” es para nosotros un momento más de esta 
Modernidad Próxima.

59	  En la explicación usual que se da de esta evolución, se 
asocia cada etapa con la incorporación de una determinada 
categoría de derechos humanos a los textos constitucionales.
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condena la vagancia y la mendicidad, disponiendo penas 
destinadas a castigar a los “vagos y mal entretenidos” 60.

Mientras que en la Antigüedad las autoridades de las 
ciudades disponían de distribuciones gratuitas de ali-
mentos y en la Edad Media el mendigo, como el enfermo, 
eran una oportunidad para el ejercicio de la piedad y de 
la caridad cristianas, la Modernidad anatematiza a la po-
breza; la expulsa del centro urbano y la aprieta “contra 
los bordes” o la encarcela. La Modernidad crea el concep-
to de “marginalidad” a partir de la revolución industrial 
y su correlato sociodemográfico en las ciudades 61.

Existe por otro lado y desde hace tiempo, una percep-
ción instalada en el imaginario de la intelectualidad del 
Derecho argentino acerca de que “Derecho es sinónimo 
de Derecho Privado”. Esta percepción se ha visto plas-
mada fundamentalmente en la organización curricular 
de los planes de enseñanza del Derecho, en los cuales el 
Derecho Privado y sus capítulos/manifestaciones han de-
sarrollado extensamente los contenidos correspondientes 
a estas materias, en desmedro del estudio del Derecho 
Público 62.

60	  Recuérdese las regulaciones en tiempos de Rivadavia y 
las que fueron denunciadas por José Hernández en el Martín 
Fierro.

61	  Téngase presente que la noción de marginalidad se 
instala en las ciencias sociales latinoamericanas a partir de 
la década de los años sesenta del siglo pasado a partir de los 
postulados de las teorías de la dependencia y de la modern-
ización.

62	  Cf. Rincón, R. G., “Adaptación de la estructura cur-
ricular en la organización de la carrera de abogacía. Una invi-
tación a repensar la organización de la carrera”, ponencia a la 
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El énfasis privatista en el estudio del Derecho es, sin 
duda, un correlato de la ideología liberal que desarrolló, 
impulsó y finalmente estableció la idea del Estado míni-
mo 63. Bajo dicho modelo estatal, los particulares se en-
cuentran entre sí y libremente ofrecen sus productos y 
servicios, transando su valor y aplicando la autonomía 
personal.

El desarrollo capitalista ha llevado a la regulación del 
espacio público la idea de “negocio”, que no tiene paran-
gón con las viejas instituciones romanas del vectigal o la 
enfiteusis. Aquellas antiguas regulaciones tenían como 
objetivo lograr que las tierras públicas se cultivasen 64, 
con el consiguiente beneficio que implicaba para la comu-
nidad contar con mayores reservas de cereal. Los plazos 
de “arriendo” podían llegar a los 99 años en caso de la 
enfiteusis y no tienen comparación con la velocidad y vo-
latilidad actual del mercado inmobiliario.

Ahora bien, la concepción capitalista del espacio impli-
ca su consideración como una mercadería más, mensura-
ble en dinero y transable como objeto de un contrato, que 
ha llevado en este último tiempo a que se hable, incluso, 

Comisión 13 de Enseñanza del Derecho en las XXVI Jornadas 
Nacionales de Derecho Civil, La Plata, 2017.

63	  Recuérdese cómo a partir del siglo XVII comienzan a 
elevarse voces en torno a la idea de limitación de los poderes 
de los gobernantes en beneficio de la libertad de los sujetos 
individuales. Mencionemos como ejemplos solamente al inglés 
John Locke y al suizo Jean-Jacques Rousseau.

64	  Al respecto pueden consultarse diversos trabajos que 
desarrollan la influencia de la mentalidad agrícola en el es-
píritu romano (Ej. R. López - Revue internationale des droits 
de l’antiquité, 2002 - academia.edu).
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del “consumo” del espacio público 65. Téngase presente, 
como ejemplo, el extraordinario desarrollo de la publi-
cidad visual que ha llevado incluso a que consorcios de 
propietarios de edificios de departamentos obtengan una 
renta por dar a alguno de sus muros la función de “pan-
talla” en la que se fija un mensaje publicitario 66. Este 
aspecto lo analizaremos más adelante.

El desarrollo del liberalismo sirvió de sustrato a las 
teorías que desarrollaron la concepción de la “autonomía 
de la voluntad” asentando sobre la idea de la libertad y 
el supuesto de la capacidad jurídica entendida como la 
posibilidad de que los sujetos desarrollasen libremente 
sus potencialidades resolviendo así la satisfacción de sus 
necesidades y el logro de la “felicidad” 67. Esa libertad 
para operar tuvo como base una teoría de la personalidad 
jurídica que reconocía que no existía persona sin patri-
monio 68 y que atribuía a la ley el poder de determinar 

65	  Los especialistas en urbanismo señalan que a partir de 
los años noventa del siglo XX se incorpora la noción de espacio 
privado de uso público de la mano del fenómeno del consumo.

66	  Basta recorrer cualquiera de las principales avenidas 
de nuestras ciudades como para comprobar la realidad del 
fenómeno aludido.

67	  La Declaración de la Independencia de los Estados 
Unidos contiene la siguiente afirmación: “Sostenemos como 
evidentes estas verdades: que todos los hombres son creados 
iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos 
inalienables; que entre éstos están la vida, la libertad y la 
búsqueda de la felicidad;…”.

68	  La tesis fue desarrollada por Aubry y Rau e inspiró 
a generaciones de civilistas argentinos, entre los que pueden 
destacarse Salvat y Llambías.
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cuáles bienes eran susceptibles de ser apropiados por los 
particulares y cuáles no. 

A partir de la sanción del Código de Napoleón, en el 
mundo del Derecho continental 69 se produjo un movi-
miento codificador que fue estableciendo un patrón de re-
glas generales y sistemáticas que definieron el campo de 
qué era lícito y posible en materia patrimonial.

Los Códigos, entre ellos el argentino, reconocieron 
la existencia de bienes que no eran susceptibles de ser 
apropiados por los particulares, por integrar el dominio 
del Estado. A su vez, los Estados fueron definidos en su 
extensión y posibilidades jurídicas por instrumentos ju-
rídicos que se denominaron (y aún se denominan) “Cons-
tituciones”.

El desarrollo de los Estados dio lugar a la aparición 
de diversas regulaciones sobre los bienes que por su 
contenido y orientación fueron clasificadas como nor-
mas civiles, penales, comerciales y administrativas. 
Ellas, desde distintas perspectivas, han regulado el ac-
ceso a los bienes por parte de los particulares. Por otro 

69	  Corresponde tener en consideración que las tradicio-
nes jurídicas europeas nos permiten reconocer la existencia, 
desde la Revolución Francesa en adelante, de dos sistemas 
jurídicos diferentes: el llamado sistema continental basado 
en la autoridad de la ley creada por los órganos legislativos, 
y el sistema anglosajón o del common law basado en la au-
toridad de los precedentes sancionados por los tribunales de 
Justicia en la interpretación de las leyes. Los países coloni-
zados por Gran Bretaña han desarrollado sistemas a seme-
janza de la metrópoli, en tanto los colonizados por España, 
Portugal Holanda y Francia desarrollaron una organización 
que tomó como modelo a la organización francesa (es decir, 
continental).
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lado, los textos fundantes del orden jurídico (esto es, las 
Constituciones) establecieron al derecho de propiedad 
privada muy pocos límites. Entre éstos puede encon-
trarse el concepto de expropiación basado en la utilidad 
pública y reconocido ya en la Constitución argentina de 
1853.

2.c.3 Etapa social
La crítica a las consecuencias sociales de la revolución 

industrial inspiró a muchos pensadores desde el siglo 
XIX, dando origen a una reflexión que saldría del plano 
de lo teórico para impactar en la organización de movi-
mientos de filiación política radical frente a los postula-
dos del liberalismo decimonónico. 

El pensamiento social planteó otra forma de relación 
posible respecto de la distribución de los bienes y del ac-
ceso a la riqueza junto a una crítica muy profunda sobre 
las condiciones de vida de los sectores populares y asala-
riados. Los efectos de estas posturas se hicieron sentir en 
la llamada legislación social que comenzó a ser aprobada 
en la segunda mitad del siglo XIX y que impactaría en los 
textos constitucionales en 1917 70.

En la etapa que se inicia con la finalización de la Gran 
Guerra y la Gran Depresión, el mundo asiste a una re-

70	  Las Constituciones sociales se inician en 1917 con las 
Cartas Constitucionales surgidas de las revoluciones mexi-
cana y bolchevique. En la Argentina los derechos sociales 
se constitucionalizan en 1949 y tras la abrogación de dicha 
norma por parte del gobierno militar, serán incorporados en 
el art. nuevo, luego 14 bis, por la Convención Constituyente 
de 1957. Gargarella (2014) realiza un interesante análisis 
de este fenómeno de renovación de los textos constitucionales 
latinoamericanos.
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configuración del Derecho y la Política, con la aparición 
de modelos de Estado interventores 71 que darán origen 
a la proliferación de una fecunda legislación que irán en-
carnando en normas concretas los llamados derechos hu-
manos de segunda generación. 

Algunos de los modelos de Estado adoptados en este 
período definirán la relación con las cosas de una manera 
diferente a como lo había hecho el liberalismo hasta ese 
momento con su modelo de Estado-gendarme. En este 
sentido, las Constituciones soviética y de sus países de 
influencia establecieron la propiedad social de la tierra 
en manos del Estado y de las comunidades que éste per-
mitiera, dejando a los particulares sólo la propiedad pri-
vada de los bienes consumibles. En América Latina, esta 
nueva visión se hizo sentir en los textos constitucionales 
surgidos a partir de 1917 como consecuencia de la Revo-
lución Mexicana.

La visión social de la propiedad quedó como rehén de 
la llamada Guerra Fría, impulsando los Estados Unidos 
su noción de propiedad privada, asociada a su espíri-
tu capitalista, como un contenido propio del estilo de 
vida del llamado “Primer Mundo”. No obstante, algunas 
cuestiones se incorporaron, incluso, a las legislaciones 
de los países capitalistas y los Estados avanzaron sobre 
el “libre albedrío” de los particulares estableciendo pro-

71	  A Keynes se le atribuyen las bases teóricas de lo que 
se llamará “Estado de bienestar”, modelo en el cual el Estado 
interviene en algunas áreas de la economía respetando las 
reglas de la democracia burguesa. Los otros dos modelos son 
de corte autoritario: el modelo stalinista (reproducido luego en 
China, Cuba, etc.) y el modelo fascista que será derrotado en 
Europa en la Segunda Guerra Mundial.
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hibiciones de explotación, privilegios en favor del Esta-
do, etc. 72.

2.c.4 Etapa de los “derechos difusos”
Llamaremos de este modo a la cuarta etapa que reco-

nocemos en la evolución jurídica de los tiempos moder-
nos. Las décadas de los años sesenta y setenta del siglo 
XX pueden tomarse como revolucionarias en varios senti-
dos. Entre éstos, no es un dato menor el hecho de que los 
jóvenes hubiesen por primera vez enfrentado el mandato 
de sus mayores negándose a ir a la guerra 73.

El rock, la píldora anticonceptiva, el desarrollo de la 
televisión, el acceso a la educación básica de millones de 
individuos como resultado de las políticas de intervención 
social desarrolladas por los gobiernos, fueron algunos de 
los elementos que impulsaron este “cambio de tiempo”. 
En ese marco, se producen las manifestaciones pacifistas 
en favor del desarme y del fin de la carrera armamentista 
así como la aparición de los llamados “partidos verdes”.

Las cuestiones ecológicas se incorporaron a la agen-
da del debate público y surgió el tema del denominado 
“Derecho Ambiental”. Sus posiciones teóricas fueron 
adoptadas como bandera por los movimientos juveniles 
y contestatarios y sus detractores se burlaron de ellos 
aduciendo una supuesta baja “potencia ideológica” en 
sus formulaciones que no les permitía, en teoría, compe-
tir con los partidos tradicionales formados en la aspereza 

72	  Especialmente sensible ha sido en Occidente la regu-
lación de la explotación de los llamados minerales estratégicos 
y la generación de la energía.

73	  Circunstancia harto visible en el transcurso de la lla-
mada Guerra de Vietnam.
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de la discusión ideológica entre la izquierda y la derecha 
“clásicas”.

Las elecciones fueron transformando esta percepción y, 
a la par que los partidos verdes iban ganando cada vez 
mayor número de representantes, los sociólogos y filóso-
fos iban definiendo las características de la sociedad de 
consumo, de la globalización, de la posmodernidad y de 
la sociedad de la información. Entre estos fenómenos cul-
turales, el mundo de los juristas desarrolla la idea de los 
llamados derechos difusos o de tercera generación, a la par 
que se difunde, también, la idea de las acciones de clase. 
Uno de los frutos de estas reflexiones es el reconocimiento 
de la autonomía del Derecho Ambiental y la migración de 
contenidos de los antiguos Derechos Agrario y Minero del 
ámbito del Derecho Privado al del Derecho Público.

Este proceso de publicización del Derecho Ambiental 
lleva a la recepción de cuestiones ambientales por parte 
de los textos constitucionales y, por otro lado, su conte-
nido se transforma en uno de los principales temas de 
debate legislativo.

La situación descripta se da en paralelo con otras evo-
luciones que impactaron fuertemente sobre la sociedad 
y que llevaron a la elaboración de diferentes denomina-
ciones para explicar el fenómeno. Así, éste es no sólo el 
tiempo de los derechos ambientales sino también el tiem-
po de la “sociedad del consumo” 74, de la “sociedad post-

74	  Debe recordarse en relación a este tópico el “special 
message to Congress on protecting the consumer interest” de-
sarrollado por el presidente Kennedy el 15 de marzo de 1962 
en el cual expresa que “Consumers, by definition, include us 
all. They are the largest economic group in the economy, affect-
ing and affected by almost every public and private decision”.
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industrial” o de la “sociedad del conocimiento” 75. En esta 
sociedad se ha desarrollado, por ejemplo, el fenómeno de 
los “espacios privados de uso público” que impactan sobre 
la forma en que se desenvuelve la vida cotidiana de bue-
na parte de la población.

Estas circunstancias han impactado sobre el encuadre 
jurídico de las sociedades, las cuales han procedido a ac-
tualizar sus posiciones axiológicas. A partir de estas ac-
tualizaciones, los nuevos paradigmas se han encarnado 
en normas (tanto constitucionales como legales, adminis-
trativas y jurisprudenciales) y procedimientos tendientes 
a dar una organización a las nuevas realidades que van 
apareciendo.

La noción de “materia regulable” se ha visto ampliada 
por la tecnología a planos no susceptibles de ser repre-
sentados (ni siquiera imaginados) medio siglo atrás. Las 
consecuencias de la tecnología en la vida cotidiana, y no 
sólo en los medios de comunicación, han impactado tam-
bién sobre las reglas de sociabilidad, produciendo aun 
más situaciones que deben regularse 76.

75	  Resulta evidente que al científico social le resulta bas-
tante complejo establecer categorías de explicación unívocas y 
omnicomprensivas a medida que pierde perspectiva temporal 
y espacial respecto de los fenómenos que estudia. Al priori-
zar un aspecto determinado, ese aspecto impregna su mirada. 
Citamos a Foucault, Guardini, Deleuze, Fukuyama, Pérez Gó-
mez y Bauman como ejemplo de intelectuales que han preten-
dido explicar los tiempos actuales desde sus propias perspec-
tivas.

76	  Métodos de reproducción asistida, personas transexu-
ales, familias ensambladas, semillas transgénicas, internet, 
telefonía celular, GPS, energía solar, etc.
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El impacto de la modernización afecta a instituciones 
tan antiguas y enraizadas en nuestra cultura como son 
los derechos reales, bastando simplemente tener concien-
cia de las nuevas realidades incorporadas al listado de 
derechos reales reconocidos por el art. 1887 del Código 
Civil y Comercial de la Nación 77.

En esta etapa presente se desarrolla el concepto de es-
pacio público de la mano de múltiples miradas 78 que van 
modelando el mismo a la par que éste se instala como eje 
destacado en la agenda de los gobiernos.

3. A modo de conclusión

En principio corresponde tener presente que la legis-
lación en materia ambiental es, en nuestro país, compe-
tencia de los Estados provinciales por ser materia no ex-
presamente delegada al gobierno nacional 79-80. Esto no 
obsta a que en el ámbito del Congreso de la Nación se 

77	  Frente a otros capítulos del Derecho Privado como el 
Derecho de familia, de las obligaciones o los contratos que 
muestran un gran dinamismo, los derechos reales son de una 
gran estabilidad. Téngase presente que mientras la autonomía 
de la voluntad permite a las personas acordar, modificar, 
transmitir o extinguir entre sí las obligaciones, los derechos 
sobre las cosas son creados exclusivamente por la ley.

78	  Sobre el espacio público encontramos literatura pro-
veniente de la Arquitectura y el Urbanismo, de las Ciencias 
Políticas, de las Ciencias de la Comunicación, de la Sociología, 
del Derecho y la Economía, entre otras.

79	  Cf. Art. 1 Constitución Provincia de Buenos Aires.

80	  Cf. Art. 28 Constitución Provincia de Buenos Aires.
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discutan leyes convenio a las que puedan adherirse las 
provincias y que promuevan aspectos relacionados a la 
regulación del ambiente, tema que podremos abordar en 
una futura investigación.

Si consideramos asimismo que la noción de espacio 
público tiene fuertes vínculos con la idea de comunidad 
local, estando muchas veces asociada a criterios de tipo 
urbanístico, resulta claro que el tema, en general, se con-
vierte más en materia de regulación por parte de los go-
biernos locales, de proximidad, que con gobiernos de tipo 
central. La cercanía de espacio con sus legisladores resul-
ta de fundamental importancia para resolver las cuestio-
nes en torno a la legitimidad social de las decisiones que 
sobre la regulación del espacio público se tomen. Algunas 
cuestiones, sin perjuicio de lo expuesto, están reguladas 
por normas de fondo como ser el art. 124 de la Constitu-
ción Nacional o los arts. 1887, 2034 o 2084 del CCyC que 
delimitan el marco sobre el cual los diferentes niveles de 
organización estatal ejercerán su poder regulatorio.

Los gobiernos locales obtienen una importante fuen-
te de recursos de la regulación sobre el espacio público: 
habilitación de construcciones en altura o en profundi-
dad, reserva de espacios verdes, tarifado del estaciona-
miento, asignación de balnearios, cámpings y lugares de 
recreación y esparcimiento, establecimiento de ciclovías, 
autorización de recorridos de líneas locales de colectivos 
y asignación de paradas, concesión de espacio para insta-
lación de mesas y sillas, kioscos de diarios y revistas y de 
flores, horarios para sacar residuos, espacios accesibles 
con mascotas, etc. 81.

81	  Incluso el gobierno local ha llegado a reglamentar el 
sentido en el que se debe barrer una vereda.
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Sin duda que la noción de espacio público presenta un 
importante punto de intersección entre el Derecho Públi-
co y el Derecho Privado. La vida cotidiana de relación y 
comercio se desarrolla y despliega en su marco y genera 
una gran variedad de situaciones y experiencias sujetas 
a la evolución de las formas y hábitos sociales y de la tec-
nología, etc. El margen de ejercicio del Derecho Privado 
sobre el espacio público, no obstante, se condiciona a la 
noción de utilidad pública y a la imposibilidad de ejer-
cer derechos de prescripción adquisitiva contra los bienes 
públicos. 
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La penalización del maltrato animal en
la sociedad colombiana del siglo XXI

Autores: Sheila Zapata Mercado 82

               Santiago De Moya Páez 83

Resumen
En el presente artículo, el objetivo específico es 

comparar la Ley de protección animal de Colombia, con 
relación a la Ley de protección a los animales de Méxi-
co, a su vez analizar la violencia y el maltrato animal 
padecido por los animales domesticados, en la ciudad de 
Barranquilla.

Materiales y métodos
Se fundamenta en una investigación, enfoque y mé-

todo mixto, cuyo objetivo radica en direccionar la revi-
sión de las vivencias de los animales, sus experiencias 
al cambiar su hábitat. En cuanto al paradigma, éste es 
el histórico-hermenéutico y empírico-analítico, porque se 
hizo una reconstrucción e interpretación teórica que fun-
damenta la investigación en curso en conexidad con la 
valoración de datos; el diseño es cualitativo-histórico- y 
cuantitativo-cuasi exploratorio. De igual forma, se des-
tacan las estadísticas emitidas por las encuestas y en-

82	  Estudiante de la Universidad Simón Bolívar-Sede Ba-
rranquilla, semestre X correo institucional sheila.zapata@
unisimon.edu.co. 

83	  Estudiante de la Universidad Simón Bolívar-Sede Ba-
rranquilla, semestre VIII correo institucional santiago.demo-
ya@unisimon.edu.co. 
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trevistas realizadas en donde se encontró la observación 
participante en la cual se interactúa continuamente con 
las personas que tienen mascotas bajo su protección -su-
jeto de investigación- y con la aplicación de las entrevis-
tas semiestructuradas, se amplió la información obtenida 
con preguntas abiertas y cerradas en las que se apertura 
la espontaneidad y al mismo tiempo precisión en algunos 
datos. Finalmente, la población elegida fueron todas las 
personas con mascotas y personas con fundación animal; 
se llevó a cabo la entrevista al concejal Juan Camilo Fuen-
tes Pumarejo, quien mencionó cómo se llevará a cabo el 
proyecto que desde el año 2015 comenzó a ejecutar. En 
ese mismo sentido, se identificó la tipificación de la ley 
que protege a los animales en violencia y en condición de 
abandono la cual no es ejercida en la ley 1774/2016; en 
Conclusión: En Colombia la penalización animal no ha 
sido ciertamente puesta en práctica, ya que no ven las ac-
ciones como casos importantes para levantar un proceso 
ante personas que tomen actitudes violentas en contra 
los animales en estado de calle, o quienes los abandonan, 
por razones visibles el maltrato, el abandono, entre otras 
acciones que afecten la integridad y la vida del animal, 
no es realmente de mucha importancia para las autori-
dades, aunque en la actualidad muchas personas sean 
sensibilizado en cuanto al tema. 

Palabras clave: Abandono animal, animales domés-
ticos, protección animal y violencia animal.

Sumario: 1. Introducción.- 2. Problema. a) Objetivo gene-
ral. a) Objetivo específico.- 3. Metodología.- 4. Discusión.- 
5. Legislación de protección animal en México.- 6. Ley en 
Colombia que protege y penaliza la violación a la integri-
dad animal. a) El Artículo 339B de la Ley 1774/2016. b) El 
Artículo 3° Principios.- 7. Conclusión. Referencias. Leyes
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1. Introducción

Alrededor de la década de los 80 y 90 del pasado siglo, 
tuvo un alto índice de crecimiento el maltrato y la violen-
cia animal. El interés por ayudar a los animales y que 
sean vistos y valorados como seres sintientes se dio pri-
mero en España alrededor del año 1978; en ese mismo año 
gracias al interés social se logró adoptar una normativa 
protectora del animal, en la parte Constitucional y Legal, 
la cual dio paso a la creación de los derechos universa-
les de los animales. Años después, Colombia se puso en 
marcha a defender los animales donde se procedió a de-
cretar la Ley 84 de 1989 receptado en el Código Civil y el 
Código Penal de Colombia donde se plasmaron una serie 
de derechos salvoguardables. El maltrato animal viene 
de muchos años atrás, pero ha crecido significativamente 
en el siglo XX y lo que va del presente, quizás a un nivel 
desproporcionado que requiere de la intervención eficaz, 
con celeridad y efectiva de instituciones internacionales 
y nacionales; y en este caso de Colombia, porque se ha 
convertido en un problema sin solución aparente.

2. Problema

Uno de los aspectos más relevantes en el país colom-
biano son aquellos tratos que se les da a los animales, 
como lo son las diferentes modalidades de causarle daño 
a su integridad y su vida; ahora bien, la realidad social 
es en la que se muestra el poco interés por los seres vi-
vos, pues hay quienes creen que son algo que existe y que 
éstos no tienen derechos que recaigan sobre ellos, que no 
sienten o que no piensan, y la realidad es que los seres 
vivos como en este caso los animales tienen más razona-
miento al abstenerse de lastimar a una persona por el 
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simple hecho de que se los han inculcado desde pequeños. 
Aquí el gran debate es: ¿los animales piensan más que 
los humanos?; pero es difícil para muchos admitir una 
realidad que se vive con la violencia animal volviéndose 
parte de la cotidianidad social, no para ser excluidos o 
despojados de sus derechos como seres vivos, sino para 
ser integrados a la sociedad, sociedad que los rechaza; 
es poco el porcentaje de la sociedad que si vela por la 
protección animal, pero lamentablemente son juzgados 
socialmente por ser “buen samaritano”. Pero ¿qué hace 
el Estado para impedirlo? Es por ello por lo que nace la 
siguiente pregunta problema: ¿En el marco del Estado 
Social de Derecho colombiano la normativa de protección 
a los animales es garantista de sus derechos?

a) Objetivo general
Analizar los factores que influyen sobre el maltrato 

animal en Colombia.

b) Objetivo específico
1) Interpretar la Ley de “protección animal” desde la 

perspectiva de la derogación del Art. 655 del Código Civil 
Colombiano.

2) Interpretar las penalizaciones en los actos violentos 
sobre los animales, existentes en la Ley 1774/2016.

3. Metodología
 
El tipo de investigación es mixta, en cuanto estuvo 

conformada por componentes cualitativos y cuantitati-
vos, que permitieron el análisis del fenómeno social, a 
partir del hallazgo de la importancia de la protección ani-
mal en Colombia. Se recorrieron las calles de Barranqui-
lla casa por casa, en los barrios San Felipe, los Andes, el 
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Prado, Cuchilla Billete y por último, se asistió al evento 
denominado ANIMALATON, con el propósito de percibir 
cómo vive cada mascota en sus hogares y fuera de ellos, 
distinguiendo de esta forma su integración y relación con 
sus dueños. Por otro lado, se determinó cómo sobreviven 
diariamente, a pesar de encontrarse abandonados. 

En consonancia con ello, el proyecto de investigación 
en curso se sustentó en una investigación de enfoque 
mixto (cualitativo y cuantitativo), cuyo objetivo radica en 
direccionar la revisión de las vivencias de los animales, 
sus experiencias al cambiar su hábitat, según lo perci-
ben los adultos responsables de su cuidado. En cuanto al 
paradigma, éste es el histórico hermenéutico y empírico 
analítico, porque se hizo una reconstrucción e interpreta-
ción teórica que fundamenta la investigación en curso, en 
conexidad con la valoración de datos; el diseño es cualita-
tivo-histórico y cuantitativo-cuasi exploratorio. 

Respecto a la clasificación general de método, éste par-
tió de casos específicos, particulares a generales; y cuan-
titativo, de casos generales a particulares. En cuanto a 
su enfoque se utilizó la etnografía, porque el investigador 
se integró en la población observada e interactuó de tal 
forma que logró permear en su quehacer diario e intento 
de interpretar su contexto y las percepciones propias de 
los investigados. Referente a los instrumentos y técnicas 
de recolección de información, se encontró la observación 
participante, la cual permitió la interacción continua de 
las personas que tienen mascotas bajo su protección -su-
jeto de investigación- y con la aplicación de las entrevis-
tas semiestructuradas, se amplió la información obtenida 
con preguntas abiertas y cerradas en las que se aperturó 
la espontaneidad y al mismo tiempo, la precisión en algu-
nos datos. Finalmente, la población elegida fueron todas 
las personas que tuvieran mascotas a su cargo y grupo 
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de personas formadas como fundación animal; principal-
mente se logró entrevistar a Juan Camilo Fuentes Puma-
rejo, quien comentó sobre sus proyectos desde el 2015 y 
los diversos planes a futuro.

4. Discusión

El maltrato animal es una decisión del hombre, y es 
por ello que para Fernández (2013) el maltrato animal es 
descrito como un conjunto de conductas y procederes ina-
propiados e inadmisibles, provenientes de los individuos, 
con la finalidad de causar sufrimiento, dolor, angustia e, 
incluso, causando el fallecimiento de éstos. De esta forma, 
surge una clasificación de los tipos de maltrato animal. 
Es directa, cuando existe la intención de lesionar, herir 
y torturar a los animales, e indirecta, relacionado con el 
actuar respecto al cuidado básico, atención y protección, 
tal como lo es proporcionar adecuadamente los alimentos 
y refugio al animal. Por lo tanto, para García (2015) con 
el pasar de los años, los animales han alcanzado mayor 
trascendencia e importancia por el sencillo hecho de vivir 
dentro de la sociedad; por ello, logran la protección y ayu-
da por parte de determinados derechos y, en coherencia, 
la expedición de tutelas por parte de los individuos, sien-
do éste un mecanismo de defensa para aquellos derechos 
vulnerados, lo que conlleva la aprobación y aceptación 
de diversas leyes. Sin embargo, aun concurriendo la nor-
mativa que pretende amparar y proteger a los animales, 
prevalece el desconocimiento de éstas y más que ello, los 
individuos violadores. Es labor del Estado fomentar, y de 
las entidades privadas incitar a la sociedad al cuidado 
de los animales, a la prevención del maltrato y la peda-
gogía, en cuanto al cuidado y la utilidad de la normati-
va sancionadora. De conformidad con Saidiza y Carvajal 
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(2016), ha sido incuestionable la crisis a la que se ha visto 
aproximado el modelo de Estado de Derecho, así como el 
deterioro del sistema de garantías que le es inherente.

A pesar de lo anterior y como lo ha manifestado Moli-
na (2017), en Colombia siempre se ha apelado a las leyes 
como mecanismo para enmendar problemas sociales y en 
este sentido, tanto la Ley 84 de 1989 como la Ley 1774 
de 2016 se constituyen así como las principales normas 
de protección animal en Colombia, las cuales tienen por 
objeto la protección contra el sufrimiento y el dolor ani-
mal causado de manera directa o indirecta por acciones 
humanas. La protección que brindan estas leyes surge 
en virtud de que en el ordenamiento jurídico colombiano 
se ha reconocido a los animales como sujetos de especial 
protección para el Derecho, encuadrándose así como su-
jetos de derecho bajo una categoría diferente a la de per-
sona, lo cual les permite ser cobijados por el sistema le-
gal, evitándose y protegiéndose de conductas tendientes 
a menoscabar lo que la Ley 1774 ha denominado el bien 
jurídico de la vida, la integridad física y emocional de los 
animales. Ahora bien, teniendo en cuenta que la Ley 84 
de 1989 fue la que en un primer momento se constitu-
yó como la normatividad de protección animal, se hace 
necesario evidenciar que fue ahí en donde se dio de ma-
nera más detallada la regulación en torno al tema; por 
consiguiente, dentro de su articulado se desarrollaron las 
principales disposiciones que regirán el tema de conser-
vación y protección animal. En consecuencia, desde sus 
primeras disposiciones, la Ley 84 de 1989 empezó a plan-
tear sobre cuáles animales recaería la protección de la 
norma. En un primer momento establece que albergará a 
los animales silvestres, bravíos o salvajes y los domésti-
cos o domesticados, cualquiera sea el medio físico en que 
se encuentren o vivan, en libertad o en cautividad, de 
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forma tal que, de entrada, la ley tiene un amplio espectro 
de protección para los animales. En consonancia con ello 
se cita a Sandoval y Vargas (2018) donde ellos plantean 

que la implementación de mecanismos e instrumentos 
judiciales para el adecuado tratamiento y cuidado para 
los animales, tanto en Colombia como los distintos paí-
ses latinoamericanos, se establece en el Código Penal e 
inclusive, en las diversas leyes existentes en cada país; 
encontrándose en ellas las sanciones y consecuencias ge-
neradas por el hombre en su trato cruel contra estos se-
res; por lo tanto, Álvarez y Tello (2018) afirman que la 
legislación penal colombiana muestra los avances apre-
hendidos por parte del Derecho Penal colombiano, y que 
resulta evidente el desconocimiento general y/o público 
de aquellas sanciones procedentes, consecuencias del 
mal actuar de los individuos. Si la normativa fuese co-
rrectamente aplicada, se obtendrían resultados y/o efec-
tos majestuosos, siendo para los futuros infractores una 
advertencia para prevenir futuras acciones; es por ello, 
por el desconocimiento y la carencia de las condenas y 
sanciones existentes, que las leyes no resultan efectivas. 

Siendo así, se procede con la recopilación de datos ob-
tenidos. Para Singer (1985) los animales no pueden ser 
considerados como sujetos de derechos entendiéndose 
como personas, sino que éstos pueden tener un reconoci-
miento desde el Derecho que les permita ser considerados 
como sujetos de derecho con relevancia jurídica animal. 
Por consiguiente, evidencia que existe una confusión en-
tre las categorías de persona y personalidad jurídica, de 
modo tal que propone eliminar estos conceptos para ir 
erradicando la diferenciación entre hombres y animales, 
al interior del Derecho. 

Por lo anterior, Singer (1999) define a la persona como 
todo ser autoconsciente capaz de concebirse a sí mismo 
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como diferente y existente en el tiempo y en el espacio, 
razón por la que establece que al igual que los hombres, 
los animales también tienen estas capacidades y que por 
ese hecho, las relaciones entre el hombre y los animales 
deben regirse por el principio de igualdad y de utilidad, 
concluyendo así que no existe beneficio lo suficientemen-
te importante como para justificar las actitudes de abuso 
frente a un animal. Es decir que es coherente pensar que 
los animales son seres razonables que sienten y piensan: 
por ciertos motivos los animales forman lazos fuertes de 
afectos con sus dueños ya que tienen la misma igualdad.

Por otro lado, el filósofo Tom Regan (2003), en su libro 
The Case for the Animals Rights, sustenta que los anima-
les son sujetos de derechos por el simple suceso de que 
a los animales -al ser seres vivientes- la vida misma les 
otorga determinados derechos, de modo tal que el autor 
sostiene que es la vida misma la fuente de derechos de los 
animales, por tanto el Derecho debe proceder a proteger 
la vida de los animales como seres vivos que tienen facul-
tades cognoscitivas, conductuales, emocionales, propias 
de lo que hoy por hoy se entiende como sujeto de dere-
chos. 

Según Regan, la primera cuestión que debe tratar el 
Derecho para reconocer a los animales como sujetos de 
derechos es la transformación de sus estructuras y no el 
ordenamiento de éstas, dado que si verdaderamente se 
quiere otorgar derechos a los animales es necesario que 
se revalúe toda la concepción sobre la que se ha edificado 
el Derecho, de modo tal que éste extienda su visión hacia 
los animales. Otro autor que aboga por el reconocimiento 
de los animales como sujetos de derechos es Ryder (2000), 
quien plantea que, al igual que los hombres, los animales 
también sienten dolor e históricamente, el dolor ha sido 
fuente de derechos, en la medida en que tanto los esclavos 
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como las mujeres iniciaron rebeliones en contra del sis-
tema hegemónico con el fin de dar finalización al intenso 
dolor que causaba el hecho de estar subordinado ante un 
sujeto que sí era reconocido por el Derecho como una per-
sona capaz de detentar y cumplir con derechos y obliga-
ciones. Así pues, para Ryder existe una tercera fuente de 
reconocimiento de derechos para los animales la cual no 
necesariamente proviene de una concepción utilitarista o 
cognoscitiva, puesto que para él, el reconocimiento de los 
animales por el Derecho proviene de que éstos también 
son seres sintientes con capacidad de sentir dolor y que 
por este motivo, el Derecho debe inmiscuirse en las re-
laciones animal racional-animal no racional, de manera 
que se limite el actuar del hombre sobre los animales. 

Para los autores colombianos Cárdenas y Fajardo 
(2007), sólo ciertos animales que guardan determinada 
similitud con los hombres son sujetos de reconocimiento 
de una subjetividad jurídica, puesto que se les reconoce 
sólo a determinados animales la capacidad de tener con-
ciencia y de expresar de manera no lingüística sus nece-
sidades, deseos y satisfacciones. Para estos autores, la 
fuente del reconocimiento de los animales como sujetos 
de derechos está determinada por la capacidad de ciertos 
animales de tener un sistema cognitivo mayor al del res-
to, de forma tal que se les reconozca como sujetos de de-
rechos y que para que éstos puedan hacerse efectivos sólo 
sea necesario la intervención de un agente oficioso que 
obre a nombre de ellos. Es así como afirma Ryder (2010) 
que la fuente del derecho animal es la capacidad de éstos 
de sentir dolor. Es decir, el punto de partida principal 
de esta investigación es evidenciar esas capacidades que 
tiene el hombre para causarle dolor al animal y no ser 
embestido por las leyes que penalizan tales conductas. 
Por último, para Arias (2016), el pensamiento que va en-
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trelazado con el de Singer es el siguiente: el hombre para 
vivir y sobrevivir ha introducido un conjunto amplio de 
leyes, convenciones, reglas y significados, los cuales otor-
gan unos elementos comunes que buscan la realización 
y el orden social. Es en la sociedad precisamente donde 
el hombre proclama su poder y sus avances científicos, 
los cuales considera indudablemente universales. Dicho 
antropocentrismo singular permite que el hombre dude 
al preguntarse por la pertinencia de su responsabilidad 
en el cuidado y protección de los animales no humanos. 

5. Legislación de protección animal en México 

La legislación mexicana de protección animal, en el 
artículo 4° de la Ley de protección a los animales del 
Distrito Federal, define a los animales como todo aquel 
ser vivo no humano, sintiente, consciente, constituido 
por diferentes tejidos y con un sistema nervioso; por otro 
lado, concibe al maltrato como todo hecho, acto u omisión 
del ser humano, que pueda originar dolor y sufrimiento, 
afectando de esta forma el bienestar del animal, poner 
en peligro su vida o afectar gravemente su salud; en el 
artículo 4°Bis se señalan las obligaciones de los habitan-
tes del Distrito Federal, como lo son las de garantizar 
la protección animal, brindar atención y asistencia; así 
como presentar la debida denuncia ante las respectivas 
autoridades, de cualquier acto irregular o de maltrato; 
promocionar la cultura de protección, atención y trato 
digno a través de comités ciudadanos, y velar por la co-
rrecta aplicación de la ley expuesta.

Seguidamente, la Ley de protección a los animales en 
su artículo 24°, considera que todos aquellos actos de 
crueldad deben ser sancionados conforme se manifieste 
en la Ley misma y obrando en conjunto con la Ley penal; 
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en ese sentido, señala dentro de la clasificación de actos 
inadecuados y prohibidos el numeral VII, el cual mani-
fiesta que aquel individuo que incite a un animal a atacar 
a otro, o a las personas, originando luchas y/o peleas pro-
vocadas, haciendo de éste un espectáculo público o priva-
do, será sancionado de acuerdo lo señale la legislación; 
asimismo, se menciona en el artículo 25°, numeral VII, 
dentro de las prohibiciones por cualquier motivo, la cele-
bración de peleas entre animales. En consideración con 
lo anteriormente mencionado, cabe resaltar, que dentro 
de la Ley 84/1989, el artículo 6° presenta la clasificación 
de todos aquellos actos considerados maltrato y crueldad 
animal, y en la misma legislación se señalará la sanción 
correspondiente. No obstante, dentro de las excepciones 
suministradas en el artículo 7° se consideran excluidos 
dentro de lo que se denomina para la legislación maltra-
to animal, el rejoneo, coleo, corridas de toros, novilladas, 
corralejas, así como riñas de gallos y los procedimientos 
utilizados en estos espectáculos; siendo así, en Colombia 
existe una ley con relación a ello, la modificación de la 
Ley 1774/2016, en el artículo 339B, parágrafo 3° alude 
que quienes adelanten las conductas señaladas y descri-
tas en el artículo 7° de la Ley 84/1989 no serán objeto de 
las penas en la presente Ley. 

6. Ley en Colombia que protege y penaliza la vio-
lación a la integridad animal 

La ley penal en Colombia busca proteger la vida y la 
integridad del animal. En la actualidad se tiene en vi-
gencia y en conocimiento ante la sociedad la Ley 1774, la 
cual establece que ante los actos dañinos y de crueldad 
contra los animales se hacen valer los derechos que un 
día fueran expuestos en la “Declaración Universal de los 
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Derechos del Animal”, la cual no ha sido de mucho inte-
rés. Quien causare un daño o lesiones que afectaren de 
manera grave la salud o integridad física de un animal 
será sancionado con multas de 5 a 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. Por lo tanto, cabe resaltar 
que en casos en que existan aquellos delitos que vayan 
en contra de la integridad y la vida del animal, ya sea 
doméstico, silvestre, vertebrado, exótico entre otros, se le 
cause un daño irreversible como lo es la muerte o lesio-
nes graves a su salud, la pena será de prisión entre 12 a 
36 meses e inhabilidad especial de 1 a 3 años para poder 
ejercer la profesión, oficio, comercio o tenencia que tenga 
relación con los animales y multas de 5 a 60 SMMLV 
(Ley 1774/2016. Enero 06. Colombia). Siendo éstas las 
sanciones impuestas a los colombianos que cometan fal-
tas graves que atenten contra la integridad animal y la 
vida del mismo, tendrán que cumplir el castigo penaliza-
do que recaerá sobre ellos.

De esta misma manera se mostrará cuáles son aquellos 
maltratos, abusos, violencia y trato cruel que son penali-
zados y no obstante ello las penas de prisión aumentan a 
la mitad a tres cuartas partes si se cometen las conductas 
que se encuentran en:

a) El Artículo 339B de la Ley 1774/2016
● Con sevicia. En este primer inciso se describe lo que 

mayormente se ve en Colombia: los dueños de los ani-
males creen que por ser ellos sus amos pueden maltra-
tarlos, violentarlos de cualquier forma, o creen que por 
ser animal deben atenderlo de manera violenta; éste es 
el método de maltrato animal más conocido aparte de 
las torturas al dejarlo atado a plena luz del día y sin 
agua o incluso bajo sol y lluvia por días de seguido y sin 
comida.
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● Cuando una o varias de las conductas de maltrato 
se lleven a cabo en la vía o en sitios públicos. En este 
segundo inciso, se trata más que todo lo que se ve en los 
carros muleros cuando llevan a los caballos o burros con 
sobrecarga y sin darles un buen comer y mucho menos 
con hidratación, el animal ya se encuentra en un estado 
de cansancio, fatiga, agotamiento excesivo, deshidrata-
ción y bajo un cuidado deprimente, y aun así lo colocan a 
realizar trabajo de día y noche y días seguidos con sobre-
carga provocando así que el animal se desplome causán-
dole heridas leves, graves o incluso causándole la muerte 
de manera violenta.

● Si para maltratar se valen de menores de edad o si 
el hecho se realiza en presencia de ellos. Muchas veces en 
Colombia se evidencia en noticias e incluso en redes cómo 
perros atacan a niños, sin ver el fondo de la situación que 
dio lugar al ataque; siendo la causa de la educación que 
los padres inculcan a los niños o la costumbre de dejar 
que el niño agreda al animal con una piedra, lo patee, le 
eche agua, le cause fastidio o le cause dolor que a tal pun-
to el animal se coloque en una posición de autodefensa y 
al momento del niño replicar dichas acciones el animal 
responda de una forma agresiva, siendo esto bajo la su-
pervisión del adulto, es decir del padre o tutor.

● Cuando se cometan actos sexuales con los animales. 
Esta clase de casos de violación sucede de manera es-
porádica, pero a pesar de ser así los casos que salen de 
ellos es alarmante ya que la sociedad colombiana debería 
tener otra clase de percepción.

● Cuando el delito de maltrato animal lo cometiera un 
servidor público o quien ejerza funciones públicas.

Ésas son las acciones anteriores que van a la dupli-
cación de la sanción penal que recibirá el individuo si lo 
cometiere, por lo tanto, se evidenciara que dentro de la 
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misma ley se habla sobre esos principios que se tienen 
para el cuidado, la protección y la integridad del animal, 
la cual se encuentra en:

b) El Artículo 3o. Principios
1. Protección al animal. El trato a los animales se basa 

en el respeto, la solidaridad, la compasión, la ética, la jus-
ticia, el cuidado, la prevención del sufrimiento, la erradi-
cación del cautiverio y el abandono, así como de cualquier 
forma de abuso, maltrato, violencia, y trato cruel;

2. Bienestar animal. En el cuidado de los animales, el 
responsable o tenedor de ellos asegurará como mínimo:

-Que no sufran hambre ni sed;
-Que no sufran injustificadamente malestar físico ni 

dolor;
-Que no les sean provocadas enfermedades por negli-

gencia o descuido;
-Que no sean sometidos a condiciones de miedo ni es-

trés.

7. Conclusión

Actualmente a la Ley 1774 de 2016 no se le ha atri-
buido su función principal, que se basa en respetar la 
integridad de los animales ya que ellos son seres sintien-
tes; por ende el presente proyecto se fundamentó en la 
orientación a los ciudadanos para poder penalizar las ac-
ciones de personas que atenten contra los derechos de 
los animales, para darles un mejor bienestar y cuidado y 
puedan subsistir, para estar en un mejor entorno sin ser 
parte de ningún tipo de maltrato.

Ahora bien ¿en dónde se ve la efectividad de la Ley 
1801 de 2016? Claramente, no existen albergues mu-
nicipales y mucho menos protección a los animales que 
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se encuentran vagando por las calles. Por eso el Estado 
colombiano debe propender a la prevención y promoción 
de la protección de los animales. En Colombia a la pre-
sente ley no se le ha dado la atención complementaria 
para poder ayudar a los animales; cabe resaltar que se 
han implementado fundaciones que se encargan de dar-
le apoyo a la presente ley, ya que su principal objetivo es 
rescatar animales en abandono y encontrarles un hogar. 
Sin embargo, son fundaciones o campañas que no gene-
ran muchos recursos económicos ya que éstas reciben 
el capital por medio de sus propios ingresos, campañas 
para recaudar fondos y en otros casos muchos pidiendo 
limosna. 

Otro proyecto de ley que fue aprobado por el Congreso 
de la República fue la prohibición de vehículos de trac-
ción animal, el cual se implementó por el estado de salud 
que presentan los caballos y el trabajo excesivo diario; 
aparte de que por la nueva implementación de trabajos 
para la suspensión de arroyos en muchos sectores de Co-
lombia las calles cambiaron y esto afectó a muchos caba-
llos puesto que sus patas se veían afectadas por los agu-
jeros que drenan el agua del arroyo, lo cual hacía que se 
rompieran sus patas y al no tener los recursos necesarios 
para los tratamientos de estos animales sus heridas se 
infectaron, lo cual los conduce a la muerte; por todas es-
tas situaciones se presentó este proyecto de ley en el que 
desde hace muchos años se trabajó para implementarlo 
en la sociedad, pero el problema en sí radica en que desde 
que se implementó este proyectó hasta la fecha se siguen 
percibiendo en las calles los mismos vehículos de tracción 
animal en muy malas condiciones. 

Realizando estas comparaciones de penalización por 
el maltrato animal en México y en Colombia, se puede 
evidenciar que muy a pesar de que México tenga mayor 
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orden acerca de las sanciones penales sobres quienes co-
meten esos actos violentos sobre los animales, no tienen 
al animal reconocido como en Colombia por un ser vivo, 
si no que aún sigue siendo un objeto, sobre el que recaen 
todos sus derechos de protección para su vida digna y 
ante todo su integridad.
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Medios de comunicación: entre la libertad
de expresión y los discursos de odio.
El desafío de lograr un equilibrio
que garantice derechos

Autoras: María Lis Amaya y Ana Clara D’Ovidio

“No comparto lo que dices, pero defenderé hasta la 
muerte tu derecho a decirlo”
Evelyn Beatrice Hall, 1906

Sumario: 1. Introducción.- 2. De la libertad de expre-
sión a los discursos de odio: ¿cuál es el límite?- 3. Liber-
tad de expresión: recorrido legislativo en relación a sus 
alcances y límites.- 4. Medios masivos de comunicación y 
construcción de subjetividad.- 5. Reflexiones finales.- Bi-
bliografía

1. Introducción

En el presente trabajo nos proponemos reflexionar res-
pecto a la tensión existente entre la libertad de expresión 
y los discursos de odio, entendiendo a estos últimos como 
un uso indebido de la libertad de expresión con miras 
a menoscabar, perseguir, segregar, justificar privaciones 
en el ejercicio de derechos o ataques violentos a ciertas 
personas o grupos por motivos de etnia, nacionalidad, 
sexo, religión, posición económica, opinión política o de 
cualquier otro aspecto.

Al reflexionar en torno a la tensión existente entre la 
libertad de expresión y los discursos de odio, formulamos 
ciertos interrogantes que intentaremos ir retomando a lo 
largo del escrito:
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¿Existen límites para expresar pensamientos, creen-
cias u opiniones? ¿Hasta dónde ampara el Derecho a la 
libertad de expresión? ¿Existe un límite entre la liber-
tad de expresión y los discursos de odio? ¿Cómo pueden 
coexistir el derecho a la libertad de expresión y el de-
recho a la no discriminación? Dedicaremos un aparta-
do a analizar desde una perspectiva interdisciplinaria 
ambos conceptos con el objetivo de colaborar a la dis-
cusión y al análisis en torno a una temática compleja, 
teniendo en cuenta que los límites del discurso del odio 
son tan difusos que, en ocasiones, pueden entrar en 
conflicto con el derecho fundamental de la libertad de 
expresión.

En un segundo momento realizaremos un acercamien-
to al rol de los medios masivos de comunicación y su im-
pacto en la construcción de subjetividad, entendiendo 
que históricamente han ocupado un rol fundamental en 
la construcción social de la realidad.

Por último, retomaremos algunas líneas que nos per-
mitan reflexionar en torno al desafío que implica poder 
lograr una transmisión responsable, desde una defensa 
de los derechos humanos y respeto por la diversidad.

2. De la libertad de expresión a los discursos de 
odio: ¿cuál es el límite?

El derecho a la libertad de expresión está consagrado 
en el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, donde se señala que: “todo individuo tiene de-
recho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho 
incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, 
el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el 
de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier 
medio de expresión”. Posteriormente, ese derecho ha que-



188 189

UNIVERSIDAD DEL ESTE

dado protegido en infinidad de Tratados internacionales 
y regionales.

Matías Rodríguez (2017) señala que la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos destacó en varias opor-
tunidades que la libertad de expresión debe ser entendi-
da desde una doble perspectiva: como derecho individual 
de las personas de expresar sus propios pensamientos e 
ideas, y como derecho colectivo de la sociedad de recibir 
ideas y pensamientos de los demás y de estar bien infor-
mados.

En este sentido, el autor sostiene que la censura previa 
o anticipada se encuentra expresamente prohibida por la 
Constitución Nacional y diversos Tratados de derechos 
humanos con jerarquía constitucional. Sin embargo, tan-
to el Pacto de San José de Costa Rica como la jurispru-
dencia nacional establecen que cuestión aparte será la 
responsabilidad posterior a la difusión de la información.

Por su parte, el artículo 13 de la Convención Ameri-
cana, luego de reconocer el derecho de toda persona a la 
libertad de pensamiento y de expresión y que no puede 
admitirse la censura previa sino sólo responsabilidades 
ulteriores, dispone que estas responsabilidades deben 
ser para asegurar el respeto a los derechos o a la reputa-
ción de los demás y la protección de la seguridad nacio-
nal, el orden público o la salud o la moral públicas (Risso 
Ferrand, 2020).

Dentro del Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos se ha desarrollado una amplia doctrina y jurispru-
dencia sobre lo que envuelve a este derecho, sobre todo 
por la triple función que tiene la libertad de expresión: 
es el derecho a pensar por cuenta propia pero también 
el derecho a compartir sentimientos e ideas sin ningún 
tipo de discriminación; es clave para el ejercicio de otros 
derechos y es piedra angular de la democracia, pues para 
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conformar una sociedad libre y democrática es necesario 
que ésta esté suficientemente informada. Este desarrollo 
va en consonancia a lo que previamente señaló el Comité 
de Derechos Humanos: “las libertades de información y 
de expresión son piedras angulares de toda sociedad libre 
y democrática” (Caso Aduayom y otros c. Togo).

Dado que no existe una definición consensuada para 
entender qué es el discurso de odio, tomaremos la carac-
terización propuesta en el Informe sobre discurso de odio 
elaborado por el INADI (2020), donde se atiende a su 
complejidad y se lo aborda desde una perspectiva amplia 
e interdisciplinaria, sin reducirlo a un estudio meramen-
te jurídico.

Estas expresiones, en sus múltiples niveles, son utili-
zadas para acosar, perseguir, segregar, justificar la vio-
lencia o la privación del ejercicio de derechos, generando 
un ambiente de prejuicios e intolerancia que incentiva 
la discriminación, la hostilidad o los ataques violentos 
a ciertas personas o grupos de personas; por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica o cualquier otra condición social (Gagliardone 
et al, 2019).

Podemos pensar a los discursos de odio como discur-
sos sociales que producen y/o profundizan la intoleran-
cia, discriminación y violencia al interior de un grupo 
social en un determinado momento histórico. Siguiendo 
a Marc Angenot (2012), los discursos sociales pueden 
ser entendidos como todo aquello que se dice y escribe 
en un determinado momento histórico en una sociedad 
dada. Componen memorias discursivas cargadas de cier-
tas formas de conocer, representar y entender el mundo, 
atravesadas por intereses sociales que determinan lo que 
legítimamente se puede decir y lo que no.
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Estos discursos no pueden ser pensados por fuera de 
cierta concepción del mundo y conductas aceptadas y/o 
rechazadas en función de ella, donde no queda lugar para 
la diferencia. De esta forma, se trata de articulaciones 
discursivas que actúan negando la existencia de multi-
versales, fomentando prejuicios y tendiendo a la elimina-
ción de todo aquello que no se ajuste a una única forma 
de entender y habitar el mundo. A su vez, utilizan meca-
nismos discursivos que sirven para construir una imagen 
simplificada, exagerada y distorsionada del grupo que es 
objeto de odio (INADI, 2020). Entre estos mecanismos po-
demos señalar la construcción del otro como diferente, 
identificando un “ellos” como diferente a un “nosotros”, y 
la generalización, que elimina las diferencias individua-
les del grupo, asociándolo a características negativas que 
contribuyen a justificar la discriminación y la violencia 
contra este grupo.

Natalia Torres y Víctor Taricco (2019) sostienen que 
los discursos de odio se ubican en una tensión entre el 
derecho a expresar todo tipo de ideas en el debate público 
y la necesidad de garantizar a todas las personas la posi-
bilidad de ejercer en pie de igualdad sus derechos.

Los discursos de odio son ataques dirigidos a personas 
o grupos de personas cuya forma de entender y habitar 
el mundo se visualiza como amenazante de un ordena-
miento social (pre)existente idealizado. El concepto de 
discursos de odio (en plural) refiere a un género discursi-
vo compuesto por distintos tipos de discursos violentos o 
agresivos hacia grupos sociales que se intenta segregar. 
Este género discursivo comprende: a) el “discurso de odio” 
(en singular), que atenta contra la vida de una persona o 
grupo de personas, y se corresponde con los mensajes de 
incitación al odio o la violencia; b) los “discursos discri-
minatorios” que amenazan la dignidad ciudadana de una 
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persona, o grupo de personas, y pretenden segregar, dis-
criminar o impedir el ejercicio de derechos en igualdad 
de condiciones; y c) el “discurso hostigador” que busca 
limitar la libertad de expresión de una persona, o grupo 
de personas, obturando su participación en el espacio pú-
blico a través del acoso o el amedrentamiento (Torres, N. 
y Taricco, V.; 2019, p. 18).

Martín Risso Ferrand (2020), por su parte, dirá que la 
expresión de “discurso del odio” puede usarse al menos 
en tres sentidos: 1) como simple referencia a un discurso, 
2) como algo que debe ser combatido y evitado mediante 
la educación, la sanción ética y social, y 3) como algo que 
debe ser sancionado penalmente.

Siguiendo al autor, por un lado podemos señalar que 
“discurso del odio” se asocia con un sujeto racista, ho-
mofóbico, misógino, xenófobo, etc., y para cuestionar este 
discurso se invocan ideales de tolerancia, respeto y soli-
daridad. Por otro lado, en muchas ocasiones se utiliza la 
denominación de “discurso del odio” como forma de es-
tigmatizar a quien, supuestamente, ha incurrido en esta 
práctica o como una justificación para limitar el ejercicio 
de la libertad de expresión. Así, vemos la complejidad que 
implica el acercarse a dicho concepto, donde no podemos 
perder de vista que buscar su regulación implica imponer 
limitaciones a la libertad de expresión.

Tal como sostienen Natalia Torres y Víctor Taricco 
(2019), es importante tener en cuenta que la forma en 
que los discursos de odio han sido definidos en los dife-
rentes marcos jurídicos vigentes da cuenta de la manera 
en que se ha intentado resolver el conflicto entre libertad 
de expresión y promoción de la igualdad. Así, en el próxi-
mo apartado se buscará realizar un sucinto análisis de 
la legislación argentina e internacional en relación a la 
libertad de expresión y sus límites, entendiendo que no 
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se trata de un derecho absoluto, pero cuyas violaciones 
o restricciones innecesarias o desproporcionadas no sólo 
afectan a aquellas personas que de forma directa ven vul-
nerado el ejercicio de su derecho, sino también pueden 
constituir una afectación a toda la sociedad en la medida 
en que cesa el libre flujo de ideas, opiniones e informacio-
nes.

3. Libertad de expresión: recorrido legislativo 
en relación a sus alcances y límites

La actividad legislativa en materia de libertad de ex-
presión, en los últimos años ha tenido un copioso desarro-
llo, y ello es plausible observar en la despenalización del 
desacato, la Ley Kimel de 2009 que modificó las bases de 
calumnias e injurias en búsqueda de la libertad de expre-
sión favoreciendo el discurso, la ley 11.723, entre otros.

Pero debemos partir de la base de que no es un derecho 
absoluto y requiere para su restricción el cumplimiento 
de determinados requisitos a saber: a) Debe estar esta-
blecido por una ley b) Tiene que perseguir un determina-
do objetivo c) Debe cumplir con los requisitos de necesi-
dad de una sociedad.

Dicha restricción la encontramos en el título V, capítu-
lo I, Sección novena, artículos 1770 y 1771 del Código Ci-
vil y Comercial de la Nación Argentina y en el código Pe-
nal de la Nación en los artículos 109 a 117 bis, ley 11.179.

Ya lo ha manifestado la Corte Suprema en el caso “Cam-
pillay”, en el que refiere textualmente “...el derecho a la 
libre expresión e información no es absoluto en cuanto a 
las responsabilidades que el legislador pueda determinar 
a raíz de los abusos cometidos mediante su ejercicio... Si 
bien en el régimen republicano la libertad de expresión,... 
tiene un lugar eminente que obliga a particular cautela 
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en cuanto se trata de deducir responsabilidades por su 
desenvolvimiento, puede afirmarse sin vacilación que ello 
no  traduce en el propósito de asegurar la impunidad de 
la prensa. La función primordial que en toda sociedad mo-
derna cumple el periodismo supone que ha de actuar con 
la más amplia libertad, pero el ejercicio del derecho de 
informar no puede extenderse en detrimento de la necesa-
ria armonía con los restantes derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran el de la integridad moral y el 
honor de las personas…” (Considerando 5º).

En Argentina se encuentra garantizado, a nivel Cons-
titucional en los artículos 14 84 y 32 85 de la Constitución 
Nacional, pero a su vez se encuentra reglado en diversos 
Tratados Internacionales con rango constitucional 86, lo 

84	  Constitución de la Nación Argentina, Artículo 14: 
“Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes 
derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a 
saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar 
y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, per-
manecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar 
sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y disponer 
de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar li-
bremente su culto; de enseñar y aprender”.

85	  Constitución de la Nación Argentina, Artículo 32: “El 
Congreso federal no dictará leyes que restrinjan la libertad de 
imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción federal”.

86	  Constitución de la Nación Argentina, Artículo 75, inciso 
22: “…La Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Pro-
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que incluye primordialmente la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos citada anteriormente.

En Argentina no existe legislación específica en ma-
teria de discurso de odio; la Convención Americana sí lo 
prohíbe en su artículo 15 inc. 5, pero es evidente que su 
tratamiento debe ser debatido en una agenda de trabajo 
a futuro entre los diferentes actores por el peligro que 
ello genere censura o la autocensura, trastocando otro 
derecho fundamental como la libertad de expresión pro-
piamente citada.

4. Medios masivos de comunicación y construc-
ción de subjetividad

En la actualidad, el discurso de odio se genera y propa-
ga principalmente a través de tres canales que se retroa-

tocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la San-
ción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; 
la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura 
y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la 
Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de 
su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artí-
culo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben 
entenderse complementarios de los derechos y garantías por 
ella reconocidos. Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el 
Poder Ejecutivo nacional, previa aprobación de las dos terceras 
partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara. Los 
demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego 
de ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las dos 
terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara 
para gozar de la jerarquía constitucional”.
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limentan entre sí: los medios de comunicación, internet 
-donde la facilidad de permanecer en el anonimato faci-
lita su propagación y dificulta su sanción- y el espacio 
público -donde puede adoptar múltiples formas y produ-
cirse en varios contextos: pintadas, actos de vandalismo, 
insultos o improperios, etc.- (INADI, 2020).

Aquí nos centraremos específicamente en el lugar que 
tienen los medios de comunicación en la generación y di-
fusión de los discursos de odio.

Los medios de comunicación son productores de subje-
tividades, sentidos e imaginarios sociales. Históricamen-
te, han ocupado un rol fundamental en la construcción 
social de la realidad, dado que transmiten verdades par-
ciales y particulares, verdades subjetivas, en las que se 
cuela la ideología. Como sabemos, no existe LA verdad, 
sino “versiones” de lo que acontece (Urios, 2015), discur-
sos con el poder de construir verdades, donde no podemos 
perder de vista para quién y en qué momento histórico-
social se construyen.

La subjetividad -social o singular- no es el producto ab-
soluto de la verdad, sino de la cultura, de la historia y de 
la sociedad, no se la puede comprender sin abordar el con-
texto de surgimiento. Las normas sociales, que regulan los 
vínculos y los lazos en la sociedad, lo que se constituye 
como lo “socialmente aceptable” -normas, pautas cultura-
les-, no son nunca ni neutrales ni objetivas, sino que tienen 
como origen los intereses de quienes ejercen el poder so-
cial, y que sólo buscarán mantener esos espacios de poder; 
el modo de hacerlo será mediante la neutralización, con su 
incorporación al sentido común compartido. En esto, los 
medios de comunicación, con su función reproductora, tie-
nen un papel fundamental (Urios, 2019, p. 29).

Los medios de comunicación tienen la capacidad de ge-
nerar, normalizar o reafirmar estereotipos y prejuicios de 
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acuerdo al tratamiento que hacen de la realidad, lo cual 
está basado en una violencia simbólica que transmite y 
reproduce dominación, desigualdad y discriminación en 
las relaciones sociales.

Aquí podemos introducir los aportes de Pierre Bour-
dieu, quien entiende a la violencia simbólica como “una 
violencia que se ejerce con la complicidad tácita de quie-
nes la padecen y también, a menudo, de quienes la prac-
tican en la medida en que unos y otros no son conscientes 
de padecerla o de practicarla” (Bourdieu, 1997, p. 21). “La 
violencia simbólica es más fuerte, entrañable, compleja y 
rizomática que la violencia física. Mientras la violencia 
física aparece a simple vista, la violencia simbólica se ca-
mufla en las raíces del ser” (Peña Collazos, W., 2009, p. 
70).

En la sociedad se ejerce el poder de las relaciones de 
fuerza y la imposición de “unos” sobre “otros”, generando 
una arbitrariedad cultural que liga a los individuos y los 
sujeta irremediablemente a la violencia simbólica. Así 
pues, la sociedad está constituida por relaciones de fuer-
za, y el poder simbólico es ejercido imponiendo un arbi-
trario cultural, que crea dominantes y dominados (Peña 
Collazos, 2009).

Eugenio Zaffaroni desarrolla conceptualizaciones en 
torno a la criminología mediática, señalando que fre-
cuentemente se va implantando en la subjetividad de la 
población el enfrentamiento con el semejante vulnerable, 
al que los medios han etiquetado como el potencial peli-
groso.

De esta forma, se crea una realidad y se la busca ins-
taurar como “LA” realidad, al tiempo que se persigue la 
construcción del otro como diferente, identificando un 
“ellos” y un “nosotros” atravesado por una ideología de-
terminada que sustenta la distinción.
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Este otro, como han demostrado diferentes estudios, 
resulta siempre menos conocido por sus propios atributos 
que por las fantasías y temores que encarna. Como plan-
tea Slavoj Zizek (2009), cuando recupera a Jaques Lacan, 
el otro sólo puede ser conocido a través de una presupo-
sición, como “un objeto de creencia” (Torres & Taricco, 
2019, p. 4).

Zaffaroni (2013) va a decir que “la criminología me-
diática siempre apela a una creación de la realidad a tra-
vés de información, sub información y desinformación en 
convergencia con prejuicios y creencias, y basada en una 
etiología criminal simplista asentada en la ‘causalidad 
mágica’” (p. 216).

Los medios de comunicación no sólo van a mediar entre 
la realidad social y la experiencia - individual o colectiva-, 
sino que también son protagonistas en esta mediación a 
partir de las selecciones que realizan para enmarcar un 
hecho noticioso.

Si bien no se puede negar la importancia de los medios 
de comunicación para el ejercicio del derecho a la libertad 
de expresión, tampoco podemos perder de vista el carácter 
selectivo que asume la elección de la noticia a ser comuni-
cada, en función de diversos intereses de quien comunica.

Tal como sostienen Walter Barboza y Marcos Perco 
(2020), cada vez que leemos un diario, vemos televisión 
o escuchamos radio, debemos preguntarnos “qué se dice, 
por qué se dice lo que se dice, en qué contexto, con qué 
fin, cómo se dice, a quiénes se dirige y qué cosas se dejan 
de decir. Estos interrogantes nos pueden ser de mucha 
utilidad, si aceptamos que allí donde se supone que los 
medios narran lo objetivo sólo hay una interpretación, de 
otra interpretación” (p. 6).

En este sentido, podemos situar los aportes de Zaffa-
roni (2013) cuando señala que el aspecto central de la 
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versión actual de la criminología mediática proviene del 
medio empleado: la televisión. Por eso, cuando decimos 
“discurso” es mejor entender “mensaje”, en consonancia 
con la imposición de imágenes.

Los medios son actores activos de transformaciones so-
ciales, toman una porción parcializada de la realidad y 
generan verdades a partir de sus propios intereses ideo-
lógicos y, de este modo, construyen percepciones en la 
sociedad. Se trata de la construcción, selección y jerar-
quización de la información en tanto los medios son quie-
nes legitiman la palabra de unos por sobre la de otros, 
se selecciona qué se difunde y qué se oculta en una deci-
sión subjetiva, y se hace en forma intencional (Urios, R., 
2018, p. 34).

Si tenemos en cuenta el gran papel que tienen los 
medios de comunicación en el seno de una sociedad, y 
el hecho de que a partir de la difusión de información y 
contenidos podrían influenciar comportamientos en las 
audiencias, resulta fundamental atender a la gran res-
ponsabilidad que les cabe en la promoción del respeto y 
el ejercicio de los derechos de las personas. De aquí po-
demos pensar la responsabilidad social de los medios de 
comunicación, que implica la existencia de responsabili-
dades y deberes de éstos respecto de la información que 
generan y entregan a la sociedad.

Al respecto, Romina Urios (2015) sostiene que la teo-
ría de la responsabilidad social se fundamenta en la li-
bertad de expresión, no como una libertad ilimitada, sino 
que los medios como agentes con funciones sociales, res-
ponsabilidades y un deber moral de difundir información 
necesaria para la sociedad, deben además considerar la 
pluralidad de ideas (Rodríguez & Algarra, 2008).

Para contrarrestar discursos de odio instalados es ne-
cesario repensar el rol del Estado y la importancia que 
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adquiere el diseño e implementación de políticas públicas 
que -contra una pretensión unificadora de los discursos 
de odio que amenaza el ejercicio efectivo de los derechos 
humanos-, fomente la deconstrucción de los estereotipos 
y promueva el pluralismo, con miras a garantizar el ac-
ceso de todos y todas al debate público.

Si los discursos de odio son centralmente un tipo de 
discurso autoritario que busca imponer una forma única 
de interpretación de la realidad, si los entendemos como 
prácticas articuladas a partir de temores históricamente 
constituidos y prejuicios socialmente sostenidos, la res-
puesta debe consistir en una política integral que cons-
truya intervenciones a partir de la comprensión de la 
problemática y aplique medidas que permitan garantizar 
el pluralismo, proteger a los grupos vulnerables y nutrir 
el debate público con las voces de todos y todas. (Torres, 
N. y Taricco, V., 2019, p. 19).

5. Reflexiones finales

En virtud de lo expuesto, podemos señalar que en 
ocasiones el ejercicio de algunos derechos puede entrar 
en pugna con el goce de otros, lo cual genera una dis-
cusión histórica acerca de la jerarquía de los distintos 
derechos que conforman los denominados “Derechos 
Humanos”.

Ante los discursos de odio que intentan instalar una 
única visión del mundo, deslegitimando e invisibilizando 
la pluralidad y los multiversales que nos atraviesan, es 
preciso promover una defensa de la diversidad de voces 
que, posicionada desde un paradigma de derechos huma-
nos, nos permita dejar de ver al otro/lo otro como una 
amenaza, resignificando la alteridad y teniendo a la em-
patía como horizonte.
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En esa dirección, romper determinados estereotipos 
nos permitirá acercarnos en un punto, o por lo menos co-
menzar a instaurar un debate, claro y justo sobre los dis-
cursos de odio y los alcances de su responsabilidad.

Definitivamente, libertad de expresión y discurso de 
odio son distintos conceptos. No puede disfrazarse de li-
bertad de expresión la pretensión de sostener que el próji-
mo pueda no tener el mismo derecho que el que se expre-
sa. Y en algunos casos esa diferencia de derechos implica 
hasta el derecho a vivir. Ejercer el derecho de libertad de 
expresión debe subyacer en la responsabilidad que de él 
deriva. Entre otras medidas, por ejemplo, deberíamos no 
aceptar la publicación de opiniones en portales de usua-
rios de cuentas anónimas y sin posibilidad de identifica-
ción (Ariel Gelblung y Raúl Martínez Fazzalari, 2021).

Para finalizar, es cierto que existen leyes y copiosa ju-
risprudencia en Argentina en esta materia, que han in-
tentado e intentan limitar el daño que se produce fijando 
parámetros de responsabilidad, que por razones de ex-
tensión de investigación resulta imposible citar. No obs-
tante, creemos que los límites del discurso del odio siguen 
siendo tan difusos que, en ocasiones, entran en conflicto 
con el derecho fundamental de la libertad de expresión. 
Y es necesario un tratamiento interdisciplinario integral 
para frenar la propagación de los discursos de odio que 
se generan, trabajando en una agenda concreta de cara 
al futuro no sólo en el ámbito judicial y legislativo sino 
también en la sociedad propiamente dicha.
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1.- Introducción

El presente trabajo está referido al fenómeno global 
del sistema de criptomonedas (Tokens fungibles) y las 
NFTs (Tokens no fungibles), a propósito del reciente 
dictamen de AFIP 02/2022 para el impuesto de bienes 
personales donde se las conceptualiza como activos fi-
nancieros.

Con la aparición y desarrollo de “Internet” a lo largo 
de los años se produjeron cambios profundos de índole 
económica, social y cultural. En la actualidad la forma 
de producir como la forma de consumir los bienes y ser-
vicios se vieron sustancialmente afectadas con la apari-
ción de la denominada “Internet de las cosas”, la “eco-
nomía digital” y el “comercio electrónico” (o e-business o 
e-commerce), y recientemente la tecnología blockchain y 
las criptomonedas.

Desde el punto de vista económico-financiero apare-
cieron nuevos productos y servicios financieros con la 
aplicación de tecnologías de la información y de la comu-
nicación, produciendo en consecuencia la digitalización 
paulatina del sistema financiero.
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Surgiendo así el concepto de Fintech para referirnos a 
la tecnología aplicada a las finanzas, que a grandes ras-
gos abarca temáticas referidas a medios e infraestructu-
ra de pagos digitales, la implementación de tecnologías 
y sistemas transversales, nuevos canales alternativos de 
crédito y ahorro, y soluciones por medio de la tecnología 
blockchain o cadena de bloques.

Son conceptualizadas 87 como los servicios financie-
ros mediante el uso de tecnologías modernas, los cuales 
abarcan los sectores de Préstamos, Pagos digitales, Bloc-
kchain y Criptoactivos, seguros digitales, Inversiones, 
Servicios B2B o entre empresas, el Financiamiento colec-
tivo, la Seguridad informática, entre otros sectores con-
forme a su actual expansión.

En este marco y ya centrándonos en la temática del 
presente trabajo, los “criptoactivos”, desde lo jurídi-
co comprenden no sólo aspectos referidos al Derecho 
Privado (Derecho contractual por ejemplo) sino que se 
proyecta sobre el Derecho Público incluyendo aspectos 
penales, tributarios, y de soberanía monetaria en cier-
to punto.

La presente tiene como objetivo señalar qué son, y qué 
no son, desde este aspecto jurídico.

Hasta aquí, puede verse que en los denominados “crip-
toactivos” confluyen cuestiones económico-financieras y 
jurídicas, además de las propias tecnológicas (Tecnolo-
gía blockchain). Pero debe señalarse que este sistema, 
se engloba aun en un fenómeno mayor como lo es el de 
“tokenización de la economía”.

87	  Fintech: aspectos legales. Compilado por Santiago 
J. Mora; Pablo Andrés Palazzi, 1a ed., Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, 2019, ISBN 978-987-86-2192-0.
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Así el fenómeno de “tokenización” implica la creación 
o emisión de estas unidades de valor en una blockchain 
que representen un bien o una parte de éste, o tengan 
una función dentro del sistema o fuera de él. Permite el 
fraccionamiento como el intercambio o comercio de esas 
unidades representativas de un todo o de una parte de 
un todo. Dentro de este fenómeno o desarrollo tecnológico 
aparecen los criptoactivos: Criptomonedas (en el sistema 
de blockchains son un Token moneda o de pago o pay-
ment tokens o cryptocurrencies) y las NFT o tokens no 
fungibles.

Este proceso de tokenización de la economía, o de dis-
tintos sectores de ella, produce nuevas formas de comer-
cializar y prestar servicios mediante activos virtuales.

Concluyendo esta introducción y vinculado con el obje-
tivo de este trabajo (el análisis de los criptoactivos desde 
el aspecto jurídico), debe señalarse que esta vinculación 
de lo económico y lo jurídico se traduce en nuestro or-
denamiento jurídico en el fundamento de su incipiente 
regulación, en especial respecto al reciente dictamen de 
AFIP que las conceptualiza como activos financieros.

2. Tokens y Criptoactivos

A efectos de explicar estos conceptos, partimos del 
fenómeno de “tokenización” que como se indicó implica 
la creación o emisión de estas unidades de valor en una 
blockchain que representen un bien o una parte de éste, 
o tengan una función dentro del sistema o fuera de él 
(tokens).

Ahora bien cuando hablamos de tokens se entiende por 
“tokens” en el marco de las “blockchain” como un registro 
en la base de datos descentralizada, que puede represen-
tar una moneda, una propiedad, una acción, un activo 
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financiero y cualquier otra cosa del mundo real 88, y en 
igual sentido como unidades que son registradas por una 
blockchain 89. Se trata de datos o paquetes de datos que 
tienen una función representativa de una cosa o bien e 
implican un valor.

Según su función se suelen distinguir los token en: 
a) Token moneda o de pago, o criptomoneda (payment 
tokens o cryptocurrencies), que se utiliza como medio de 
pago o intercambio entre los usuarios, b) Token de uti-
lidad o cupón digital (utility tokens, user tokens o app 
coins), el cual permite utilizar servicios accesorios a la 
plataforma, C) token como valor negociable (tokenized 
securities o asset tokens), los cuales emulan los valores 
negociables cartulares, participaciones en futuros ingre-
sos pero en las blockchain.

Un token puede tener o cumplir varias funciones a la 
vez. En todos los casos estos tokens se encuentran some-
tidos al software o programa de la blockchain, de tal ma-
nera que se crean e intercambian conforme lo determina 
ese programa.

Dentro de este fenómeno aparecen los criptoactivos, 
concepto que incluye a las criptomonedas y las NFT.

La tokenización de bienes, en cuanto unidad de valor y 
representación, se realiza en una blockchain. El sistema 

88	 “La tecnología blockchain: contratos inteligentes, 
ofertas iniciales de monedas y demás casos de uso”, por 
Santiago J. Mora en La Ley 2019-B, Nº 62 Buenos Aires, 
Argentina - Lunes 1 de abril de 2019.

89	 “Primer caso argentino sobre ‘apropiación’ de crip-
tomonedas”, Chomczyk, Andrés-Palazzi, Pablo A., La Ley, 
2019-B, Año LXXXIII, Nº 68, Buenos Aires, Argentina - 
Miércoles 10 de abril de 2019.
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de “blockchain” se enrola dentro de los sistemas de bases 
de datos descentralizadas o registros distribuidos (distri-
buted ledger technologies).

La doctrina 90 es coincidente en su descripción y esta-
blece que estaríamos frente a lo que podría ser como un 
registro público online entre los usuarios donde se asien-
tan datos como fechas, signos, operaciones, archivos, en-
tre otros. Se indican como características:

- la garantía respecto a las transacciones a través de 
firmas criptográficas posibilitando conocer el origen de 
las mismas

90	  Granero, Horacio R. Publicado el 07/03/2018, “Los 
contratos inteligentes y la tecnología ‘blockchain’ (su en-
cuadre en el Código Civil y Comercial de la Nación)” el-
Dial.com.; Granero, Horacio R., Dirección. E-Mails, chats, 
WhatsApp, SMS, Facebook, filmaciones con teléfonos mó-
viles y otras tecnologías. Validez probatoria en el proceso 
civil, comercial, penal y laboral, libro digital, EPUB. Ar-
chivo Digital: descarga y online ISBN 978-987-1799-92-3.; 
Palazzi, Pablo A.-Chomczyk, Andrés, “Primer caso argen-
tino sobre ‘apropiación’ de criptomonedas”, La Ley 2019-
B Año LXXXIII Nº 68 Buenos Aires, Argentina -Miércoles 
10 de abril de 2019; Granero, Horacio, “Contratos inteli-
gentes y blockchain. ¿Las cadenas de bloques pueden con-
vertir a Uber en pasado de moda?”; Dunayevich, Julián y 
Franca, Daniel, “Blockchain Federal Argentina: una pla-
taforma multiservicios basada en el modelo de gobernanza 
multisectorial”, en Fintech, aspectos legales, cit.; Fernando 
Omar Branciforte, Aspectos legales blockchain, criptoac-
tivos, smart contracts y nuevas tecnologías, 1a ed., Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, 2021. Heredia Querro, Sebas-
tián, Smart Contracts ¿Qué son? ¿Para qué sirven? ¿Para 
qué no servirán?, 2020, Ed. 1 Editores.
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- la certeza en cuanto a las fechas y contenido de dichas 
transacciones en virtud de la imposibilidad de modificar 
los paquetes de datos

- la ausencia de intermediarios entre las transaccio-
nes.

La tokenización de bienes en una blockchain, desde lo 
tecnológico se complementa con la aparición de los deno-
minados “contratos inteligentes” o smart contracts.

Su utilización en las “blockchains” implica técnica-
mente la posibilidad de incorporar o crear paquetes de 
datos en la cadena de bloques que constituyan progra-
mas informáticos autoejecutables (contratos inteligentes 
o smart contracts).

Consisten en un programa informático (software) que 
se ejecuta automáticamente (autoejecutables), por lo cual 
pueden ser parte de la ejecución o cumplimiento de un 
contrato pero no se identifiquen con estos, ya sea que ese 
contrato esté o no registrado también en la blockchain. 
Este software como tal implica un algoritmo que conlleva 
un conjunto de órdenes o instrucciones escrito en códigos 
informáticos para los ordenadores sobre la base de cierta 
información necesaria interna o externa. La página web 
Blockchain Federal Argentina 91, los define señalando 
que son más bien flujos de tareas programables dentro 
de Blockchain, que abren la posibilidad de desarrollar 
aplicaciones.

Por lo cual los denominados criptoactivos se desa-
rrollan en el sistema de blockchains y, excepto los que 
se basan en el sistema de Bitcoin -como más abajo 
veremos-, utilizan contratos inteligentes o smart con-
tracts.

91	 https://bfa.ar/blockchain/smart-contracts.
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Volviendo a los criptoactivos, las criptomonedas (en 
cuanto moneda virtual y a su vez token fungible) y las 
NFT (tokens no fungibles) tienen en común que son uni-
dades registradas en una blockchain. Ambos son tokens 
criptográficos, tienen una (o varias) función de represen-
tar un bien o derecho, su emisión es descentralizada ante 
la inexistencia de un ente bancario, financiero o estatal 
que controle dicha emisión y circulación.

Ahora bien, los NFT o los tokens no fungibles son úni-
cos de tal manera que no resultan intercambiables por 
otros NFT. También constituyen la representación de un 
derecho o valor, pero no tienen en sí una función de pago. 
En la creación o acuñación se realiza a través de una pla-
taforma donde se cargan archivos digitales en formatos 
de imágenes (JPEG, PNG, GIF), videos (MP4, MPEG, 
AVI), y audios (WAB, MP3).

En el marco del régimen de la Propiedad intelectual 
regulado principalmente por la ley 11.723, puede seña-
larse que una NFT puede ser y/o representar perfecta-
mente una obra intelectual en los términos del art. 1 
de la ley 11.723 ya que la amplitud que dicho artículo 
abarca, comprende toda producción científica, literaria, 
artística o didáctica sea cual fuere el procedimiento de 
reproducción. La tokenización de obras permite también 
la explotación económica que el autor desee y al implicar 
la tecnología blockchain un registro online que se carac-
teriza por ser inmutable, la creación de un NFT en cuan-
to obra intelectual puede registrar a su creador en cuanto 
usuario de la plataforma donde se crea, y asegurar los 
derechos morales de paternidad sobre la obra.

En conclusión, los criptoactivos (las criptomonedas y 
los tokens no fungibles) son tokens criptográficos, tienen 
una (o varias) función de representar un bien o derecho, 
su emisión es descentralizada ante la inexistencia de 
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un ente bancario, financiero o estatal que controle dicha 
emisión y circulación.

3. Moneda, dinero y criptomonedas

Como se indicó desde el punto de vista tecnológico las 
criptomonedas son en el sistema de blockchains un token 
moneda o de pago (payment tokens o cryptocurrencies), 
o sea son unidades registradas en esa red y que tienen 
una función representativa de un valor, y en cuanto la 
legislación lo permita son representativos de un derecho.

La cuestión a dilucidar es si pueden o no considerarse 
en la actualidad a los criptoactivos una moneda o dinero.

Debe recordarse el origen del sistema de criptomone-
das como un nuevo sistema de pago. El contexto de la 
aparición de este sistema fue la crisis económica-finan-
ciera del año 2008 en EE.UU. que se propagó al resto del 
mundo, donde una de las principales bancas internacio-
nales (Lehman Brothers) quebró. La crisis no fue produc-
tiva sino propia de los mercados financieros, e implicó en 
la mayoría de los países la falta de liquidez y de crédito 
de las entidades financieras privadas.

En este contexto aparece Satoshi Nakamoto creando 
la primera criptomeda llamada “Bitcoin”, con su artículo 
sobre la tecnología de Bitcoin denominado “White paper” 
92 y la publicación del software para ejecutarlo.

La finalidad es crear un sistema de pago digital sin la 
intervención de terceros intermediando (entidades finan-
cieras), atento a que “…el comercio en Internet ha llega-

92	  “Bitcoin: un sistema de dinero en efectivo electró-
nico peer-to-peer”, Satoshi Nakamoto satoshin@gmx.com 
www.bitcoin.org. Traducido al español por @breathingdog.
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do a depender casi exclusivamente de las instituciones fi-
nancieras como terceros de confianza en el proceso de los 
pagos electrónicos…”. Se indica que este sistema sufre la 
debilidad inherente al modelo basado en confianza: -Las 
transacciones completamente irreversibles no son posi-
bles; -El coste de esta mediación incrementa los costes de 
transacción.

Así las cosas, “…Es necesario, por tanto, un sistema 
de pago electrónico basado en prueba criptográfica en lu-
gar de confianza, permitiendo que dos partes interesa-
das realicen transacciones directamente entre ellas, sin 
necesidad de un tercero de confianza…” 93. En una breve 
descripción del sistema propuesto se señala que “…Una 
forma de dinero en efectivo electrónico puramente peer-
to-peer debería permitir enviar pagos online directamen-
te entre las partes y sin pasar a través de una institución 
financiera…” 94.

Por lo cual cuando hablamos del sistema de cripto-
moneda, hablamos de un sistema de pago digital sin la 
intervención de terceros intermediando, o sea fuera del 
sistema financiero formal, fuera del alcance de gobiernos 
y organizaciones internacionales.

Ahora bien, desde el punto de vista económico cuando 
hablamos de “Moneda”, hablamos de un bien que sea un 
instrumento para el intercambio de otros bienes (medio 
de cambio), una unidad de valor de otros bienes, y una 
reserva de valor.

En este sentido las criptomonedas pueden ser inter-
cambiadas por bienes y servicios, por otras criptomo-
nedas o por monedas de curso legal, pudiendo también 

93	  Idem nota anterior.

94	  Idem nota anterior.
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conservarse con la finalidad de especular un mayor va-
lor, y permitiendo también cuantificar el valor de otros 
bienes 95.

En este sentido participa dentro del concepto económi-
co de “moneda”. Con la aparición de lo “digital” y en es-
pecial con las criptomonedas en la actualidad puede dis-
tinguirse las “monedas virtuales” de las “moneda Fiat” o 
“dinero fiduciario” y del “dinero electrónico”.

El Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) 
a través de dos documentos (2014 y 2015) 96 conceptua-
liza a las monedas virtuales como “una representación 
digital de valor que puede ser comerciada de manera di-
gital y funciona como (1) un medio de intercambio; y/o 
(2) una unidad de cuenta; y/o (3) un depósito de valor, 
pero no tiene estatus de moneda de curso legal (es decir, 
cuando se presenta a un acreedor, es una oferta válida 
y legal de pago) en cualquier jurisdicción. No es emitida 
ni garantizada por cualquier jurisdicción y cumple con 
las funciones anteriores sólo por acuerdo dentro de la co-
munidad de usuarios de la moneda virtual… la moneda 
fíat (también conocido como ‘moneda real’, ‘dinero real’ o 
‘moneda nacional’), que es la moneda de moneda y papel 

95	  “Monedas virtuales. Una primera aproximación al 
Bitcoin”, Mora, Santiago J. Publicado en: La Ley 31/12/2015, 
1 Cita Online: AR/DOC/3860/2015; “Las monedas virtuales 
en el Derecho argentino. Los Bitcoins”, por Eraso Lomaquiz, 
Santiago E. Publicado en: La Ley 31/12/2015, Cita Online: 
AR/DOC/4070/2015.

96	  Directrices para un enfoque basado en riesgo para 
monedas virtuales (cambiadores de moneda virtual con-
vertible) junio 2015 GAFI; Monedas virtuales (definiciones 
clave y los riesgos potenciales de ala/cft) junio 2014 GAFI
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de un país que es designada como su moneda de curso 
legal; circula; y es habitualmente utilizada y aceptada 
como un medio de intercambio en el país expedidor…el 
dinero electrónico, que es una representación digital de 
moneda fíat utilizada para transferir electrónicamente el 
valor denominado en moneda fíat. Dinero electrónico es 
un mecanismo de transferencia digital para moneda fíat 
-es decir, electrónicamente transfiere el valor que tiene la 
condición de moneda de curso legal-” 97.

Además se distingue dentro de las monedas virtuales:
- Las monedas virtuales convertibles las cuales tienen 

un valor equivalente en moneda real y se pueden inter-
cambiar de acá para allá por moneda real y las monedas 
virtuales no convertibles las cuales pretenden ser especí-
ficas a un dominio o mundo virtual particular;

- Las monedas virtuales centralizadas que tienen una 
autoridad única de administración (administrador) -es 
decir, un tercero que controla el sistema-. Un adminis-
trador emite la moneda; establece las reglas para su uso; 
mantiene un travesaño central de pagos; y tiene autoridad 
para redimir la moneda (retirarla de circulación), de las 
monedas virtuales descentralizadas (también conocidas 
como cripto-monedas) son monedas virtuales distribui-
das, de fuentes abiertas, basadas en matemáticas persona 
a persona que no cuentan con un autoridad central de ad-
ministración y ningún monitoreo o supervisión central 98 .

Por último el documento del GAFI define también a 
las criptomonedas señalando que se refiere a una moneda 
virtual convertible descentralizada, basada en la mate-
mática que está protegida por criptografía. Es decir, in-

97	  Idem nota anterior.

98	  Idem nota anterior.
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corpora principios de la criptografía para implementar 
una economía distribuida, descentralizada y segura de 
información. Criptomonedas depende de claves públicas 
y privadas para transferir el valor de una persona (indi-
viduo o entidad) a otro y debe ser firmada criptográfica-
mente cada vez que se transfiere 99.

Con similar criterio en la doctrina 100 existe acuerdo en 
que las criptomonedas son monedas virtuales de emisión 
descentralizada basada en la tecnología de blockchains, o 
sea que no tienen respaldo de ningún Estado.

4. Criptomonedas y su regulación en el Derecho 
argentino

En nuestro ordenamiento jurídico encontramos regu-
lación de las “monedas virtuales” en la Comunicación “A” 
6823 y la Comunicación “A” 7030 emitidas por el Banco 
Central de la República Argentina.

También las resoluciones de la AFIP (Resolución Gene-
ral 4614/2019, modificada por la Resolución General No. 
4647/2019), y la ley 27.430 dónde se incorporó como hecho 

99	  Ídem nota anterior,

100	 “La tecnología blockchain: contratos inteligentes, ofer-
tas iniciales de monedas y demás casos de uso”, cit.; “Primer 
caso argentino sobre ‘apropiación’ de criptomonedas”,cit.; 
“Régimen aplicable a las criptomonedas a tenor del derecho 
privado”, por Lourdes Lucero y José María Sabat Martínez 
en revista El Derecho, Buenos Aires, lunes 3 de agosto de 
2020 • ISSN 1666-8987 • Nº 14.902 • AÑO LVIII • ED 288; 
“Monedas virtuales. Una primera aproximación al Bitcoin”, 
cit.; “Las monedas virtuales en el Derecho argentino. Los 
Bitcoins”, cit.
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imponible en la Ley del Impuesto a las Ganancias en su 
artículo 2 a las operaciones con monedas digitales 101.

Por último la Resolución 300/2014 emitida por la Uni-
dad de Información Financiera, y el reciente dictamen 
2/2022 de AFIP para Bienes personales ley 23.966).

Sólo en estas últimas encontramos una conceptualiza-
ción de lo que debe entenderse por “criptomonedas”. Las 
resoluciones del BCRA están referidas a limitaciones en 
el uso de dólares para su adquisición o la necesidad de 
liquidarlas para el pago de obligaciones en el extranjero 
antes de solicitar operar en el mercado de capitales, y las 
resoluciones de AFIP están referidas principalmente a 
información financiera.

La Resolución 300/2014 de la UIF en su artículo 2 de-
fine a las “Monedas Virtuales” como “la representación 
digital de valor que puede ser objeto de comercio digital 
y cuyas funciones son la de constituir un medio de in-
tercambio, y/o una unidad de cuenta, y/o una reserva de 
valor, pero que no tienen curso legal, ni se emiten, ni se 
encuentran garantizadas por ningún país o jurisdicción. 
Agregándose que las monedas virtuales se diferencian 
del dinero electrónico, que es un mecanismo para trans-
ferir digitalmente monedas fiduciarias, es decir, median-
te el cual se transfieren electrónicamente monedas que 
tienen curso legal en algún país o jurisdicción”.

101	 A nivel provincial, en Córdoba el artículo 1, punto 
48 de la ley 10.724 que modifica el Código Tributario pro-
vincial de Córdoba, incorpora como actividad gravada para 
el impuesto sobre los ingresos brutos en el art. 178 a “La 
prestación de servicios de cualquier naturaleza, vinculados 
directa o indirectamente con operatorias relacionadas con 
monedas digitales”.
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Recientemente el dictamen 2/2022 de AFIP para Bie-
nes personales (ley 23.966) le reconoce a las criptomo-
nedas la naturaleza jurídica de “activo financiero” seña-
lando que “…Se puede caracterizar a las criptomonedas 
como una nueva clase de activo financiero, no tradicional 
y basado en la tecnología blockchain el cual versa, en de-
finitiva, acerca de una anotación electrónica que incor-
pora el derecho a una cantidad de dinero determinada, 
que puede tipificarse como títulos valores, toda vez que 
participan de las características principales que poseen 
estos últimos…” 102.

Como puede apreciarse la conceptualización de las 
“monedas virtuales” en la Resolución 300/2014 es similar 
a dada por el Grupo de Acción Financiera Internacional 
(GAFI) a través de dos documentos (2014 y 2015) 103 está 
estrechamente vinculada a la definición de lo que se en-
tiende por “criptomonedas”. Así se entiende las “monedas 
virtuales” como un token moneda o de pago, (payment 
tokens o cryptocurrencies), que se utiliza como medio de 
pago o intercambio entre los usuarios.

Ahora bien, en el dictamen 2/2022 de AFIP (Impuesto 
de Bienes Personales) al considerar a las criptomonedas 
como activo financiero, como la inclusión como hecho im-
ponible en la Ley del Impuesto a las Ganancias de las 
ganancias de operaciones con monedas digitales, resulta 
una conceptualización más amplia que entenderla como 

102	 http://biblioteca.afip.gob.ar/dcp/DID_K_000002_20 
22_06_16.

103	  Directrices para un enfoque basado en riesgo para 
monedas virtuales (cambiadores de moneda virtual con-
vertible) junio 2015 GAFI; Monedas virtuales (definiciones 
clave y los riesgos potenciales de ala/cft) junio 2014 GAFI.
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una moneda virtual. En este sentido se las entiende como 
un token como valor negociable (tokenized securities o 
asset tokens), los cuales emulan los valores negociables 
cartulares, participaciones en futuros ingresos pero en 
las blockchain.

Como se señaló, un token puede tener o cumplir varias 
funciones a la vez. Corresponde profundizar el análisis 
conforme nuestro Derecho sobre la conceptualización de 
las “criptomonedas”.

En primer lugar, tanto en la Resolución 300/2014 como 
en su similar dada por el Grupo de Acción Financiera 
Internacional (GAFI) a través de dos documentos (2014 
y 2015) se resalta que las “monedas virtuales” no consti-
tuyen dinero.

Así partiendo de la diferencia entre las monedas vir-
tuales y monedas fiduciarias, debe descartarse que las 
“criptomonedas” sean dinero. En nuestro ordenamiento 
jurídico la ley 24.144 referida a la Carta Orgánica del 
BCRA en su artículo 30 señala que “el Banco Central 
es el encargado exclusivo de la emisión de billetes y mo-
nedas de la Nación Argentina y ningún otro órgano del 
gobierno nacional, ni los gobiernos provinciales, ni las 
municipalidades, bancos u otras autoridades cualesquie-
ra, podrán emitir billetes ni monedas metálicas ni otros 
instrumentos que fuesen susceptibles de circular como 
moneda”. Por su parte se aclara en dicho artículo que se 
entenderá que son susceptibles de circular como moneda, 
cualesquiera fueran las condiciones y características de 
los instrumentos, cuando el emisor imponga o induzca en 
forma directa o indirecta, su aceptación forzosa para la 
cancelación de cualquier tipo de obligación.

En el artículo 31 se señala que los billetes y monedas 
del Banco tendrán curso legal en todo el territorio de la 
República Argentina por el importe expresado en ellos.
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Por lo cual se entiende por dinero en nuestro país la 
moneda fiduciaria (Art. 31 de la ley 24.144), o sea los bi-
lletes y monedas emitidos por el BCRA que tienen curso 
legal en el territorio nacional, es decir que se impone su 
aceptación forzosa para la cancelación de obligaciones 
por el valor nominal en ella indicada. Las criptomone-
das, si bien pueden cumplir las funciones de la moneda 
tal como se indicó, no son en nuestro país dinero por no 
ser moneda de curso legal.

En segundo lugar, descartado que hablemos de dine-
ro cuando hablamos de “criptomonedas”, debe señalar-
se que debe entenderse que los “criptoactivos” (tanto los 
tokens fungibles sean de pago, de utilidad o como valor 
negociable, como los tokens no fungibles) en nuestro De-
recho conforme al CCyC, jurídicamente son bienes inma-
teriales (Arts. 15 y 16 del CCyC) y como tales se incluyen 
en el concepto constitucional de propiedad (Art. 17 CN.).

En cuanto bienes inmateriales, tienen una función re-
presentativa de un valor, y en la medida que la legisla-
ción lo permita son representativos de un derecho. En 
esta sintonía puede entenderse la consideración en el 
reciente dictamen de AFIP de las criptomonedas como 
“activo financiero”.

Así en este sentido, es cierto que se enmarca en la ten-
dencia de regulación de los servicios financieros median-
te el uso de tecnologías modernas (FinTech) que abar-
ca también pagos digitales, canales digitales de crédito 
y ahorro, seguros digitales, Inversiones, Servicios B2B 
o entre empresas, la Seguridad informática, entre otros 
sectores conforme a su actual expansión. Puede verse en 
este sentido el proyecto de ley MICA en la Unión europea.

Pero la amplitud en cuanto entender a las “criptomo-
nedas” como una anotación electrónica que incorpora el 
derecho a una cantidad de dinero determinada, que pue-
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de tipificarse como títulos valores presenta como objeción 
que abarcarían a las NFT, diferentes a las criptomone-
das, que no sólo incorporan el derecho a una cantidad de 
dinero sino que en el marco del régimen de la Propiedad 
intelectual regulado principalmente por la ley 11.723, 
una NFT puede ser y/o representar perfectamente una 
obra intelectual en los términos del art. 1 de la ley 11.723 
y registrar los derechos morales de paternidad del autor 
sobre esa obra.

Por último en cuanto a la referencia de ser una anota-
ción electrónica que puede tipificarse como títulos valores 
implica conceptualizarlos como tokens con valor negocia-
ble.

En nuestro Derecho el artículo 1815 del CCyC los tí-
tulos valores incorporan una obligación incondicional e 
irrevocable de una prestación y otorgan a cada titular un 
derecho autónomo. Ahora bien, estos títulos de valores 
pueden ser cartulares (Art. 1830), previéndose en el art. 
1836 que los “títulos valores tipificados legalmente como 
cartulares también pueden emitirse como no cartulares, 
para su ingreso y circulación en una caja de valores o un 
sistema autorizado de compensación bancaria o de ano-
taciones en cuenta”.

El art. 1850 referido a los títulos de valores no cartula-
res señala que “la transmisión o constitución de derechos 
reales sobre el título valor, los gravámenes, secuestros, 
medidas precautorias y cualquier otra afectación de los 
derechos conferidos por el título valor deben efectuarse 
mediante asientos en registros especiales que debe llevar 
el emisor o, en nombre de éste, una caja de valores, una 
entidad financiera autorizada o un escribano de registro”.

Por su parte la ley de Mercado de capitales (ley 26.831 
y modif.) en su artículo 2 define a los valores negociables 
como “los Títulos de valores emitidos tanto en forma car-
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tular así como a todos aquellos valores incorporados a un 
registro de anotaciones en cuenta incluyendo, en particu-
lar, los valores de crédito o representativos de derechos 
creditorios, las acciones, las cuotapartes de fondos comu-
nes de inversión, los títulos de deuda o certificados de 
participación de fideicomisos financieros o de otros vehí-
culos de inversión colectiva y, en general, cualquier valor 
o contrato de inversión o derechos de crédito homogéneos 
y fungibles, emitidos o agrupados en serie y negociables 
en igual forma y con efectos similares a los títulos valo-
res; que por su configuración y régimen de transmisión 
sean susceptibles de tráfico generalizado e impersonal en 
los mercados financieros” 104.

De lo expuesto respecto a la ley de Mercados de Capi-
tales surge que en nuestro Derecho resulta necesaria la 
autorización y control de la Comisión Nacional de Valores 
como autoridad central de contralor de estas operaciones, 
y los valores negociables implican la incorporación de un 
crédito incondicional e irrevocable que si es no cartular 
debe serlo en un sistema de anotaciones en cuenta o un 
registro especial del emisor.

104	  Se define también a los mercados como “sociedades 
anónimas autorizadas por la Comisión Nacional de Valores 
con el objeto principal de organizar las operaciones con va-
lores negociables que cuenten con oferta pública, quedan-
do bajo competencia del citado organismo las actividades 
afines y complementarias compatibles con el desarrollo de 
ese fin y a los mercado de capitales como el ámbito donde 
se ofrecen públicamente valores negociables u otros instru-
mentos previamente autorizados para que, a través de la 
negociación por agentes habilitados, el público realice actos 
jurídicos, todo ello bajo la supervisión de la Comisión Na-
cional de Valores”.
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La cuestión a dilucidar, se señala 105 es si la tecnolo-
gía “blockchain”, como base de datos, puede constituir un 
sistema de anotaciones en cuenta o un registro especial, 
y sujetarse a la regulación de oferta pública de valores 
negociables. La doctrina citada en general sostiene un 
criterio negativo en cuanto a las criptomonedas configu-
radas como medio de pago por no incorporar una obliga-
ción incondicional e irrevocable en un documento, pero se 
muestra favorable en caso de tokens de utilidad y tokens 
como valor negociable.

5. Conclusión

Solo a modo de conclusión del presente trabajo se se-
ñalan las ideas principales:

- Los “criptoactivos” abarcan aspectos económicos-fi-
nancieros y jurídicos, además de los propios tecnológicos 
(Tecnología blockchain).

- Los “criptoactivos” se enmarcan en el fenómeno de 
“tokenización” de bienes.

- Los “criptoactivos” abarcan criptomonedas (en el sis-
tema de blockchains son un token moneda o de pago o pa-
yment tokens o cryptocurrencies) y las NFT o tokens no 
fungibles. Ambos son tokens criptográficos, tienen una (o 
varias) función de representar un bien o derecho, su emi-

105	  “Régimen aplicable a las criptomonedas a tenor del 
Derecho Privado”, por Lourdes Lucero y José María Sabat 
Martínez, cit.; “Criptoactivos en los mercados financieros 
y cambiarios”, por Juan M. Diehl Moreno y Santiago E. 
Eraso Lomaquiz en Fintech: aspectos legales, cit.; “Algunas 
ideas sobre una eventual regulación de las ofertas iniciales 
de security tokens” por Marina Bericua y Santiago J. Mora 
en Fintech: aspectos legales, cit.
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sión es descentralizada ante la inexistencia de un ente 
bancario, financiero o estatal que controle dicha emisión 
y circulación.

- En el marco del régimen de la Propiedad intelectual 
regulado principalmente por la ley 11.723, puede seña-
larse que una NFT puede ser y/o representar perfecta-
mente una obra intelectual en los términos del art. 1 
de la ley 11.723 ya que la amplitud que dicho artículo 
abarca, comprende toda producción científica, literaria, 
artística o didáctica sea cual fuere el procedimiento de 
reproducción.

- Las criptomonedas son monedas virtuales de emisión 
descentralizada basada en la tecnología de blockchains, 
o sea que no tienen respaldo de ningún Estado. No cons-
tituyen dinero, y como moneda virtual y cuando también 
tengan como función la de ser un token como valor nego-
ciable pueden entenderse como activo financiero.

- Los “criptoactivos” (tanto los tokens fungibles sean 
de pago, de utilidad o como valor negociable, como los 
tokens no fungibles) en nuestro Derecho conforme al 
CCyC, jurídicamente son bienes inmateriales (Art. 15 
y 16 del CCyC) y como tales se incluyen en el concepto 
constitucional de propiedad (Art. 17 CN.).
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Principios orientadores para una Teoría
Crítica de la Justicia. Una propuesta
a partir del pensamiento de Rawls

Autor: Dr. Pedro Luis Bracho Fuenmayor 106

Resumen

En este artículo se presenta la propuesta de unos prin-
cipios orientadores para la construcción de una Teoría 
Crítica de la Justicia sustentado en el pensamiento de 
John Rawls, cuyos planteamientos dejaron que sus con-
ceptos estuvieran fundamentados en el momento histó-
rico, en su tiempo, espacio, en el contexto donde se des-
envolvían, con sus conocimientos, experiencias, habilida-
des, elementos que le dieron bases teóricas para expresar 
objetivamente su posición acerca de la justicia. Por ello, 
desde el punto de vista descriptivo analítico, se apor-
tan principios importantes y orientadores tomándose en 
cuenta los aportes de Rawls, como filósofo rector de este 
estudio, para proponer la historicidad, temporalidad, es-
pecialidad, objetividad, subjetividad, razonabilidad, ra-
cionalidad, interdisciplinariedad, transdisciplinariedad, 
taxatividad, legalidad y universalidad, como principios 
que deben analizarse en el momento de hablar sobre jus-

106	  Dr. Pedro Luis Bracho Fuenmayor. Ph D. Académico 
Universidad de Tarapacá C.I:  26.683.114-5 Celular:  (+56) 9 
4162 6342 Correo electrónico:  brachop@hotmail.com Direc-
ción:  Avenida 4 Sur No. 2652, Departamento 904, Torre E, 
Condominio Las Terrazas, Comuna Iquique, Región de Tara-
pacá, Iquique.
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ticia, en el ámbito de las ciencias jurídicas y políticas, que 
permitirían desarrollar acciones justas en función de las 
circunstancias que experimenta el hombre en cualquier 
sociedad.

Palabras clave: Justicia, John Rawls, teoría crítica, 
principios orientadores.

Correo electrónico: pbrachof@academicos.uta.cl

Abstract

This article presents the proposal of guiding principles 
for the construction of a Critical Theory of Justice, based 
on the thought of John Rawls, who in the development 
of his approaches let their concepts be based on the his-
torical moment, in their time, space, in the context whe-
re they developed, with their knowledge, experiences, 
skills, elements that gave him theoretical bases to ob-
jectively express his position on justice. Therefore, from 
the analytical descriptive point of view, important and 
guiding principles are provided, taking into account the 
contributions of Rawls, as the guiding philosopher of this 
study, to propose historicity, temporality, specialty, ob-
jectivity, subjectivity, reasonableness, rationality, inter-
disciplinary, transdisciplinarity, taxativity, legality and 
universality, as principles that must be analyzed when 
talking about justice, in the field of legal and political 
sciences, which would allow the development of just ac-
tions according to the circumstances experienced by man 
in any society. 

Keywords: Justice, John Rawls, critical theory, gui-
ding principles.
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Sumario: 1. Introducción.- 2. Principios orientadores 
para la formulación de una Teoría Crítica de la Justicia.- 
3. Consideraciones finales.- Referencias bibliográficas

1. Introducción

Al analizar la justicia según el pensamiento de John 
Rawls, se han podido detectar distintos puntos de vis-
ta de este filósofo en la trayectoria de sus producciones, 
donde a pesar de que mantiene su posición acerca de la 
equidad, la libertad, el reconocimiento de derechos y de-
beres, realiza una serie de modificaciones e incorpora en 
sus últimas obras, enfoques que se aproximan un poco a 
los fundamentos de sus críticos, especialmente a los plan-
teamientos de Nozick, Dworkin, Sen, Nussbaum, Walzer 
y Habermas, entre otros filósofos, quienes exponen anta-
gonismos y correspondencias de sus ideas con la postura 
rawlsiana.

Es pertinente recordar que la justicia es un valor, por 
ello, depende de cómo la sociedad y las creencias de los 
individuos la consideran, siendo una virtud cardinal con 
la cual se da una inclinación para otorgar a cada uno lo 
que le corresponde, pertenece o le concierne. Se parte del 
hecho real de que todos los individuos en cualquier tipo 
de sociedad que se desenvuelva, aspira a ser tomado en 
cuenta, ser tratado con respeto, donde su dignidad hu-
mana es inviolable, deseando tener las mismas oportu-
nidades de otros en cuanto al aspecto personal, social, 
profesional, laboral, una justa distribución de las rique-
zas, pero también en cuanto al cumplimiento de sus obli-
gaciones para su comunidad, sus congéneres, siguiendo 
las normas y reglas establecidas en la Constitución, en 
las leyes y los reglamentos.
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Por ello, lo ideal es cumplir con esta virtud según lo 
planteaba Aristóteles (1985), quien suponía que justicia 
significa ser respetuoso de las leyes, y para alcanzarlo 
es necesario practicar el bien con todos para lograr un 
bienestar colectivo, donde lo que es bueno y correcto para 
una persona, debe ser así para las otras, satisfaciendo 
cada quien sus intereses sin afectar los comunes, todo 
con el propósito de tener una convivencia democrática y 
armoniosa, con equilibrio y fundamentos filosóficos que 
la sostienen. 

Es complicado pensar en la justicia con estas dos ver-
tientes, lo ideal y lo institucional, así como también es 
difícil desvincularla de las tantas disciplinas y espacios 
donde puede ser analizada según el contexto, y según 
quien la interpreta, puesto que el perfil de esa persona, 
conduce a inferir aspectos distintos, tal vez con el mismo 
propósito, respeto, sea quien sea esa persona, trato igual 
para todos, en calidad de vida, salud, educación, oportu-
nidades de estudio, de trabajo, en defensa de sus dere-
chos y la vez, para el cumplimiento de sus deberes, por lo 
que se puede tener argumentos en contra de la justicia de 
una norma jurídica, sin embargo, la norma sigue vigente 
mientras no haya sido derogada. En el campo moral en 
cambio, no se concibe una situación semejante; conside-
rando que, si existen argumentos válidos que fundamen-
tan el juicio negativo sobre la razonabilidad o moralidad 
de una conducta, de una costumbre o de una norma, pue-
den ser determinadas como no morales o a la inversa.

Resalta que la justicia desde las ciencias jurídicas y 
políticas, asume la teoría y práctica con los sistemas y 
comportamientos de los individuos en la sociedad, invo-
lucrando otras ciencias como la Sociología, Economía, De-
recho, sin obviar sus aportes de ciencias específicas como 
la Filosofía, Epistemología, Axiología, desde vértices 
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metodológicos pragmáticos que permiten entender este 
fenómeno en distintas perspectivas, tomando en cuenta 
que el fundamento de la justicia para Rawls está basado 
en la igualdad, en cuanto a las oportunidades de la perso-
na dentro de la sociedad donde se desenvuelve y analizar 
esto sería volver a los inicios, por cuanto es importante: 

Adecuar la situación al momento específico, esto, sin 
desviarse de las leyes y normativas, pero sí, considerar 
los hechos, cómo se dieron, cómo se dan, dónde, por qué, 
en relación al caso que se esté estudiando, por cuanto, a 
pesar de expresar que todos los seres humanos son me-
recedores de este don, virtud, valor o condición, debe ser 
expuesto e interpretado su comportamiento, según sean 
las circunstancias (Bracho, 2021a, p. 130).

Es así como los análisis e interpretaciones que resul-
tan del estudio profundo acerca de la justicia de Rawls, 
permiten resaltar fundamentos para la formulación de 
principios orientadores dirigidos a la construcción de una 
Teoría Crítica de la Justicia, considerando los aportes 
rawlsianos, quien propone una clara praxis de la justicia 
enmarcada en la libertad y la equidad, la imparcialidad, 
el deber moral, desde lo individual a lo institucional, dan-
do respuesta a la interrogante: ¿cuáles principios orien-
tadores pueden formularse para la construcción de una 
Teoría Crítica de la Justicia?, enunciando como objeti-
vo pertinente: formular principios orientadores para la 
construcción de una Teoría Crítica de la Justicia.

2. Principios orientadores para la formulación 
de una Teoría Crítica de la Justicia

En la vida toda acción del hombre debe ser guiada por 
normas, por un canon, de allí que el criticismo kantiano 
tratara de fundamentar un canon basado en una siste-
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matización de principios aclarando el uso de las facul-
tades que se ponen en juego, a través del sujeto, en el 
conocimiento. Por lo expuesto, los principios dirigirán las 
acciones por el camino correcto, de allí que la persona 
razona acerca de lo que debe hacer, tomando en cuenta 
su autonomía, siempre y cuando, de acuerdo con Kant 
(1996), esté dentro de los cánones de la ley moral, indi-
cando “pues ahora ya vemos que, cuando nos pensamos 
como libres, nos incluimos en el mundo inteligible, como 
miembros de él, y conocemos la autonomía de la voluntad 
con su consecuencia que es la moralidad” (p. 60), pero si 
por el contrario se sienten obligados, son pertenecientes 
de un mundo sensible y al mismo tiempo, inteligible.

Ahora bien, cuando Rawls (1971) plantea sus princi-
pios dentro de la teoría de la justicia, asume que éstos 
orientarán la acción del hombre dentro de la sociedad, 
partiendo de la posición inicial y el velo de la ignorancia, 
obviando la capacidad de razonar acerca de lo que es jus-
to, correcto, adecuado o no, considerando una postura im-
pensable, cuestión que, en cualquier tiempo, condición o 
situación, se hace difícil de entender y aceptar. Todas las 
acciones del individuo lo llevan a pensar en lo que hace, 
y está en la posibilidad de entender lo establecido dentro 
de la sociedad, es más, si le conviene o no en caso que 
vaya en detrimento de su seguridad, de su vida, salud, 
educación, actividad laboral, aunado a tener la autono-
mía de decidir dónde puede obtener mayor productivi-
dad, desarrollo y éxito.

Esta situación analizada, implica que el principio de 
igualdad, de desigualdad con su debida distribución de 
riquezas, no siempre será aceptada por el individuo como 
justa, asumiéndose que la posición de Rawls, estaba sus-
tentada en el contractualismo, lo cual guiaba su pensa-
miento, y de allí su versión de la teoría de la igualdad. No 
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obstante, sin entrar en detalles específicos de cualquier 
país, sociedad, situación social, económica, política, ideo-
lógica, es preciso expresar que la justicia debe ser inter-
pretada desde distintos principios orientadores, según se 
reconozca o por el contrario, existe injusticia.

Desde este aspecto es importante que se propongan 
políticas con las cuales se pueda asegurar la participa-
ción e inclusión de los grupos subordinados en las insti-
tuciones sociales y políticas, de allí la necesidad de inte-
grar elementos que, desde una filosofía moral, relacionen 
cómo responder en justicia a las demandas de los grupos 
subordinados, guiada por la agitación que producen en la 
vida pública las víctimas de las injusticias.

Al respecto, Grueso (2012) expresa que la justicia es 
dar reconocimiento a la necesidad humana, consideran-
do que “el debido reconocimiento no es sólo una cortesía 
sino una obligación moral” (p. 72), de allí que lo propo-
ne para darle una importancia igual o mayor a la de la 
redistribución, y en ese orden de ideas, sostiene que el 
tema de la redistribución no ha perdido la centralidad 
en la justicia social que le ha concedido la tradición filo-
sófico-política, aunque es importante asumir la justicia 
desde otras perspectivas filosófico-políticas, especialmen-
te aquellas orientadas a la pura reflexión normativa, de 
allí que muchos filósofos acatan esa directriz, lo deja ver 
el modo como articulan la reflexión moral con el análisis 
científico-social.

Por eso se pueden conseguir razones complejas desde 
lo político y lo jurídico que se han ido planteando, y dan 
origen a unos principios orientadores para la formulación 
de una Teoría Crítica sobre la justicia, aquellos aspectos 
que en cuanto a tiempo, espacio, especificidad, objetivi-
dad, subjetividad, razonabilidad, racionalidad, taxativi-
dad, inter disciplinariedad, transdiciplinariedad, lega-
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lidad y universalidad, permitan interpretar la justicia 
como fenómeno social, sea visto como virtud, valor o con-
dición, para satisfacer los derechos, deberes, responsabi-
lidades, compromisos del hombre en el escenario donde 
se desenvuelva con iguales oportunidades y libertad de 
acción.

Desde la perspectiva del investigador, fundamentado 
en las ciencias jurídicas y políticas, la justicia debe ser 
interpretada como un fenómeno o hecho enmarcado en 
varios principios orientadores que lo guiarán de acuerdo 
a como se pueda entender, por ello, ofrece como aporte de 
este estudio el análisis de distintos principios para ser 
usados como punto de discusión cuando se quiere asumir 
la justicia, proponiendo los principios de historicidad, 
temporalidad, especialidad, objetividad, subjetividad, ra-
zonabilidad, racionalidad, como también la interdiscipli-
nariedad, transdiciplinariedad, taxatividad, legalidad y 
universalidad, que se explican a continuación: 

El principio de historicidad supone que es el momen-
to donde se da el análisis el que determina cómo inter-
pretar los hechos asumiendo posiciones, decisiones y 
cómo la mayoría de los conceptos en ciencias sociales, 
es complejo y multívoco. Se entiende según su signi-
ficado que es la existencia real y comprobada de un 
acontecimiento pasado que se pretende sea histórico, 
así como la importancia y trascendencia de un acon-
tecimiento o hecho que le permite formar parte de la 
historia. Se plantea que:

“La historicidad se refiere al conjunto de circunstan-
cias que a lo largo del tiempo constituyen el entrama-
do de relaciones en las cuales se inserta y cobra sentido 
algo, es el complejo de condiciones que hacen que algo sea 
lo que es: puede ser un proceso, un concepto o la propia 
vida” (Girola, 2011, p. 123). 
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En filosofía, la historicidad es entendida como el estu-
dio de un fenómeno, su comprensión dándole atención al 
hombre, lo que ahondando y ampliándose, ha devenido 
en un mejor conocimiento del tiempo propio del hombre, 
y, por tanto, en la tesis de la exclusiva historicidad de lo 
humano y de toda la realidad que le es aneja. Por eso, 
los filósofos que desde hace ya casi medio siglo, vienen 
pugnando por esa metafísica, plantean la necesidad de 
una razón vital, es decir, de una razón histórica capaz de 
forjar los conceptos aptos para apresar las peculiarida-
des ontológicas de la vida, pudiéndolas entender según 
cómo sucedieron y cuáles eran las circunstancias de ese 
momento.

Resulta claro que hay sectores donde sus respectivas 
historias no constituyen una condición obligada, por 
cuanto en cada momento que el hombre se ocupa con esos 
saberes, se puede hacer física sin historia de la física, o 
matemáticas sin historia de las matemáticas. Entonces, 
el concepto de lo histórico como fundamento de la vida 
humana, la hace inconclusa, considerando que la persona 
es un hecho histórico en sí, siendo un ser único, singular, 
individual e irrepetible, donde cada acción propia tiene 
su radical historicidad, asumiéndose cuando se interpre-
ta la justicia como virtud y valor filosófico y moral dentro 
de la sociedad. 

Este principio se asume dentro de la Teoría Crítica de 
la Justicia, porque es importante que quien la analice 
tome en cuenta aspectos que afectan el contexto históri-
co cultural para comprender la justicia, la incidencia de 
los conceptos en la manera de percibir esa realidad, asu-
miendo múltiples factores históricos, temporales y repre-
sentacionales en la construcción de la noción de moderni-
dad a lo largo del tiempo, por lo tanto, debe considerarse 
el entramado de relaciones (sociales, políticas, culturales, 
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lingüísticas y de todo tipo) en el cual, el concepto surge y 
del cual extrae en principio su significado. 

Otro principio orientador para la formulación de una 
teoría crítica sobre la justicia, es la temporalidad, por 
cuanto cada situación debe ser asumida, conceptualizada 
e interpretada según el tiempo en que se produce. Ya se 
sabe que la historicidad del hombre le viene de la pecu-
liar temporalidad dada en un ser que es precisamente el 
único que toma conocimiento de sí mismo, se preocupa 
por lo que es y por lo que quiere ser, ocuparse previamen-
te con el futuro. 

La temporalidad se refiere según Girola (2011) a “pro-
blematizar la experiencia del devenir: el pasado ya no 
es, salvo porque lo estamos trayendo al presente por un 
interés o pregunta específica. El futuro aún no es, salvo 
porque lo estamos intentando construir o prever desde el 
presente” (p. 23), lo cual implica establecer una relación 
entre el transcurrir del tiempo, la acción humana y la 
transformación del mundo social, así como con los ins-
trumentos conceptuales con los que pretende conocerlos. 
Expresa, la temporalidad puede proporcionar un eje para 
organizar la información, por cuanto su propósito es po-
ner en relación el pasado, el presente y el futuro, asocián-
dola con un antes y un después (o varios), así como con la 
idea de sucesión. Puede verse también como transitorie-
dad, reafirmando el carácter instrumental, hipotético y 
precario de los conceptos que se asumen.

Entonces, analizar la justicia en cualquier circunstan-
cia de la vida, en cualquier momento, espacio y tiempo, 
implica que no puede desvincularse de las normas, de las 
leyes, y por eso, cuando se trata de asumir una posición 
al respecto de ésta, la persona a pesar de sus posiciones, 
pensamientos y enfoques, debe aceptar que su decisión 
está supeditada a los planteamientos filosóficos y lega-
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les ya establecidos. Sin embargo, en ocasiones no existen 
esas normas para darle interpretación a los hechos, lo 
cual implica tomar una posición específica para los mis-
mos.

Cuando esta situación se observa, debe darse paso al 
principio de especialidad, que sería la acción que, en el 
momento, aunque no esté escrita ni se den antecedentes 
al respecto, debe asumirse, cuestión que posiblemente en 
el aspecto legal sucede y por ello se habla de lagunas y 
vacíos de la ley, por cuanto es un punto determinante 
cuando suceden conflictos que deben ser solucionados con 
las normativas del Derecho.

Según Bobbio (1987) “el principio de especialidad nor-
mativa hace referencia a la materia regulada, al conte-
nido de la norma” (p. 344), y supone el tránsito de una 
regla más amplia, que afecta a todo un género, a una 
regla menos extensa, afecta exclusivamente a una espe-
cie de dicho género, por ello, se da preferencia aplicativa 
de la norma reguladora de una especie de cierto género 
sobre la norma reguladora de tal género en su totalidad. 
Es normal el caso de que la aplicación de una norma di-
rigida a regular un determinado comportamiento de una 
categoría de personas, ponga de relieve la presencia de 
una categoría especial a la que no conviene la disciplina 
general, de allí, la exigencia, para respetar las reglas de 
la justicia y no regular de manera igual a personas perte-
necientes a categorías distintas, de derogar la disciplina 
de la norma general y de crear una norma especial.

La primacía de la norma especial sobre la general es la 
expresión de la exigencia del camino de la justicia, que se 
representa como procedente de lo abstracto a lo concreto, 
de la legalidad a la equidad. En favor de la norma espe-
cial hay una presunción de mayor justicia, precisamente 
porque el ideal del ordenamiento justo es aquel en el que 
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se da a cada uno lo que le corresponde, por la singula-
ridad que le distingue como persona frente a las demás 
personas. 

Otro principio es la objetividad, que es basarse en la 
realidad concreta de lo que se ve, de lo que se capta por 
medio de los sentidos, sin dejarse llevar por suposiciones 
o juicios de valor, basados en la razón teórica, en lo que 
se sabe y analiza. Debe asumirse lo concreto, y aunque 
la justicia como valor es algo abstracto, las acciones de 
los hombres determinan que es justo y que no, por ello, 
cuando se quiere analizar un hecho, referido a los dere-
chos, deberes, responsabilidad, libertad, igualdad de los 
individuos, hay que aceptar lo que se está visualizando, 
oyendo, sintiendo, de allí la dificultad y complejidad de 
decidir acerca de la justicia, aunado a la situación que 
generan las personas o sujetos que la interpretan, porque 
tienen distintos puntos de vista, lo perciben a su manera, 
y muchas veces según su interés. 

Al respecto, Pastene (2015) sostiene que este principio 
“se concibe como el deber de investigar con igual celo no 
sólo los hechos y circunstancias que funden o agraven la 
responsabilidad …” (p. 55), por lo tanto, la objetividad es 
cualidad de objetivo porque existe realmente fuera del 
sujeto que lo conoce, implicando un proceso libre de sen-
timientos a favor o en contra, por cuanto las emociones 
nublan y sesgan el proceso, de allí que si se analiza la jus-
ticia, quien la interpreta debe estar al tanto de todos los 
detalles que ocurrieron, siendo una situación muy espe-
cial para quien lo hace, por cuanto en ocasiones es posible 
ser parcial y es algo que debe evitarse totalmente.

La objetividad reporta beneficios para la persona y 
el sistema social, el proceso penal, el respeto al debi-
do proceso y los derechos del imputado; además de ser 
una garantía de racionalidad y justicia para cualquiera 
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que pudiera verse involucrada en una investigación pe-
nal. Este principio se encuentra profundamente unido 
a otros principios rectores que rigen la actividad de los 
organismos que imponen justicia en cualquier país, ta-
les como el principio de legalidad, de debido proceso y 
de interdicción de la arbitrariedad en el ejercicio de la 
función pública, derivando precisamente de esta consi-
deración, la importancia de éste y su efectivo cumpli-
miento para la configuración de un sistema de justicia 
respetuoso de los derechos y garantías en el marco de 
un Estado de Derecho. 

Es importante asumir también la subjetividad en la 
Teoría Crítica de la Justicia, toda vez que el ser huma-
no está cargado de una dimensión afectiva que lo lleva 
a entender los hechos según él cree que son y le convie-
nen, por ello es complejo y difícil aceptar que cuando se 
trata del estudio de la justicia, o de resolver un conflicto 
social, legal, institucional, la persona que interpreta sea 
totalmente objetiva, dejando escapar en momentos sus 
sentimientos y emociones, o tal vez, sus prejuicios acerca 
del evento estudiado porque se da un proceso individua-
lizado.

Aquino (2013) manifiesta que la subjetividad “es resul-
tado de los mecanismos de normalización en el individuo, 
es decir, de la forma en que los dispositivos disciplinarios 
se articulan entre sí y producen un tipo de mentalidad 
congruente con las condiciones culturales existentes” (p. 
261), de allí la importancia de entenderla desde el ám-
bito de las ciencias sociales, en particular la sociología, 
la antropología y los estudios culturales, con la idea de 
poner sobre la mesa las discusiones que a veces no se 
hacen explícitas al momento de analizar la producción 
de subjetividades en experiencias concretas, en este caso, 
sobre la justicia.
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El individuo tiene la capacidad de captar las situacio-
nes, lo hace con sus sentidos, los percibe, dejando que su 
sistema cerebral lo entienda y razona para definir qué 
es, cómo es, qué debe hacer, en fin, para tomar decisio-
nes. Esta opción de razonar es muy importante cuando 
de justicia se trata, puesto que contrario a la posición ini-
cial y el velo de la ignorancia de Rawls, necesariamente 
la persona puede identificar los hechos y caracterizarlos 
si son buenos o malos, correctos o no, adecuados o por el 
contrario, lo afectan de manera personal y al colectivo.

Esto indica que cuando se está tratando cualquier 
asunto referido a la justicia, puede ser que el sujeto in-
volucrado actúe de manera tal que convenza a quien 
escucha, y se dé ese proceso individualizado que impi-
de ser objetivo, racional, por ende, se producen efectos 
positivos para el implicado mas no justo y determinado 
según el debido proceso. Entonces, es necesario dentro de 
una Teoría Crítica de la Justicia, aceptar una concepción 
tradicional del sujeto, quien piensa como un individuo 
completamente dotado de conciencia, como una entidad 
autónoma y estable, como la fuente independiente y au-
téntica de la acción y el sentido.

Asimismo, se asume el principio de racionalidad, im-
portante para interpretar la justicia desde una teoría crí-
tica, tomando en cuenta que, para la persona, los actos 
que ejecuta deben partir de su proceso analítico, razo-
nando acerca de lo que es correcto, bueno, adecuado, qué 
es lo justo y qué no lo es. La razón es una de las capacida-
des que distingue al hombre del animal, le da inclusive la 
posibilidad de exigir sus derechos y cumplir sus deberes 
al saber que lo debe hacer. 

“La racionalidad ha sido a lo largo de la historia del 
derecho, un tema que ha causado alergia a la mayoría de 
juristas en el mundo, dando como resultado la negación 
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al estudio de la racionalidad del derecho y dejando la dis-
cusión sólo para los sociólogos y filósofos” (Rodríguez y 
Díaz, 2011, p. 162).

No obstante, a través de la Filosofía del Derecho al-
gunos teóricos han abordado el tema, manifestando que 
no es posible comprender la racionalidad como un ente 
desvinculado de la ejercitación de la razón por ser la ca-
pacidad de conocer el porqué de las cosas, llevando al 
individuo a argumentar deductivamente, estableciendo 
relaciones de consecuencia entre los enunciados, dándole 
respuesta a sus inquietudes.

Ahora bien, la racionalidad demuestra que la persona 
hace uso de la razón como regla y medida de los actos 
humanos, no como mero mecanismo o automatismo, sino 
con una comprensión razonable de la realidad normal-
mente vivida y apreciada conforme a criterios colectivos 
vigentes, de no ser así, habría incoherencia, irraciona-
lidad en los planteamientos y decisiones que asume, en 
este caso de estudio, con respecto a la justicia, a pesar 
de ser un asunto de carácter cualitativo, donde tal vez, 
la subjetividad pueda estar presente, el individuo debe 
mantener su objetividad y razón para resolver los conflic-
tos que pudieran presentarse.

Entonces, cuando se analiza la justicia, la manera de 
asumirla, conceptualizarla e interpretarla, es variada, 
depende del análisis racional que de ella se hace, funda-
mentado por las experiencias, los conocimientos, el área 
del saber al que se dedica, que permiten evidenciar las 
distintas posiciones en las personas. Todos razonan, pero 
cada quien lo hace según su mapa, y esto impide que el 
concepto de justicia y su aplicación sea considerado por 
todos, igual. 

De allí que llegar a consensos es muy difícil, pueden 
encontrarse como lo expone Rawls, equilibrios reflexivos, 
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pero se sabe que al debatir los significados de la justicia 
y de lo justo, parece ser un destino de la Filosofía, por ser 
una tarea interminable, o mejor, inconcluyente, porque 
ninguna de las soluciones teóricas del Derecho o de la 
Filosofía alcanzan a estabilizar la polémica sobre lo jus-
to. Aunque, quizá la respuesta a esta aparente paradoja 
sea que la justicia funciona más allá del pensamiento fi-
losófico, se instala en el lenguaje real y en las relaciones 
sociales reales sin dar cuenta de dónde procede su nor-
matividad.

Pareciera que todo lo racional es razonable, de hecho, 
son muchas las personas que utilizan el término con el 
mismo significado, y no, están equivocados, ser racional 
es trabajar con la razón, pero, sin embargo, se asume la 
razonabilidad en este estudio, como ese motivo para ha-
cer, de estar seguro qué es lo que debe hacer, más que 
por qué debe ser. Desde esta perspectiva, lo irrazonable 
se convierte en el límite negativo de toda argumentación 
jurídica, de lo que no puede hacerse, no es eficaz; no pro-
duce aceptabilidad en el auditorio. Razonable es, al con-
trario, lo que resulta aceptable por la comunidad. 

En este sentido, Muñoz (2007) considera que “la razo-
nabilidad como virtud es una manera de ser tolerante de 
forma solidaria, es entender al conciudadano, escuchar-
lo, saber que juntos acordaron las reglas de cooperación 
y actuar y dar razones a partir de tales normas” (p. 9), 
entonces, es la virtud más importante de los ciudadanos 
democráticos, una forma de actuar que rechaza la hu-
millación, la violencia y construye la posibilidad de ver 
diversas razones, que permite entender que los demás no 
son aquellos que piensan, creen, sienten, que son distin-
tos. 

De allí que la razonabilidad puede ir acompañada de 
lo racional porque contribuye a que las personas acepten 
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las diferencias entre unos y otros, estando en la capaci-
dad de compartir y escuchar ideas, donde todos puedan 
participar, es una virtud de la democracia, y por supues-
to de la justicia, al considerar que todos tienen las mis-
mas oportunidades de vivir, superarse y contribuir con 
la sociedad, al llegar a acuerdos entre los ciudadanos ha-
ciéndola más estable, aceptando que la diversidad es un 
hecho y en un mundo de diferentes la tolerancia es fun-
damental para alejar la violencia de la vida. Al respecto 
de este punto, Rawls (2000) insistió en que, dentro de la 
concepción kantiana:

“Las personas son ‘razonables’ y ‘racionales’”, basándo-
se en la dualidad del término alemán “vernünftig”, usado 
para referirse a “racional” como a “razonable”, que puede 
tener el sentido amplio de “razonable” así como también, 
el sentido más estrecho (generalmente el de los econo-
mistas) de “racional”” (Rawls, 2000, p.164).

Con esto, explicaba que una persona puede tener una 
propuesta racional pero no es razonable, por cuanto quien 
hace la propuesta está presentando un trato que clara-
mente beneficia sus intereses, siendo racional en el sen-
tido estrecho, aunque a la vez, por injusta o desproporcio-
nada, su propuesta difícilmente será aceptada por su con-
traparte, de allí, que sea irrazonable, por tanto, para el 
filósofo, razonable es ser sensato, y estar preparado para 
escuchar razones. Para Rawls (2000) la diferencia entre 
razón teórica y práctica es: la primera “se encarga del 
conocimiento de objetos dados, y la lógica trascendental 
establece los principios que hacen posible el conocimiento 
sintético a priori de tales objetos” (p. 150). En cambio, la 
práctica se ocupa de la manera como se construyen obje-
tos de acuerdo con una idea (o una concepción) de éstos. 

Por ello, sugiere ver este intento de estudiar los prin-
cipios a partir de los cuales actúa la voluntad pura, cómo 



Anuario. Principales actividades de la Facultad
de Derecho y Ciencias Sociales - Año 2022

240 241

la búsqueda de aquellos principios a partir de los cuales 
un agente ideal, racional y razonable, actuaría para res-
petar la ley moral, incluso si al actuar así, tuviera que ir 
en contra de todos sus deseos dependientes de objetos, 
de todas las motivaciones empíricas, de la idea de buena 
voluntad, que es algo que se logra.

Como se observa, la razonabilidad como principio lleva 
a las personas a tener una motivación que dirija sus actos 
de cooperación, tolerancia, intentando ofrecer respuesta 
únicamente a los problemas morales fundamentales para 
la existencia de la sociedad plural, problemas de la ética 
pública, de allí que Rawls (1971) en la Teoría de la Justi-
cia considera que el mundo social modificado que se deri-
va de su Teoría será estable si cualquier persona querrá, 
al fin de cuentas, alcanzar el bien supremo. Además, la 
razonabilidad otorga estabilidad a la sociedad. Sólo si los 
agentes son razonables es posible el consenso entrecruza-
do y el uso de la razón pública para resolver problemas.

Otro principio propuesto es el de taxatividad, que hace 
referencia a la exigencia de certeza o determinación de la 
ley y por tanto, donde cada hecho sea expuesto de mane-
ra clara y precisa para ser entendido correctamente, lo 
cual lo hace indiscutible, incuestionable o irrebatible. Por 
lo general se asocia lo taxativo a lo terminante, conclu-
yente. En el caso de la justicia, el principio de taxatividad 
pretende que lo que se determine como justo, correcto, 
sea preciso, indicando acciones claras para que las mis-
mas sean cumplidas fielmente por los hombres que tie-
nen a su cargo y no existan actos de insurrección o amo-
tinamiento. Además, se propone que al hacer un análisis 
acerca de la justicia se pueda limitar a un caso o normas 
específicas, tomando en cuenta las circunstancias, para 
que cualquier obligación genere lo que son efectos jurídi-
cos en el caso del Derecho, de allí, se hace imprescindible 
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que aparezca recogida como tal en lo que es el ordena-
miento jurídico.

Para Yarza (2011) cuando se habla de taxativo en el 
caso de la justicia hay que ser claro y concreto, por cuan-
to explica que se relaciona con distintas ideas como trato 
igualitario, reciprocidad, “pero también con la de com-
pensación o corrección; luego, somos justos si no discri-
minamos en el trato, si aplicamos las mismas normas a 
todos, si no tenemos favoritismos o preferencias afectivas 
a la hora de aplicar una norma” (p. 13), entonces se es 
justo, porque se es equitativo, aunque no igualitario. No 
siempre justicia e igualdad son intercambiables, lo cual 
implica que en el momento de analizar una situación de 
justicia, deben asumir la taxatividad, que sería cuando 
se han establecido expresamente sus criterios de uso, y 
ellos ofrecen una guía explícita para controlar si su apli-
cación es correcta o incorrecta. 

Por tanto, el principio exige precisión a la hora de for-
mular los supuestos de hecho que viene dada por dos vías 
diferenciadas, reducir la imprecisión de los conceptos 
que se utilizan para fijar comportamientos que se van 
a considerar como prohibidos, por creer que los mismos 
dan lugar a una conducta delictiva, así como lograr la 
preponderancia de los conceptos descriptivos frente a los 
conceptos valorativos para la determinación de un delito 
concreto, lo cual contribuye al análisis de lo justo y de lo 
injusto.

En tal sentido, cuando se establece una Teoría Críti-
ca de la Justicia, se considera justificable el principio de 
taxatividad porque el analista debe buscar el ideal ilus-
trado de certeza que considera que sólo las leyes precisas 
pueden ser conocidas correctamente por sus destinata-
rios, evitando de este modo, las conductas prohibidas, de 
allí que si las leyes y normas sociales no se precisan po-
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drán generar problemas cuando se quiera trazar los pla-
nes y exponer cuáles conductas se pueden tener y cuáles 
no, incumpliendo muchas veces por desconocimiento. 

Cuando se analiza la justicia, se está introduciendo 
el sujeto en una disciplina que determina lo que es y 
cómo debe ser entendida, asumiendo que es una virtud, 
un valor, que tiene principios, puede ser discutida desde 
su episteme, la Axiología, la Sociología, el Derecho, si se 
quiere, es universal. Para Peñuela (2005) “Lo disciplinar 
y lo no disciplinar son dos elementos complementarios en 
el abordaje de procesos como la construcción de objetos 
de estudio, la solución de problemas concretos (praxis) 
y las diversas formas de aprehender la realidad (discur-
sos)” (p. 44). 

Entonces, el concepto de disciplina, poco a poco, se 
fue considerando sinónimo de especialización siendo 
importante eliminarlo para evitar la fragmentación, la 
disyunción-reducción, porque es más importante inte-
grar todo aquello que una vez fue separado, pasando 
de lo disciplinar a lo interdisciplinario. Entonces, la in-
terdisciplinariedad se da según Peñuela (2005) “cuando 
varias disciplinas abordan un mismo problema u objeto 
de estudio y cada una aporta desde su saber, elementos 
para una mejor comprensión. Pero ninguna sufre cam-
bios o modificaciones determinables” (p. 49), explicando 
que el problema es el centro de la acción y su impacto 
está determinado por la pertinencia de la interacción de 
las disciplinas en aportar nuevas soluciones (o elabora-
ciones si es un objeto de estudio), que, en este caso, es la 
justicia y su teoría. 

Destaca entonces que, al hacer un análisis de la Teo-
ría Crítica de la Justicia, hay que asumir la interdiscipli-
nariedad, porque este valor o virtud es asunto de vida, 
tanto física como emocional, es social, es legal, ideológi-
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ca cristiana, y por ende, en cualquier disciplina que sea 
interpretada, busca el respeto al hombre, sus derechos, 
deberes, compromisos, responsabilidad social, y por esto, 
se considera difícil hacer una análisis desde una sola dis-
ciplina como tal. Tal vez, sí es posible verla más en lo in-
dividual que en lo institucional, social y legal o viceversa, 
pero es complejo tratar de evadir efectos e incidencias de 
una disciplina en cuanto a la otra.

En ese orden de ideas, Morín (2007) explica que la 
transdisciplinariedad “es un esquema cognitivo que per-
mite ‘atravesar’ las disciplinas, es el espacio entre dos 
dimensiones donde se evidencia un constante flujo de in-
formación, no se ocupa de los métodos” (p. 312). Enfatiza 
en las ciencias sociales, tratando de sortear esta dificul-
tad que surge en el quehacer “interdisciplinario”, ahora 
inter-poli-multi-trans-meta-disciplinario, en la búsqueda 
de articulación en el trabajo investigativo, así, algunas 
personas no logran pasar de las investigaciones explora-
torias-descriptivas y otras no logran una adecuación de 
la teoría al contexto social en el cual se desenvuelven, son 
parte importante del quehacer del investigador. 

En ese orden de ideas, Osorio (2012) expresa que para 
los pensadores que promueven la transdisciplinariedad 
no es únicamente una estrategia pragmática en torno a 
los problemas concretos de una investigación multi-po-
li o pluridisciplinariedad, no es únicamente un enfoque 
ampliado desde el punto de vista metodológico para el 
análisis de fenómenos interrelacionados o de interdisci-
plinariedad, sino además, una nueva visión de la reali-
dad, una organización compleja epistemológica del cono-
cimiento y una novedosa actitud ante sí mismo, ante el 
conocimiento y ante el mundo. Lo que caracteriza a la 
transdisciplinariedad no es sólo la realidad interactuan-
te sino totalizadora. 
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El análisis de la justicia parte desde la percepción y el 
perfil de quien la interpreta así como por el paradigma en 
el cual se inscribe el investigador, el clásico o el de la com-
plejidad, por cuanto el carácter interdisciplinario de la teo-
ría crítica no tiene discusión, pero la forma de describir el 
sistema como un todo en interacción con los elementos de 
la realidad social, contribuye con la comunicación científi-
ca global en la medida en que cada disciplina interactúa 
con el universo científico, rompe las fronteras disciplina-
res, la convierte en una teoría transdisciplinaria.

Por ello, la esencia de esta teoría crítica ubica a todo 
su sistema y lo que con ella interactúe en una nueva con-
cepción de la realidad y el hecho de que las disciplinas es-
pecíficas que conforman el sistema contengan la informa-
ción como elemento unificador la hace trascendente en la 
medida en que la propia información origina, consolida 
los fenómenos transdisciplinarios, esencialmente com-
plejos, establece el reconocimiento del mundo actual bajo 
la premisa de la unidad del conocimiento sin la pérdida 
de la autenticidad disciplinaria, reconoce los factores so-
ciales, económicos, ideológicos y políticos en medio de los 
cuales se desenvuelven las prácticas de las disciplinas 
que la conforman. 

La Teoría Crítica de la Justicia, se vincula con lo legal, 
sobre todo al asumir los planteamientos de interdisci-
plinariedad y transdisciplinariedad, indicando que toda 
acción tiene un basamento legal al cual responder, enfa-
tizando que la justicia es un derecho individual mante-
nido y soportado por las instituciones sociales, por ello, 
el principio de legalidad, el cual fue concebido por los 
revolucionarios franceses, que suponía la existencia del 
Estado nacional con presencia de tres poderes públicos 
en colaboración armónica y sinceramente comprometidos 
con el desarrollo del pueblo al que representaban y pro-
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tegían; siendo las garantías judiciales ante toda defensa 
contra el poder arbitrario del soberano; situación que a 
mediados del siglo XX tendió a modificarse. 

El principio de legalidad es hijo de los principios de 
libertad, igualdad y fraternidad, tiene además la pater-
nidad responsable del llamado Estado de Derecho, invo-
cando el respeto por el orden jurídico, la tridivisión del 
poder público y el control de las autoridades públicas; 
todo dentro de la consigna de la exaltación de la digni-
dad humana, asumiendo patrimonio de la modernidad y 
conquista medular de los derechos humanos, y a la vez, 
generador de una tradición jurídica en todo el sistema ro-
mano germánico, que por lo mismo, debe ser preservado 
(Velázquez, 2012, p. 93).

Para el autor citado, la libertad reflejada en su esen-
cia, en la materialización de lo intangible de su alcance, 
de manera que el albedrío del hombre lo conduce a la po-
sibilidad de hacer todo lo que se quiera en tanto no esté 
prohibido; también la igualdad en la medida que como la 
ley contiene un mandato universal e impersonal, tiene 
como destinatarios a la totalidad de los integrantes del 
pueblo sin distingo alguno; y la fraternidad proyectada 
en la aspiración que el mandato legal conduzca a generar 
la mayor cantidad de felicidad compartida por el más alto 
número posible de personas. 

El principio de legalidad, en su actual formulación su-
pone la primacía de la ley como fuente creadora de delitos 
y penas, recogido a nivel formal, en prácticamente todos 
los ordenamientos. Con este principio se garantiza que 
nadie será procesado ni condenado por acto u omisión 
que al tiempo de cometerse no esté previamente califica-
do en la ley, de manera expresa e inequívoca, como una 
infracción punible, ni sancionado con pena no prevista en 
la ley, al aplicar justicia.
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Del principio de legalidad derivan también otras dos 
garantías: la jurisdiccional y la de ejecución. En la pri-
mera se recogen los denominados derechos fundamenta-
les procesales, donde todas las personas tienen derecho 
a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en 
el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que 
pueda producirse indefensión, además, tener derecho al 
Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y 
asistencia de letrado, a ser informados de la acusación 
formulada contra ellos, a un proceso público sin dilacio-
nes indebidas y con todas las garantías, a utilizar los me-
dios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar 
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presun-
ción de inocencia. 

A pesar de que la justicia ha sido estudiada por diver-
sos filósofos, sociólogos, psicólogos, juristas y es un tema 
que se trata en cualquier disciplina bien sea social, eco-
nómica, política, ideológica, religiosa, así como en distin-
tos espacios geográficos, tomando en cuenta su historici-
dad y temporalidad, amerita ser tomada en cuenta por 
todos, con fundamentos universales, aunque según sea la 
circunstancia, con metodologías distintas. 

Por ello, otro principio importante para la Teoría Crí-
tica de la Justicia es la universalidad, la cual indica la 
igualdad en cualquier espacio y tiempo, en distintas 
áreas del saber, es decir, todas las personas merecen te-
ner igualdad de trato y de oportunidades, considerarse 
un ser único, individual con características y personali-
dad que lo lleven a tener un comportamiento específico 
según la situación, pero que al momento de ser analizada 
su conducta, no pueden ser obviados sus motivos, condi-
ciones, hecho que es igual en cualquier parte del mundo.

Para Kauffman (1998) el principio de universalidad 
implica en general el problema de “cómo pueden ser fun-
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damentadas de forma universalmente obligatoria las 
normas éticas y jurídicas, problema que está en estrecha 
conexión con la polémica entre las doctrinas del Derecho 
natural y el positivismo” (p. 13). Es condición trascenden-
tal para que pueda argumentarse racionalmente, para 
estar realmente en condiciones de entender algo, pero 
para la fundamentación de la universalidad de los dere-
chos humanos no basta con esto; se necesita más bien un 
principio de universalizabilidad en cuanto al contenido.

Por tanto, la universalidad de la justicia, abordada 
desde tiempos remotos, “aspira que, en cualquier lugar, 
con cualquier persona o sociedad, ésta sea respetada. Se 
define como un principio moral con el cual se busca obrar 
y juzgar respetando la verdad y dando a cada uno lo que 
le corresponde. Es un bien común para la sociedad” (Bra-
cho, 2021b, p. 45), de allí que toda persona tiene derechos 
humanos universales, iguales para todos en todo el mun-
do; así lo contemplan los Tratados internacionales, con 
miras de llegar a ser críticos de la justicia.

3. Consideraciones finales

En ese orden de ideas, y determinándose que la justi-
cia es un derecho universal contemplado en las normati-
vas de las organizaciones internacionales, debe tomarse 
en cuenta al desarrollar la Teoría Crítica lo que autores 
expertos en el área aportan así como contemplar los es-
tatutos que al respecto se han formulado y buscan se dé 
la igualdad en los hombres, las mismas oportunidades, 
un trato justo que se adecue a las especificaciones lega-
les expuestas taxativamente, asumiendo el respeto a la 
dignidad humana y brindar opciones que satisfagan de 
manera igualitaria, las necesidades y expectativas de las 
personas en cualquier sociedad, sin importar el modelo 
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socioeconómico que prevalezca, sin dejar que lo político e 
ideológico incida en el hacer correcto del hombre sobre el 
hombre.

Es pertinente mencionar que los principios expuestos 
no son los únicos, para el investigador, son los que deben 
precisarse cuando se quiere construir una Teoría Crítica 
de la Justicia, pero que en determinado momento podrá 
incorporar otros en relación a la contextualización, reci-
procidad, sin obviar los expuestos por los filósofos men-
cionados a lo largo de la presente reflexión, puesto que 
mientras más profunda sea la interpretación de los he-
chos tomando en cuenta lo teórico y lo práctico, mejores 
serán las conclusiones que de este análisis se obtengan, 
por lo cual, para mantener una posición precisa de lo ex-
puesto, son una aproximación de los principios orienta-
dores que se sugieren a raíz de todos los fundamentos 
planteados.

Por lo tanto, pueden conceptualizarse los principios 
como leyes naturales enraizadas en la estructura de to-
das las sociedades civilizadas a lo largo de la Historia 
y de aquellas instituciones que han perdurado, tomando 
en cuenta la justicia, la rectitud, integridad, honestidad, 
la confianza, la dignidad humana, el servicio o idea de 
contribuir, el potencial, entre otros. Tales principios son 
verdades profundas, de aplicación universal y se aplican 
a los individuos, las familias, los matrimonios, y organi-
zaciones de todo tipo. 

Entonces, se consideran directrices para la conducta 
humana que han demostrado tener un valor duradero, 
permanente. Para captar su naturaleza únicamente bas-
ta con considerar vivir una vida basada en sus opuestos 
tales como la mala fe, el engaño, la bajeza, la inutilidad, 
la mediocridad, entre otros, que en este caso servirán 
para la aplicación de los principios presentados que de-
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ben orientar una Teoría Crítica de la Justicia, analizada 
desde distintos puntos para ser más profundo y complejo 
el estudio, y por ello, se logre más justicia en las decisio-
nes asumidas en cada caso.
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El acceso, la permanencia y el egreso
en la Universidad: igualdad real ¿una utopía?

Autora: Lucrecia Contardi González 107

Resumen

La Universidad es una de las instituciones más anti-
guas, cuyo fin primordial es la búsqueda del saber con-
juntamente con la formación de futuros profesionales, 
responsables y capaces de aportar soluciones a los pro-
blemas de la sociedad.

La educación, como derecho humano, está reconoci-
da en diversos Pactos y Tratados de derechos humanos 
internacionales que la República Argentina ha incluido 
como parte de su Constitución Nacional desde su última 
reforma en el año 1994. Asimismo, el Estado como garan-
te de los derechos humanos debe asegurar y promover 
el derecho a la educación como cualquier otro derecho, 
desplegando e implementando políticas integrales que 
erradiquen el principal obstáculo para su igual ejercicio: 
la existente desigualdad social y económica.
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El presente trabajo busca reflexionar acerca del dere-
cho a la educación superior -haciendo especial hincapié 
en el acceso a la Universidad-, y en cómo juega, en ese 
sentido, para la permanencia, egreso y conquista de obje-
tivos, el tipo de conocimiento que en la misma se produce 
y enseña.

Palabras claves: Educación Superior – Igualdad- En-
señanza – Aprendizaje – Conocimiento -Derechos Huma-
nos.

Sumario: 1. Introducción.- 2. El acceso a la Universi-
dad: ¿igualdad real o igualdad formal?.- 3. La articula-
ción entre el conocimiento y los objetivos de permanencia 
y egreso de los estudiantes.- 4. Conclusión.- Bibliografía

1. Introducción

La educación superior debe ser entendida como un 
bien público y social, un derecho humano y una responsa-
bilidad por parte de los Estados. Todos los Estados deben 
garantizar el acceso real de todos los ciudadanos a ella, y 
a tal fin, las políticas educacionales nacionales se erigen 
como un recaudo sine qua non para favorecer ese acceso 
a una educación superior de calidad, a través de medidas 
y acciones consecuentes.

El derecho de acceder a la Universidad es un derecho 
humano y, por tanto, un derecho complejo dado que, en 
virtud de ese carácter, se ubica en medio de una trama de 
condicionamientos con otros derechos. Es decir, para que 
ese derecho pueda efectivizarse, tonarse operativo en la 
realidad es necesario que otros derechos/aspectos que se 
vinculan con él -alimentación, vivienda/espacio propicio 
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para el estudio, vestimenta, transporte, acceso a la tec-
nología, etc.- se encuentren satisfechos o garantizados.

Conforme la Declaración Universal de los Derechos del 
Hombre “toda persona tiene derecho a la educación” y 
“(…) el acceso a los estudios superiores será igual para 
todos (…)” 108.

En ese sentido, tanto el Estado como las Universida-
des deben intervenir en pos de garantizar el derecho de 
acceso a la Universidad, pero también ampliando ese 
conjunto de derechos humanos -a través de políticas que 
atenúen o mitiguen la desigualdad social y económica-, 
a efectos de favorecer no sólo el ingreso, sino también la 
permanencia, el egreso y cumplimiento de objetivos.

Ahora bien, en este orden de ideas cabe preguntarnos: 
el acceso a la Universidad ¿cumple con el criterio de una 
real igualdad de oportunidades, o queda limitado al prin-
cipio de igualdad formal del artículo 16 de nuestra Carta 
Magna? ¿Es un derecho o es un privilegio?

Por otra parte, habiendo logrado acceder, ¿cómo influ-
ye el tipo de conocimiento que se produce y enseña en 
la Universidad? Los procesos de masificación y amplia-
ción en el acceso implican que los sectores sociales -que 
se encontraban excluidos del sistema- traigan consigo 
conocimientos hasta entonces invisibilizados, considera-
dos irrelevantes para el ámbito académico-universitario, 
caracterizado por su fuerte base científica, como su fun-
dador Joaquín V. González pregonó en sus orígenes.

Aquí es donde deviene imperiosa la necesidad de ubi-
car las prácticas docentes en la intersección entre el cono-
cimiento disciplinar-científico y el conocimiento no cien-

108	  Artículo 14 de la Constitución Nacional. Artículo 26 de 
la Declaración Universal de los Derechos del Hombre.
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tífico -como saberes populares y subalternos-, intentando 
ampliar el diálogo entre esos tipos de conocimientos. En 
palabras del propio Boaventura De Sousa Santos, sería 
construir una ecología de saberes 109.

2. El acceso a la Universidad: ¿igualdad real o 
igualdad formal?

Al hablar de educación -del latín educere, guiar, con-
ducir; o educare, formar, instruir- se hace referencia al 
proceso de enseñanza-aprendizaje, mediante el cual se 
transmiten conocimientos, valores, costumbres, al proce-
so de socialización, en el que participan distintos actores 
sociales, donde se asimilan normas de conductas, hábi-
tos, modos de ser, formas de actuar.

El artículo 14 de la Constitución Nacional y los ins-
trumentos de Derechos Humanos -con rango constitu-
cional, de acuerdo al artículo 75 inciso 22 de nuestra 
Ley Fundamental- sostienen que el derecho de acceso a 
la educación es igual para todos; de allí que se le atribu-
ya a la educación un rol clave para lograr que los indivi-
duos puedan igualarse en oportunidades, y capacitarse 
para lograr una digna subsistencia, y mejorar su nivel 
de vida.

No obstante, ese escenario ideal puede, a veces, no co-
rresponderse con la realidad: generalmente la desigual-
dad en la distribución de la riqueza conlleva un disímil 
reparto de oportunidades en cuanto al acceso a la educa-

109	  Boaventura De Sousa Santos, “Descolonizar la Univer-
sidad. El desafío de la justicia cognitivo social”. http://biblio-
teca.clacso.edu.ar/clacso/se/20210909014553/Descolonizar-
universidad.pdf.
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ción y al conocimiento, no cumpliendo el sistema educati-
vo con una acción igualadora.

Un primer orden de desigualdades puede ubicarse en 
el acceso a las instituciones -en nuestro caso particular, 
la Universidad- y otro, frecuentemente subestimado, se 
localiza en el tramo de la permanencia y el egreso.

En lo que respecta al acceso a la Universidad, es da-
ble destacar que, en nuestro país, existen ciertos in-
centivos para ingresar pese a no provenir de un estrato 
social privilegiado. De hecho, la mayoría de las Altas 
Casas de estudios argentinas tienen una combinación 
entre gratuidad e ingreso irrestricto, lo cual es prácti-
camente único a nivel mundial. En una gran cantidad 
de países, para ingresar a una Universidad, hace fal-
ta rendir un examen -eliminatorio- y hay que abonar 
una cuota. Incluso, la elección de la carrera está con-
dicionada a un puntaje otorgado por los exámenes de 
ingreso. Es decir, los aspirantes no sólo se ven condi-
cionados por el dinero con el que deben contar para el 
pago de una matrícula, sino que también por todo su 
bagaje cultural previo, los conocimientos ya adquiri-
dos, su formación y la posibilidad o no de prepararse 
previo a rendir, lo que incide, muchas veces de manera 
determinante, en el ingreso.

En nuestro sistema educativo, la combinación entre 
gratuidad e ingreso irrestricto debería tener un efecto 
más positivo sobre la incorporación de estudiantes de 
menores recursos a la Universidad. Por un lado, la gra-
tuidad hace asequible el costo de estudiar. Por el otro, 
la ausencia de exámenes definitivos y/o eliminatorios de 
ingreso posibilita que, quienes tuvieron una formación 
más pobre o deficiente en sus colegios de orígenes, tengan 
mayor posibilidad de nivelarse con quienes tuvieron una 
mejor preparación.



Anuario. Principales actividades de la Facultad
de Derecho y Ciencias Sociales - Año 2022

258 259

Sin embargo, en la realidad, a pesar de que esos facto-
res influyen no son determinantes. Sí, las Universidades 
públicas no son aranceladas, pero no por ello son gratui-
tas. Si los estudiantes no cuentan con recursos para tras-
ladarse, ¿cómo cursan? ¿Si no pueden comprar apuntes, 
libros y los materiales? Y aun en el inevitable contexto 
de virtualidad, producto de la pandemia mundial que nos 
tocó atravesar, si no cuentan con los dispositivos tecnoló-
gicos adecuados o conexión a una red de internet, ¿cómo 
materializamos ese derecho humano y esa igualdad de 
oportunidades?

En este punto, cabe preguntarse: la gratuidad ¿real-
mente asegura el acceso, la permanencia y la gradua-
ción?

El derecho a la educación superior es un derecho hu-
mano, pero justamente en virtud de ese carácter, se ubica 
en una trama de condicionamientos con otros derechos. 
Es decir, para que pueda realmente efectivizarse, tonar-
se operativo es necesario que otros derechos/aspectos que 
se vinculan con él -como la alimentación, la vivienda/es-
pacio propicio para el estudio, vestimenta, transporte, 
acceso a la tecnología, conectividad a internet, etc.- se 
encuentren satisfechos o garantizados.

De lo antedicho se colige también que, de igual mane-
ra, por la misma razón que esos derechos se implican, la 
vulneración de uno redunda en la afectación del otro.

Nuestra Constitución se estructura sobre la base del 
constitucionalismo liberal o clásico, contando con una 
sección relativa a las declaraciones, los derechos y las ga-
rantías, y con otra alusiva a la división de poderes, con 
la consecuente asignación de funciones y/o atribuciones 
para cada uno de ellos.

En la primera parte consagra explícitamente el dere-
cho de enseñar y aprender en su artículo 14, como un de-
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recho civil -tal como ya hemos hecho mención al comienzo 
de este trabajo-, pero a su vez, también aparece el dere-
cho a la educación en la parte orgánica como una inelu-
dible responsabilidad del Estado, dado que consagra en 
el artículo 75 inciso 19 que corresponde al Congreso de la 
Nación “Proveer lo conducente al desarrollo humano, al 
progreso económico con justicia social, a la productividad 
de la economía nacional, a la generación de empleo, a la 
formación profesional de los trabajadores, a la defensa 
del valor de la moneda, a la investigación y al desarrollo 
científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento(...). 
Sancionar leyes de organización y de base de la educación 
que consoliden la unidad nacional respetando las parti-
cularidades provinciales y locales; que aseguren la res-
ponsabilidad indelegable del Estado, la participación de 
la familia y la sociedad, la promoción de los valores demo-
cráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin 
discriminación alguna; y que garanticen los principios de 
gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la 
autonomía y autarquía de las universidades nacionales. 
(...)” 110.

El Estado debe garantizar el derecho a la educación, 
debe desplegar e implementar políticas integrales que 
mitiguen y erradiquen uno de sus principales obstáculos: 
la desigualdad social y económica. Debe brindar forma-
ción a los ciudadanos, procurar la expansión de su co-
bertura y desplegar estrategias que aseguren el acceso. 
También debe garantizar la calidad de la oferta educati-
va que se brinda.

110	  Artículo 75 inciso 19 de la Constitución Nacional 
https://www.congreso.gob.ar/constitucionSeccion1Cap4.php 
(la cursiva me pertenece).
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No obstante la innegable responsabilidad estatal a 
través de sus diversas políticas, no menos cierto es que 
existe una responsabilidad de las propias Universidades. 
La Universidad debe contar con políticas que garanticen 
el acceso de todas las personas, independientemente del 
sector social al que pertenezcan, pero ello debe ir acom-
pañado de un proyecto institucional que permita asegu-
rar su permanencia y la conquista de los objetivos pro-
puestos. Los procesos de masificación que se pretenden 
conquistar en el ingreso deben ser sostenidos con proyec-
tos que fortalezcan la tarea de los docentes, y con acom-
pañamiento para con los estudiantes en su trayectoria 
pedagógica por la Universidad. De modo contrario, así 
como se lograría una gran masificación a la hora del in-
greso, la exclusión que luego provoca el sistema también 
se terminaría dando a gran escala.

En ese sentido, surge un nuevo interrogante: ¿cómo 
juega, para la permanencia, y el egreso, el tipo de cono-
cimiento que en la propia Universidad se produce y en-
seña?

En el acápite siguiente, nos abocaremos a este punto.

3. La articulación entre el conocimiento y los ob-
jetivos de permanencia y egreso de los estudiantes

El inicio de la vida universitaria supone una mutación 
entre el estatus de mero alumno de secundario al de es-
tudiante universitario. Y superar con éxito ese umbral 
implica una ruptura con el universo familiar conocido, 
pero a la vez una afiliación cognitiva e institucional en el 
nuevo escenario de aprendizaje.

“Al ingresar a la universidad se produce un nuevo en-
cuentro (o desencuentro) con los conocimientos, científi-
cos, filosóficos o literarios propios de la carrera elegida; 
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pero también con una cultura particular que requiere la 
apropiación de sus códigos, sus costumbres, sus lengua-
jes y lugares…y esto lleva un tiempo: tiempo en el que se 
va conociendo y reconociendo esta nueva cultura y en el 
que además cada sujeto se va pensando a sí mismo como 
partícipe (o no) de ella” 111.

Lograr esta afiliación parecería garantizar el éxito en 
una carrera universitaria, pero sin embargo ese proceso 
de transformación reviste mayor complejidad de la que 
aparenta.

La Universidad tiene como fin primordial la formación 
de futuros profesionales, responsables y capaces de apor-
tar soluciones a los problemas de la sociedad.

El proceso de enseñanza y aprendizaje tendiente a for-
mar esos profesionales se define a partir de los estilos de 
aprendizaje que influyen en la forma en que se selecciona 
y presentan los contenidos a los estudiantes.

¿Qué rol desempeñan los profesores en ese proceso? 
¿Cómo influye ese tipo de conocimiento que se produce 
académicamente en la trayectoria pedagógica de quienes 
la transitan?

El punto de partida deviene de la constatación acerca 
de que una gran parte del conocimiento del que dispone-
mos se apoya en un colonialismo cultural que hunde sus 
raíces en las bases epistemológicas, tanto de la produc-
ción como de la enseñanza en nuestras Universidades, lo 
que redunda en clases “soliloquio”, que concibe a los pro-
fesores en el rol de meros transmisores de información.

111	  Vélez, G. (2005), “El ingreso: la problemática del ac-
ceso a las culturas académicas de la Universidad”, Colección 
de Cuadernillos de actualización para pensar la Enseñanza 
Universitaria.
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En este sentido, es dable tener presente que cuando 
hablamos de conocimiento científico aludimos al conjunto 
de hechos verificables y sustentados en evidencia reco-
gidos por las teorías científicas, así como el estudio de 
la adquisición, elaboración de nuevos conocimientos me-
diante el método científico 112.

Este tipo de conocimiento requiere para su expresión, 
tanto verbal como escrita, de un lenguaje técnico, el que 
varía conforme la disciplina que se esté abordando, es 
decir, es propio de cada ciencia.

El conocimiento epistemológico es el que produce y 
enseña nuestra Universidad. Podríamos decir que, en la 
misma, se ha monopolizado esta clase de saber a la vez 
que se reducen y rechazan otros tipos de saberes -como 
los saberes legos y subalternos-. Se produce, de este modo, 
una monocultura del saber.

Sin perjuicio de ello, y sin perder de vista que en la for-
mación de futuros profesionales es imprescindible tener 
en cuenta la episteme propia de cada Facultad en cues-
tión, no menos cierto resulta que hacer hincapié en el 
conocimiento científico solamente y considerarlo la única 
forma de conocimiento válido, contribuye a la margina-
lización de grupos sociales que disponen solamente de 
conocimiento popular, afectando la democratización y la 
inclusión, eje central de las políticas públicas.

El autor portugués Boaventura De Sousa Santos intro-
dujo el concepto de “ecología de los saberes” 113, tendiente 
a construir diálogos concretos entre el saber universita-
rio, la alta cultura y la ciencia con los saberes populares y 

112 https://es.wikipedia.org/wiki/Conocimiento_cient%C3% 
ADfico.

113	  Boaventura De Sousa Santos (op. cit.).
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subalternos dado que, de ese modo, se podrán acortar las 
distancias entre ambos tipos de conocimientos.

El autor considera fundamental este concepto porque 
para él, “la injusticia social contiene en su seno una in-
justicia cognitiva”.

La realidad evidencia un enorme desgaste del modelo 
de enseñanza actual, lo que conlleva no poder detectar 
las falencias que presentan los estudiantes universita-
rios -que muchas veces los hace desistir del objetivo-, y 
recaer en frases tan reiterativas por los docentes, tales 
como “no leen”, “no comprenden lo que leen”, “no tienen 
interés en estudiar”, “leen la bibliografía una semana an-
tes del parcial y así es imposible”, entre otras.

Estas circunstancias descriptas desde la teoría se po-
nen de relieve, particularmente, en materias de primer 
año en Derecho, como Introducción al Estudio de las 
Ciencias Sociales e Historia Constitucional en la Facul-
tad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP, en la 
que a los alumnos les cuesta enormemente poder articu-
lar, relacionar -y en consecuencia internalizar- sus cono-
cimientos previos (saberes legos, populares, etc.) con lo 
que para ellos se presenta como “nuevo” o “desconocido” 
(que tiene que ver con lo epistemológico), lo que provoca 
que muchas veces terminen desertando.

Es imposible, en el marco del proceso de enseñanza, 
pensar el aprendizaje como si se tratara de comparti-
mentos estancos. Todo acto de aprendizaje por parte del 
individuo supone recurrir a la experiencia previa, a lo 
familiarizado (a su bagaje cultural) para -desde ese lu-
gar- apropiarse de las características del objeto de cono-
cimiento.

En virtud de ello, se hace imperiosa la necesidad de 
ubicar las prácticas docentes en la intersección entre el 
conocimiento disciplinar, el conocimiento socialmente 
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significativo y los saberes populares, prácticos y alterna-
tivos.

El aprendizaje implica una práctica, pero esta últi-
ma no puede ser ensayo y error o mero refuerzo; se debe 
pensar en una práctica que recree los conocimientos, los 
descontextualice y re-contextualice. Para ello no sólo es 
importante que los estudiantes adquieran un método; 
también lo es que desarrollen sus procesos cognoscitivos, 
analizando, comparando, hipotetizando, induciendo y de-
duciendo, generalizando y particularizando, trabajando 
con categorías conceptuales; todo ello con el fin de com-
prender los distintos tipos de conocimientos, relacionar-
los, y la posibilidad de transferirlos en distintas situacio-
nes.

Que el saber científico pueda dialogar con el saber po-
pular, con los saberes tradicionales. Como diría el citado 
autor portugués la copresencia de conocimientos varia-
dos, cada uno validado por sus propios criterios, reunidos 
y discutidos de manera conjunta a la luz de las necesida-
des pragmáticas de las luchas sociales 114.

De esta manera se lograría una real democratización 
externa de la Universidad, donde se generen condiciones 
propicias que garanticen no sólo el acceso de todos los 
sectores sociales sino también su permanencia y egreso, 
a través de una verdadera igualdad social.

4. Conclusión

A modo de conclusión, teniendo en cuenta los ejes plan-
teados en la introducción, considero que, si bien es cierto 
que en los últimos años se ha avanzado mucho respec-

114	  Boaventura De Sousa Santos (Op. cit.).
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to del acceso a la Universidad y la inclusión de diversos 
sectores sociales, creo que aún falta para poder lograr la 
verdadera democratización, entendiendo esta última en 
sentido restringido, como lo hace la autora Adriana Chi-
roleu, al relacionar dicho concepto poniendo el foco en la 
reducción de las desigualdades sociales.

El hecho de que las Universidades públicas no sean 
aranceladas, bajo ningún punto de vista implica que sean 
gratuitas. Es necesario que los estudiantes cuenten con 
recursos para trasladarse, comprar apuntes, materiales 
de estudio, entre otras cuestiones.

La gratuidad universitaria no es sinónimo de igual-
dad: no se igualan las diferentes condiciones económicas, 
culturales y académicas de quienes, desde trayectorias 
biográficas antagónicas, ingresan a la Universidad; y 
aunque si bien es cierto que la gratuidad no iguala, cual-
quier mecanismo de arancelamiento de la educación au-
mentaría automáticamente la desigualdad existente.

No obstante lo antedicho, considero que estamos frente 
a una igualdad formal, una igualdad de iguales en igua-
les circunstancias. La educación superior es un derecho 
humano, pero justamente en virtud de ese carácter y su 
inserción en una trama de condicionamientos con otros 
derechos, para poder plasmarse en la realidad, deviene 
imprescindible que esos derechos y/o aspectos básicos an-
teriormente mencionados se encuentren satisfechos.

Por otra parte, el ingreso irrestricto -en sentido de 
ausencia de exámenes definitivos y eliminatorios- sólo 
garantiza el acceso a la institución, pero no la perma-
nencia en ella y su posterior egreso. Es fundamental 
tener presente que tanto la permanencia y el egreso 
también dependen de las condiciones sociales, cogniti-
vas, culturales, económicas y el desempeño en los dife-
rentes cursos destinados a lograr una articulación entre 
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aquello que se presenta como “nuevo” y “desconocido” 
(lo epistemológico) con los aprendizajes y prácticas ad-
quiridos previamente.

Estimo imprescindible poder poner en práctica la “eco-
logía de saberes” del autor De Sousa Santos ya citado, 
para poder construir diálogos concretos entre el saber 
universitario, la alta cultura y la ciencia con los saberes 
populares y subalternos y de ese modo, contribuir a evi-
tar la marginalización de grupos sociales que disponen 
solamente de conocimiento popular.

Debe romperse la lógica lineal del proceso enseñanza 
y aprendizaje. Es evidente que los profesores requerimos 
aprender o reaprender para poder enseñar, y acortar -de 
ese modo- la brecha cada vez más extensa que existe en 
la actualidad entre lo esperado por el propio sistema uni-
versitario, y el nivel alcanzado por los estudiantes.

Será fundamental contemplar y diseñar en la currícu-
la prácticas de intervención pedagógica acordes a los su-
jetos de este tiempo que poseen realidades diferentes, y 
operan socialmente distinto, ocupando las redes sociales 
y las tecnologías un nivel preponderante.

Deviene imperiosa la necesidad de fortalecer estrate-
gias de enseñanza innovadoras para alcanzar cambios 
duraderos y profundos en la praxis de los sujetos de 
aprendizaje, formando profesionales reflexivos, críticos y 
capaces de realizar cosas nuevas.
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● Resumen de las actividades de Extensión 
a cargo del Dr. Martín Gagliardi

En mi carácter de Coordinador de la Secretaría de Ex-
tensión, realizaré una breve síntesis de las jornadas que 
se realizaron a lo largo del año 2022; previo a ello pasaré 
a explicar de qué se trata esta tarea que tanto esfuerzo y 
trabajo nos lleva al equipo que conformamos en el Deca-
nato de la Facultad de Derecho de la UDE.

La Extensión Universitaria procura generar y mante-
ner la relación de la Universidad con la sociedad, en ese 
sentido todo proyecto de extensión constituye prácticas 
de educación formal e informal, académicas, basándose 
en el conocimiento disciplinar, cultural, artístico, huma-
nístico, entre otros.

En ese orden de ideas, se realizaron las siguientes ac-
tividades: 

Título de la actividad: El camino del emprendedor
Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: Jor-

nada para que se conozca cómo crear y desarrollar un 
emprendimiento exitoso. Expositoras: Tercila Rinaudi, 
Andrea Sáenz y Karina Alaimo.

Coordinadora: Dra. María Lis Amaya
Fecha: 30/03/2022 17 hs
Cantidad de participantes: 50 personas

Título de la actividad: Repaso de los más gravitantes 
pronunciamientos jurisprudenciales 2021 PBA en mate-
ria tributaria, breve mención a la ley impositiva 2022

Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho financiero
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Breve descripción de las actividades realizadas: Jorna-
da de reflexión sobre los pronunciamientos jurispruden-
ciales más actuales en materia tributaria.

Coordinadores: Observatorio de derecho tributario y 
financiero a cargo de la Dra. Mercedes Sastre y Romina 
Góngora

Fecha: 15/03/22
Cantidad de participantes: 30 participantes

Título de la actividad: Fintech y banca digital
Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: Jorna-

da reflexiva sobre el tratamiento tributario y regulatorio
Coordinadores: Dr. Javier Gobbi
Fecha: 11/04/2022
Cantidad de participantes: 25 participantes

Título de la actividad: Jornada preparatoria de las XX-
VIII Jornadas Nacionales de Derecho Civil

Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho. Breve 

descripción de las actividades realizadas: Jornadas Pre-
paratorias sobre las XXVII Jornadas Nacionales de De-
recho Civil, que se llevaron a cabo en septiembre 2022 en 
la Provincia de Mendoza. Algunos de los expositores fue-
ron: Dr. Fabio Arriagada: Derecho Romano / “La legítima 
en Roma”. Dr. Homero Picone: Instituciones del Derecho 
Civil / “Derechos Personalísimos y Nuevas tecnologías”. 
Mauro Leturia: Derechos Reales / “Temas actuales de de-
recho de autor” Dra. Yamila Zamaniego: Derechos Reales / 
“Propiedad horizontal y sus formas análogas que dan na-
cimiento a nuevos derechos reales”. Dra. Ana Juan: De-
recho de Familia / “El Referente Afectivo: Una realidad 
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con suficiente entidad. Su cuestión de alimentos”. Dra. 
Rita Cordera: Derecho de la Navegación / “Derecho de la 
Navegación: Vías del Nuevo Código Civil y Comercial en 
el Transporte Aéreo y Marítimo”.

Coordinadores: Dr. Germán Rincón/ Dr. Pablo Puente
Fecha: 27/06/2022
Cantidad de participantes: 60 participantes

Título de la actividad: Repetición de tributos locales. 
Alternativas del contribuyente y recaudos a cumplir

Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: Jorna-

das de reflexión sobre los tributos locales
Coordinadores: Observatorio de Derecho Tributario y 

Financiero a cargo de la Dra. Mercedes Sastre y Romina 
Góngora

Fecha: 30/06/2022
Cantidad de participantes: 25 participantes

Título de la actividad: Travesticidio, identicidio y vio-
lencia policial

Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: Jorna-

da de reflexión sobre violencia
Coordinadores: Dra. Analía Reyes
Fecha: 06/07/2022
Cantidad de participantes: 32 participantes

Título de la actividad: Taller Concurso Universitario 
de Litigación Penal.

Tipo de actividad: Concurso
Disciplina básica y área específica: Derecho
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Breve descripción de las actividades realizadas: en 
este taller se abordó especialmente el aprendizaje de las 
técnicas de litigación en las audiencias previas al juicio, 
más precisamente, las relativas al control de la acusación 
y de medidas cautelares

Coordinadores: Dra. Analía Reyes
Fecha: 3 de agosto al 11 de noviembre del año 2022
Cantidad de participantes: 25 participantes

Título de la actividad: Análisis de cobertura de medios 
en casos judiciales

Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: Aná-

lisis de cobertura de medios en casos judiciales, un reco-
rrido reflexivo

Coordinadores: Dr. Martín Lastra
Fecha: 02/09/2022
Cantidad de participantes: 35 participantes

Título de la actividad: IV Concurso de artículos de in-
vestigación en la Facultad de Derecho de la UDE

Tipo de actividad: Concurso
Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: Lla-

mado a IV Concurso de artículos de investigación en la 
Facultad de Derecho de la UDE

Coordinadores: Dr. Mauro Leturia
Fecha: 30/11/2022

Título de la actividad: Taller de litigación de juicio por 
jurados

Tipo de actividad: Taller. Actividad en apoyo del Equi-
po de Litigación de la UDE
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Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: 5 en-

cuentros, gratuitos. Un taller que abordó las destrezas 
para litigio en juicio por jurados.

Coordinadores: Dra. Analía Reyes
Fecha: 17 de octubre al 3 de noviembre de 2022
Cantidad de participantes: 31 participantes

Título de la actividad: Liderazgo, gestión, resolución 
de conflictos e inteligencia artificial

Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: Jor-

nada de reflexión en torno a la resolución de conflictos e 
inteligencia artificial. Expositores: Dra. Rosario Marce-
la Sánchez, Federico G. Fernández Sánchez y Karina Di 
Cunzolo

Coordinadores: Dra. María Victoria Gisvert
Fecha: 05/10/22
Cantidad de participantes: 42 participantes

Título de la actividad: Ganancias, un martes 13 para 
la equidad tributaria

Tipo de actividad: Jornada
Disciplina básica y área específica: Derecho
Breve descripción de las actividades realizadas: Jor-

nadas para pensar y reflexionar en torno a la equidad 
tributaria

Coordinadores: Observatorio de Derecho Tributario y 
Financiero, a cargo de la Dra. Mercedes Sastre y Romina 
Góngora

Fecha: 13/12/2022
Cantidad de participantes: 42 participantes
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La Extensión Universitaria procura generar y mante-
ner la relación de la Universidad con la sociedad, siendo 
el mecanismo de interacción que permite dinamizar la 
vinculación entre los diferentes actores universitarios y 
el medio, con el fin de proponer respuestas alternativas a 
cuestiones de la sociedad.

Si bien la Universidad no tiene como función la reso-
lución directa de los problemas sociales, sanitarios, edu-
cativos o económicos de las regiones próximas, sí tiene la 
responsabilidad de generar nuevas ideas que permitan 
hacerlo. Pensar hoy la Universidad y sus sentidos impli-
ca pensarla hacia sí misma y, al mismo tiempo, hacia la 
realidad social en que ella despliega sus prácticas. Inter-
venir en el campo de las necesidades sociales puede ser 
una elección, pero para quienes estamos en las Universi-
dades públicas es también un deber.

¿Cuál es el rol que le corresponde desempeñar a la Ex-
tensión Universitaria en el contexto de la sociedad con-
temporánea? ¿Qué papel juega en la sociedad del conoci-
miento y de la información que se está configurando y en 
un contexto dominado por los fenómenos de la globaliza-
ción y la apertura de los mercados?

Por último, no puedo dejar de lado el gran desafío de 
los nuevos escenarios educativos, agregamos nosotros, el 
paradigma de la educación permanente, del aprendizaje 
permanente, es el que nos permitirá disponer de la llave 
para ingresar en el nuevo milenio.

Todo proyecto de Extensión Universitaria que se pro-
mueve desde esta Facultad constituye prácticas de edu-
cación formal e informal, académicas, basándose en el co-
nocimiento disciplinar, cultural, artístico, humanístico, 
deportivo, etc. 

Definir una política de extensión y vinculación con la 
sociedad que oriente las actividades, integre a todas las 
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unidades académicas y áreas centrales y promueva la 
participación de profesores, alumnos y miembros de la 
comunidad. 



Anuario. Principales actividades de la Facultad
de Derecho y Ciencias Sociales - Año 2022

278 279



278 279

UNIVERSIDAD DEL ESTE

Resumen de las actividades de gestión y coor-
dinación a cargo de Dr. Pablo Federico Puente.

1. Informe pormenorizado de la Coordinación de 
la carrera de Abogacía (Presencial y Distancia)

Temas generales que se trataron en las reuniones con 
docentes: Presencial y Distancia

*Biblioteca: en este punto la mayoría de las cátedras 
se comprometieron a hacer una visita a la biblioteca a ver 
qué bibliografía hay con respecto a su materia y en caso 
de necesitar solicitarla al Decanato o a Biblioteca.

*CVAR: ingresar y adjuntar cualquier cambio en su 
CV.

*CONEAU: se les informó a todas las cátedras de la 
carrera, que no dejamos de estar en etapa de acredita-
ción, por lo que necesitaremos de su colaboración perma-
nente.

*Horarios de cursada: se les informó el horario de 
la cursada y su estricto cumplimiento. VIA FORMATO 
DIGITAL y PRESENCIAL.

* Campus: cargar todo tipo de actividad (clases graba-
das, material de estudio, programa, etc.) no sólo para las 
materias virtuales sino también presenciales.

*Asistencia de los docentes: se les informó a los do-
centes que previo a la clase pasen a firmar por Alumnos 
(presencial) y que la asistencia es fundamental, que el 
docente debe pasar lista y cargarla al Siu Guarani, no 
puede agregar alumnos manualmente ni en la lista de 
asistencia, ni en el acta de examen final. En virtual por 
medio del Siu Guarini.

*Promoción de la cursada y notas: notificadas a 
todas las cátedras.
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*Programas solicitados: hemos solicitado los pro-
gramas a las cátedras junto con la organización de las 
clases a todas las cátedras. 

*Extensión e Investigación: aquí la mayoría de las 
cátedras se comprometieron a realizar actividades en 
este ciclo lectivo. Se realizaron Jornadas, encuentros y 
eventos.

*Aula Virtual: todas las cátedras han sido anoticiadas 
de la plataforma del aula virtual de nuestra Universidad. 
Su manejo y uso y su contacto son las SIED Virtuales de 
manera permanente.

En conclusión, la mayoría de las cátedras, se han mos-
trado agradecidas y satisfechas con la comunicación, han 
prestado su conformidad y casi ninguna ha dejado obser-
vaciones, la experiencia fue altamente favorable.

2. Curso de ingreso 2022 Presencial y Distancia 
(virtual) 

2.1 Fundamentación
La implementación del Ciclo de Ingreso responde al in-

terés y preocupación de esta Institución por ofrecer a los 
estudiantes un espacio cuyo propósito general es trabajar 
en la etapa de transición del nivel medio al primer año 
de la carrera, y les permita o facilite la iniciación, prose-
cución y finalización de una carrera universitaria, que 
supone el abordaje de un conocimiento que se profundiza 
y complejiza progresivamente.

Se trata de acompañar al ingresante en su labor de 
apropiación tanto del espacio geográfico, como del con-
junto de normas y valores que regularán su vida univer-
sitaria; de las características conceptuales de la carrera 
que encarará; la familiarización progresiva con el vo-
cabulario específico de la disciplina y la adquisición de 
estrategias cognitivas que le permitan resolver adecua-
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damente las situaciones de aprendizaje que tendrá que 
afrontar en esta etapa de su proceso de formación.

El ingreso a los estudios universitarios es entendido 
como un proceso en el que intervienen múltiples facto-
res. Entre ellos es de destacar que las representacio-
nes sociales sobre la educación universitaria y sobre las 
prácticas de lectura y estudio ocupan un lugar central 
como aspectos que, muchas veces, obturan las posibili-
dades de una buena inserción académica de los ingre-
santes.

Las representaciones sociales, al operar como marco 
de interpretación del entorno, regulan las vinculaciones 
con los otros y orientan y organizan las conductas y co-
municaciones. En este sentido, la representación de la 
educación aparece asociada a elementos simbólicos que 
connotan valoraciones positivas como los referidos a fu-
turo, formación, aprendizaje y enseñanza, estudio, res-
ponsabilidad, dedicación, sacrificio, compromiso; pero 
involucran, también, aspectos negativos como lo son los 
temores frente a un ámbito y disciplina desconocidos, 
poca confianza respecto de la propia capacidad de estu-
dio, incertidumbres, dudas relacionadas a la elección vo-
cacional, entre otros.

Ello implica considerar, en primera instancia, tanto el 
conocimiento institucional de este ámbito de estudios y 
la oferta académica general, como así también la explo-
ración vocacional a nivel personal.

Las cuestiones hasta aquí expuestas hacen que el eje 
vertebrador del presente curso se sitúe en el compromiso 
de posibilitar que los ingresantes se sientan activamente 
comprometidos con la puesta en común, desarrollo y re-
significación de sus concepciones y representaciones pre-
vias, a fin de facilitar su inserción y permanencia en la 
universidad.
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2.2 Destinatarios del Programa
Los destinatarios del Ciclo son todos los aspirantes a 

ingresar al primer año de la carrera de Abogacía, de la 
Facultad de Derecho, de la Universidad del Este.

2.3 Objetivos
●Posibilitar una adecuada ambientación del estudian-

te a la dinámica del espacio universitario.
●Acompañar a los ingresantes en el esclarecimiento de 

sus dudas, incertidumbres, temores, confusiones.
●Afianzar la comprensión de la relación entre la elec-

ción vocacional y la vida universitaria.
●Favorecer la creación de espacios de trabajos críticos 

y reflexivos en un contexto de participación e intercambio 
de experiencias.

●Contribuir al posicionamiento del alumno como actor 
de su propio proceso de aprendizaje.

●Presentar los contenidos que serán considerados afi-
nes a las materias del primer año de cursada de la carre-
ra.

●Propiciar que los ingresantes puedan problematizar 
sus estrategias de aprendizaje en orden a mejorar las 
competencias básicas de lectura, comprensión y produc-
ción de textos.

2.4 Justificación de la organización curricular
A fin de responder a lo precedentemente señalado, la 

organización curricular estará centrada en torno a tres 
ejes, a saber:

●Conocimiento del ámbito universitario y del rol pro-
fesional elegido.

●Familiarización en contenidos afines a las primeras 
materias de la carrera.

●Orientación vocacional y ocupacional.
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De este modo, se ha diseñado:
▪	 Dos módulos de trabajo de carácter teórico y prác-

tico, centrado en contenidos de Derecho y de Historia, a 
fin de acercar a los estudiantes a los ejes temáticos de las 
primeras materias de la carrera y situarlos en la línea 
espacio temporal. También se procura ofrecer en estos 
encuentros un posicionamiento epistemológico respecto 
de la Ciencia Jurídica.

▪	 Un espacio de orientación en relación a la elección 
de la carrera, el desempeño académico y la práctica pro-
fesional futura. Se han diseñado dos encuentros uno a 
cargo de un abogado especialista en Ciencias de la Edu-
cación para tratar el tema de la adaptación del estudian-
te que proviene del nivel medio a los estudios superiores. 
Un segundo módulo está destinado a ofrecer un panora-
ma de la vida profesional del abogado.

FACULTAD DE Abogacía
CURSO DE INGRESO 2022
CRONOGRAMA: SEMANA del 7 de marzo al 11 

de marzo de 2022

Día Fecha
H o -
r a -
rio

Contenidos y 
Actividades Dónde Q u i é -

nes
R e -
c u r -
sos

1
Lunes 7 
de mar-
zo de 
2022

18.00 
a 
21.00 
hs

Palabras de 
B i e n v e n i d a 
Presentación y 
seguimiento de 
la Carrera.

P R E -
S E N -
CIAL
V I R -
TUAL

G E R -
MÁN /
PABLO

2
Martes 
8 de 
m a r z o 
de 2022

18.00 
a 
21.00 
hs

Principios y 
contratos de 
consumo. Dere-
cho del Consu-
midor. 

F R A N -
CISCO
L ó p e z 
S i m p -
son

C a -
ñón
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3
Miérco-
les 9 de 
m a r z o 
de 2022

18.00 
a 
21.00 
hs 

Lineamientos 
Generales del 
Derecho Penal 

Santia-
go
Irisarri

C a -
ñón

4
Jueves 
10 de 
m a r z o 
de 2022

18.00 
a 
21.00 
hs

Lineamientos 
Generales del 
Derecho Civil y 
Procesal

L i s 
Amaya
Victoria 
Gisvert

C a -
ñón

5
Viernes 
11 de 
m a r z o 
de 2022

18.00 
a 
21.00 
hs

Introducción al 
Derecho y Pa-
labras reflexi-
vas del alumno 
avanzado en 
la Carrera Dr. 
Alberto Pérez 
Núñez

C. Pere-
yra
A. Pérez 
Núñez

Funciones cumplidas:
· Supervisé el desarrollo curricular del plan de estu-

dios.
· Elevé al Decanato los programas de las asignaturas.
· Supervisé las actividades docentes de la carrera y el 

cumplimiento de los lineamientos pedagógicos estableci-
dos en las diferentes modalidades de dictado.

· Asesoré a docentes y estudiantes sobre incumbencias, 
metodología de estudio, elaboración de los programas de 
asignaturas, guiones didácticos en las modalidades a dis-
tancia y cuestiones académicas de la carrera a su cargo.

· Colaboré con los asistentes de la Facultad en hacer 
cumplir a docentes y alumnos los requerimientos admi-
nistrativos. (Inscripción a las materias, fechas de entre-
gas de calificaciones, subir notas al SIU, entre otras) co-
laborando y formando parte de los equipos de trabajo de 
la Facultad
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· Llevé el Registro de Pasantías de los estudiantes de 
la carrera y gestione todo lo concerniente a las mismas

· Estimulé a la participación de docentes y estudiantes 
en los programas y actividades de extensión e investi-
gación que sean desarrollados por la Facultad y por la 
Universidad

· Elevé al Decanato un informe anual 2021 de las acti-
vidades llevadas a cabo, así como de las previsiones a ser 
consideradas para el ciclo lectivo posterior.

· Gestioné lo necesario para el desarrollo y operación 
del plan y programas de estudio bajo la responsabilidad 
del Decanato.

· Promoví las actividades de difusión sobre el plan de 
estudios a cargo del decanato. 

. Promoví el ingreso de estudiantes presenciales y dis-
tancia.

Intercambio con las Sied Virtuales: Mariana Gigena, 
Eugenia Martinelli y Verónica Castrillón: 

El Intercambio es diario y cotidiano, en donde las 
SIED virtuales tienen contacto directo con las cátedras, 
y el control del Campus Virtual. Su desempeño es “alta-
mente satisfactorio”, tanto en la recepción y comunica-
ción con los docentes como con el Decanato. De la misma 
manera Verónica Castrillón, con quien tenemos contacto 
asiduamente, y su respuesta siempre es clara, rápida y 
satisfactoria.

Dr. Pablo Federico Puente
Coordinador de la Facultad de Derecho
UDE
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Graduados del año 2022

PROCURADORES

-Alves, Fernando Alfredo Leonel
-Haring, Johana Betsabé
-Taulo, José Ricardo
-Paladini Garro, María Florencia
-Chaparro Martinich, Ezequiel Alejandro
-Raina, Virginia
-Luna, Carlos Darío
-Marconi, Luis Hernán
-Vázquez, Ricardo Ariel

ABOGADOS/AS 

-Arias, Mariana Soledad
-Chaparro Martinich, Eduardo Alejandro
-Chaparro Martinich, Ezequiel Alejandro
-Chávez, Ángel Facundo Martín
- Díaz, María Victoria Mercedes
- González Adel, Julieta Celeste
-Herrera, Carolina
-Luna, Carlos Darío
-Maiza, Débora Verónica
-Manfredi, Tatiana Naimé
-Musarra, Marcelo Gabriel
-Paladini Garro, María Florencia
-Pellón, Daniela Andrea
-Perotti, Darío Alberto
-Ruiz Díaz, María Lorena
-Saavedra Echevarría, Leidy Laura
-Sumihiro, Victoria Denise
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-Trabella, Yanina Paola

MARTILLEROS Y CORREDORES PÚBLICOS 

-Balmas, María Virginia
-Chiostri, Franco Osvaldo
-Domina, Juan José
-Garay, Mónica Susana
-García, Sebastián Augusto
-Medina, Agustín Carlos
-Ramos Mendoza, Jacquelín
-Solano, Marcelo Martín	
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